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Consejo de la Judicatura Federal 

Auditoría de TIC 

Auditoría Cumplimiento Financiero: 2017-0-03110-15-0005-2018 

5-GB 

 

Objetivo 

Fiscalizar la gestión financiera de las TIC, su adecuado uso, operación, administración de riesgos y 
aprovechamiento, así como evaluar la eficacia y eficiencia de los recursos asignados en procesos y funciones. 
Asimismo, verificar que las erogaciones, los procesos de adjudicación, contratación, servicios, recepción, pago, 
distribución, registro presupuestal y contable, entre otros, se realizaron conforme a las disposiciones jurídicas y 
normativas aplicables. 
Alcance 
 

 EGRESOS   
 Miles de Pesos   
Universo Seleccionado 2,047,058.2   
Muestra Auditada 546,382.5   
Representatividad de la Muestra 26.7%   

El Universo seleccionado por 2,047,058.2 miles de pesos corresponde a las partidas de Tecnologías de la 
Información y Comunicaciones (incluyendo capítulo 1000, 2000, 3000, 5000 y 7000) de los contratos seleccionados 
vigentes en el ejercicio fiscal 2017; la muestra auditada por 546,382.5 miles de pesos se integra por el presupuesto 
ejercido de tres contratos relacionados con servicios administrados y extendidos de la red de comunicaciones del 
CJF (Red amplia del PJF) Plurianual, mantenimiento correctivo a impresoras, transmisión y enlace satelital, 
mantenimiento correctivo a solución de cómputo de misión crítica que representan el 26.7 % del universo 
seleccionado. 

Antecedentes 

El Consejo de la Judicatura Federal, es el órgano encargado de la administración, vigilancia, disciplina y de la carrera 
judicial del Poder Judicial de la Federación, con excepción de la Suprema Corte y el Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación. Además, debe velar en todo momento por la autonomía de los órganos del Poder Judicial 
de la Federación y por la independencia e imparcialidad de sus miembros.  

Para el ejercicio de sus funciones goza de independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones.  El 
Consejo de la Judicatura Federal se creó a partir de las reformas constitucionales de 1994 y surge como un órgano 
integrante del Poder Judicial de la Federación, con la misma jerarquía que la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, pero con funciones distintas y tiene como objetivo fundamental el garantizar la independencia de los 
jueces y magistrados federales. 

Entre 2013 y 2017, el Consejo de la Judicatura Federal, ha invertido 7,047,831.2 miles de pesos en sistemas de 
información e infraestructuras tecnológicas, integrados de la manera siguiente:  

 
Recursos Invertidos en Materia de TIC 

(Miles de Pesos) 

Periodo de  
Inversión 

2013 2014 2015 2016 2017 Total 

      , 
Monto por año 1,495,366.0 1,065,633.7 1,114,433.9 1,325,312.5 2,047,085.2 7,047,831.2 

Fuente: Elaborado con base en la información proporcionada por el CJF. 

Nota:     Diferencias por redondeo. 

 

Resultados 

¶ Se identificaron áreas de oportunidad en la verificación del cumplimiento de requerimientos establecidos 
en los contratos. 
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¶ No se tienen implementados programas de mantenimiento preventivo para equipo de misión crítica. 

¶ Se carece de un Plan de Recuperación de Desastres y un Plan de Continuidad del Negocio institucional.  

Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinaron 4 observaciones las cuales generaron: 4 Recomendaciones. 

Dictamen  

Con base en los resultados de la auditoría practicada en el Consejo de la Judicatura Federal (CJF), cuyo objetivo 
consistió en fiscalizar la gestión financiera de las TIC, su adecuado uso, operación, administración de riesgos y 
aprovechamiento, así como evaluar la eficacia y eficiencia de los recursos asignados en procesos y funciones. 
Asimismo, verificar que las erogaciones, los procesos de adjudicación, contratación, servicios, recepción, pago, 
distribución, registro presupuestal y contable, entre otros, se realizaron conforme a las disposiciones jurídicas y 
normativas aplicables, y específicamente respecto de la muestra revisada por 546,382.50 miles de pesos, que se 
establece en el apartado relativo al alcance, se concluye que en términos generales cumplió con las disposiciones 
legales y normativas que son aplicables en la materia. 

Los procedimientos de auditoría aplicados, la evidencia objetiva analizada, así como los resultados obtenidos, 
fundamentan las conclusiones anteriores. 

El presente dictamen se emite el 15 de octubre de 2018, fecha de conclusión de los trabajos de auditoría 
correspondientes a la Cuenta Pública 2017, la cual se practicó sobre la información proporcionada por la entidad 
fiscalizada y de cuya veracidad es responsable. 
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Secretaría de Gobernación 

Coordinación con las Instancias que Integran el Sistema Nacional de Protección Integral de Niñas, Niños y 
Adolescentes 

Auditoría de Desempeño: 2017-0-04100-07-0011-2018 

11-GB 

 

Objetivo 

Fiscalizar la coordinación y articulación del Sistema Nacional de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, 
Niños y Adolescentes para la definición de políticas, procedimientos y servicios de protección de los derechos de 
niñas, niños y adolescentes, a fin de contribuir a garantizar el ejercicio de sus derechos humanos. 

Alcance 

El alcance temporal comprendió la evaluación de los resultados de 2017; el alcance temático incluyó la evaluación 
de la coordinación operativa del Sistema Nacional de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes (SIPINNA), 
en la transversalidad de la perspectiva de los derechos de niñas, niños y adolescentes en la APF; la integración del 
sistema nacional de información; la realización de las sesiones del SIPINNA establecidas en la ley; el seguimiento 
de los acuerdos de la sesión del SIPINNA; la Asamblea Nacional de las Secretarías Ejecutivas de los Sistemas 
Locales; la firma de convenios de coordinación, colaboración y concertación con las dependencias y entidades de 
la APF y con instancias públicas y privadas, nacionales e internacionales, con los estados, los municipios y las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México; el diseño de las directrices para la asignación de recursos 
suficientes en los presupuestos de los integrantes del sistema; la coordinación con el Sistema Nacional para el 
Desarrollo Integral de la Familia para la integración del sistema nacional de información; la elaboración de la 
metodología para la concurrencia, vinculación y congruencia de los programas de los tres órdenes de gobierno 
con el Programa Nacional de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes (PRONAPINNA) 2016-2018; los 
mecanismos para dar seguimiento y evaluar los resultados del PRONAPINNA 2016-2018; los avances en el 
cumplimiento del Objetivo de Desarrollo Sostenible; la aplicación de los recursos financieros autorizados al 
programa presupuestario P025; el cumplimiento de las directrices generales para avanzar hacia el Sistema de 
Evaluación del Desempeño; la rendición de cuentas, y el sistema de control interno.  

La auditoría se realizó de conformidad con la normativa aplicable a la fiscalización superior de la Cuenta Pública 
para asegurar el logro del objetivo y el alcance establecidos. En el desarrollo de esta auditoría, no en todos los 
casos, los datos proporcionados por el ente fiscalizado fueron suficientes, de calidad, confiables y consistentes, lo 
cual se expresa en la opinión de la Auditoría Superior de la Federación sobre el cumplimiento de objetivos y metas 
ŘŜƭ ǇǊƻƎǊŀƳŀ ǇǊŜǎǳǇǳŜǎǘŀǊƛƻ tлнр ά/ƻƻǊŘƛƴŀŎƛƽƴ Ŏƻƴ ƭŀǎ ƛƴǎǘŀƴŎƛŀǎ ǉǳŜ ƛƴǘŜƎǊŀƴ Ŝƭ {ƛǎǘŜƳŀ bacional de 
tǊƻǘŜŎŎƛƽƴ LƴǘŜƎǊŀƭ ŘŜ bƛƷŀǎΣ bƛƷƻǎ ȅ !ŘƻƭŜǎŎŜƴǘŜǎέΦ  

Antecedentes 

En el artículo 4, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se mandata que los niños y las niñas 
tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para 
su desarrollo integral, el acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios. Este conjunto de principios 
deberán guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez y la 
adolescencia. 

En la Encuesta Intercensal 2015 del INEGI, se señaló que en el país habitaban 119,530.7 miles de personas, de las 
cuales 39,214.4 miles (32.8%) eran niñas, niños o adolescentes; el 50.6% eran hombres y el 49.4% mujeres. De la 
población infantil y adolescente, 1 de cada 2 personas era pobre y 1 de cada 9 se encontraba en pobreza extrema.  

En el diagnóstico del Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2013-2018, se indica que es necesario garantizar el respeto 
y protección de los derechos humanos y la erradicación de la discriminación, por lo que se deberá hacer frente a 
la violencia contra los niños, niñas y adolescentes en todas sus formas sobre la base de una coordinación eficiente, 
que asegure la participación de todos los sectores responsables de su prevención, atención, monitoreo y 
evaluación. 

En el Diagnostico Institucional del Programa Nacional de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes (PRONAPINNA) 
2016-2018, se señala que prevalece la falta de información actualizada, accesible, oportuna, confiable y objetiva 
de niñas, niños y adolescentes en general; de mecanismos para producirla, así como de coordinación entre los 
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entes públicos que tienen a su cargo programas o servicios para la atención o promoción de derechos, y de 
procedimientos de participación en el diseño o implementación de dichos programas 

5Ŝ ŀŎǳŜǊŘƻ Ŏƻƴ ƭŀ aŀǘǊƛȊ ŘŜ LƴŘƛŎŀŘƻǊŜǎ ǇŀǊŀ wŜǎǳƭǘŀŘƻǎ ŘŜƭ ǇǊƻƎǊŀƳŀ ǇǊŜǎǳǇǳŜǎǘŀǊƛƻ tлнр ά/ƻƻǊŘƛƴŀŎƛƽƴ Ŏƻƴ 
las instancias que integran el Sistema Nacional de Protección IntegǊŀƭ ŘŜ bƛƷŀǎΣ bƛƷƻǎ ȅ !ŘƻƭŜǎŎŜƴǘŜǎέΣ Ŝƭ ǇǊƻōƭŜƳŀ 
público por atender se refiere a que las instituciones de la Administración Pública Federal y los Sistemas Estatales 
de Protección funcionan en forma descoordinada para garantizar, promover, difundir y proteger los derechos de 
las niñas, niños y adolescentes.  

tŀǊŀ ŀǘŜƴŘŜǊ ƭŀ ǇǊƻōƭŜƳłǘƛŎŀ ǊŜŦŜǊƛŘŀΣ Ŝƴ Ŝƭ t9C нлмтΣ ǎŜ ƛƴŎƭǳȅƽ Ŝƭ ǇǊƻƎǊŀƳŀ ǇǊŜǎǳǇǳŜǎǘŀǊƛƻ tлнр ά/ƻƻǊŘƛƴŀŎƛƽƴ 
con las instancias que integran el Sistema Nacional de Protección Integral de Niñas, Niños ȅ !ŘƻƭŜǎŎŜƴǘŜǎέΣ Ŏƻƴ 
objeto de coordinar a las entidades y dependencias de la APF y a los Sistemas Estatales de Protección, para articular 
las políticas, procedimientos y servicios de protección de los derechos de la población infantil y adolescente, a fin 
de contribuir a garantizar el ejercicio de los derechos humanos de las niñas, niños y adolescentes, para lo cual le 
fueron autorizados 53,697.7 miles de pesos, el 0.01% de los recursos aprobados al anexo transversal para la 
atención de las niñas, niños y adolescentes.  

Resultados 

En 2017, la coordinación de las instancias que integran el SIPINNA fue débil, ya que no garantizó la transversalidad, 
la integralidad y la complementariedad de las acciones del sistema en la elaboración de programas, políticas y 
acciones de las dependencias y entidades de la APF, así como con los estados, los municipios, las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México e instancias públicas y privadas, a fin de asegurar una adecuada protección de 
los derechos de las 39,214.4 miles de niñas, niños y adolescentes en el país.  

A dos años de la creación de la Secretaría Ejecutiva, contrario a lo establecido en la Ley General de los Derechos 
de Niñas, Niños y Adolescentes, no ha integrado el Sistema Nacional de Información con los datos estadísticos 
sobre la situación de vulnerabilidad de los derechos de niñas, niños y adolescentes; el contexto sociodemográfico 
de esa población; la información que permita evaluar el cumplimiento de sus derechos y monitorear, y analizar 
cuantitativamente el cumplimiento de las medidas de protección especial, incluidas las medidas dictadas como 
parte del plan de restitución de derechos; cualquier otra información que permita conocer la situación de los 
derechos de niñas, niños y adolescentes, así como monitorear los progresos alcanzados en el cumplimiento de sus 
derechos y, con base en dicho monitoreo, adecuar y evaluar las políticas públicas en la materia.  

El ente fiscalizado, no acreditó que hubiera propuesto al pleno del Sistema Nacional las directrices orientadas a la 
asignación de recursos suficientes en los presupuestos de sus integrantes para el cumplimiento de sus acuerdos, 
resoluciones y recomendaciones.  

En 2017, únicamente se aprobaron y publicaron 4 (Coahuila, Estado de México, Puebla y Zacatecas) programas 
estatales de mediano plazo en materia de protección de derechos de las niñas, niños y adolescentes, cantidad 
inferior en 87.1% a la meta de 31 programas; y no se diseñaron los indicadores para valorar la cobertura de las 
entidades y dependencias de la APF, de los municipios y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México 
que debieron alinear su programa con los objetivos, estrategias y prioridades del Programa Nacional de Protección 
de Niñas, Niños y Adolescentes (PRONAPINNA) 2016-2018, por lo que no existió una efectiva concurrencia, 
vinculación y congruencia de los programas y acciones de los tres órdenes de gobierno, a efecto de articular la 
política nacional en materia de protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes.  

El Sistema Nacional sesionó una vez respecto de las dos veces que al menos debió reunirse, a la cual asistió el 
Presidente de la República y los secretarios de gobierno previstos en la ley; y únicamente estuvieron 22 (68.8%) 
de los 32 gobernadores de las entidades federativas del país, por lo que en ese año el sistema nacional sesionó sin 
la totalidad de los asistentes, y no documentó que hubiera apoyado al SIPINNA para dar seguimiento a los acuerdos 
y resoluciones emitidos en dicha sesión.  

La Secretaría Ejecutiva no acreditó que hubiera convocado a la Asamblea Nacional Anual de las Secretarías 
Ejecutivas de los Sistemas Locales, a fin de fortalecer los acuerdos de coordinación entre éstos y estandarizar 
procesos y metodologías de trabajo; no documentó que suscribió los convenios de coordinación, colaboración y 
concertación con las dependencias y entidades de la APF, los estados, los municipios, las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México y las instancias públicas y privadas para la formulación, ejecución e 
instrumentación de políticas, programas, estrategias y acciones en materia de protección y ejercicio de los 
derechos de niñas, niños y adolescentes. Tampoco acreditó que se hubiera coordinado con los Sistemas de 
Protección Locales, ni con el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia para integrar el Sistema 
Nacional de Información.  
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La deficiente coordinación implicó que no se identificaran los programas presupuestarios que únicamente se 
enfocarían a atender a la población infantil y adolescente, por lo que no existió una adecuada focalización para 
operacionalizar la estrategia de política pública de atención comprometida por el Gobierno Federal, debido a que 
los 89 programas presupuestarios autorizados en el PEF 2017 no sólo se orientan en atender a las niñas, niños y 
adolescentes, sino a la población en general, situación que limitó garantizar la transversalidad de la perspectiva 
de los derechos de este segmento.  

Consecuencias Sociales 

La débil coordinación entre la Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional de Protección Integral de Niñas, Niños y 
Adolescentes con las entidades y dependencias de la APF, los Sistemas Estatales de Protección, los municipios, los 
órganos político-administrativos de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México y las instituciones 
públicas y privadas repercutió en una endeble articulación de políticas, procedimientos y servicios de protección 
de los derechos de la población infantil y adolescente, así como la falta del sistema nacional de información impidió 
contar con datos estadísticos sobre la situación de vulnerabilidad de los derechos de niñas, niños y adolescentes; 
la situación sociodemográfica de esa población y cualquier otra información que permita conocer la situación de 
los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como monitorear los progresos alcanzados en el diseño, operación 
y seguimiento del cumplimiento de los derechos de la población infantil y adolescente y, con base en dicho 
monitoreo, adecuar y evaluar las políticas públicas en la materia, en detrimento de las 39,214.4 miles de niñas, 
niños y adolescentes en el país. 

Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinaron 14 observaciones, de la cual fue 1 solventada por la entidad fiscalizada antes de la integración de 
este informe. Las 13 restantes generaron: 18 Recomendaciones al Desempeño. 

Dictamen  

En opinión de la ASF, a 2017, la política pública de atención de los derechos humanos de la población infantil y 
adolescente y el Sistema Nacional de Protección a este segmento de la población se encontraban en proceso de 
desarrollo, por lo que prevaleció una débil coordinación entre la Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional de 
Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes con las entidades y dependencias de la APF, los Sistemas 
Estatales de Protección, los municipios, los órganos político-administrativos de las demarcaciones territoriales de 
la Ciudad de México y las instituciones públicas y privadas, lo cual repercutió en una endeble articulación de 
políticas, procedimientos y servicios de protección de los derechos de la población infantil y adolescente. A dos 
años de la creación de la Secretaría Ejecutiva, no se ha integrado el Sistema Nacional de Información, por lo que 
prevalece la falta de datos estadísticos sobre la vulnerabilidad de los derechos de niñas, niños y adolescentes; la 
situación sociodemográfica de esa población, monitorear los progresos alcanzados en el diseño, operación y 
seguimiento del objetivo de garantizar el ejercicio, respeto, protección y promoción de los derechos de la 
población infantil y adolescente y, con base en dicho monitoreo, adecuar y evaluar las políticas públicas en la 
materia, en detrimento de la atención y protección de los derechos de los 39,214.4 miles de infantes y 
adolescentes en el país.  

[ŀ ŦƛǎŎŀƭƛȊŀŎƛƽƴ ŀƭ ǇǊƻƎǊŀƳŀ ǇǊŜǎǳǇǳŜǎǘŀǊƛƻ tлнр ά/ƻƻǊŘƛƴŀŎƛƽƴ Ŏƻƴ ƭŀǎ ƛƴǎǘŀƴŎƛŀǎ ǉǳŜ ƛƴǘŜƎǊŀƴ Ŝƭ {ƛǎǘŜƳŀ bŀŎƛƻƴŀƭ 
de Protección Integral dŜ bƛƷŀǎΣ bƛƷƻǎ ȅ !ŘƻƭŜǎŎŜƴǘŜǎέ ǇŜǊƳƛǘƛǊł ǉǳŜ ƭŀ {ŜŎǊŜǘŀǊƝŀ 9ƧŜŎǳǘƛǾŀ ŘŜƭ {LtLbb! ŦƻǊǘŀƭŜȊŎŀ 
sus procesos internos de coordinación con las dependencias y entidades de la APF, los Sistemas Estatales de 
Protección, los municipios y los órganos político-administrativos de las demarcaciones territoriales de la Ciudad 
de México, a efecto de asegurar una adecuada articulación de las políticas, procedimientos y servicios de 
protección de los derechos de la población infantil y adolescente; y disponer de los mecanismos de control para 
integrar el sistema nacional de información, para monitorear los progresos alcanzados en el cumplimiento de los 
derechos de los 39,214.4 miles de infantes y adolescentes en el país y, con base en dicho monitoreo, adecuar y 
evaluar las políticas públicas en la materia y, con ello, contribuir a garantizar el ejercicio de los derechos humanos 
de las niñas, niños y adolescentes.  

Las 6 auditorías de desempeño realizadas a igual número de programas presupuestarios, de los 89 programas 
autorizados en el Presupuesto de Egresos de la Federación que integraron la política pública transversal de 
atención de las niñas, niños y adolescentes, mostraron que prevalece la escasa coordinación entre la Secretaría 
Ejecutiva del Sistema Nacional de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes con las entidades y 
dependencias de la APF, los Sistemas Estatales de Protección, los municipios, los órganos político-administrativos 
de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México y las instituciones públicas y privadas, lo cual repercutió 
en una endeble articulación de políticas, procedimientos y servicios de protección de los derechos de la población 
infantil y adolescente. La frágil coordinación entre las dependencias y entidades originó que no se integraran los 



Informe Individual del Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 2017 
 

10 

registros nacionales de centros de asistencia social, y de las niñas, niños y adolescentes susceptibles de adopción; 
de las bases de datos de las niñas, niños y adolescentes migrantes, y el registro de las autorizaciones de 
profesionales en materia de trabajo social y psicología o carreras afines para intervenir en los procedimientos de 
adopción. 

El diseño e instrumentación de políticas públicas en salud fueron insuficientes para garantizar el derecho a la salud 
de la población infantil y adolescente; en la nutrición se careció de las cifras de la población infantil y adolescente 
que presentó mayor necesidad de micronutrientes, por lo que no se pudo valorar la contribución en la atención 
de la desnutrición crónica, anemia, sobrepeso y obesidad en la población infantil y adolescente; y en los servicios 
culturales se llevó a cabo el 31.7% de las 83,855 actividades previstas a las que asistieron 7,824.8 miles de niñas, 
niños y adolescentes, sin que se acreditara su contribución en el cumplimiento de la política pública orientada a la 
protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

La situación descrita implicó que la política pública de atención de las niñas, niños y adolescentes comprometida 
en el PEF no cumpliera con su mandato de promover que esos segmentos de la población contaran con las mismas 
oportunidades y condiciones de igualdad que el resto de la población.  
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Secretaría de Gobernación 

Coordinación del Sistema Nacional Penitenciario 

Auditoría de Desempeño: 2017-0-04100-07-0012-2018 

12-GB 

 

Objetivo 

Fiscalizar el cumplimiento de los objetivos y metas en la coordinación de la política del Sistema Nacional 
Penitenciario, a fin de promover la reinserción social efectiva. 

Alcance 

La revisión a la entidad corresponde al ejercicio fiscal 2017. 

Los alcances de la auditoría fueron determinados por el contenido temático de la revisión, en los que se analizaron 
los aspectos de diseño y actualización de la normativa; la coordinación de la política penitenciaria; la regulación 
de los instrumentos para el funcionamiento del Sistema Nacional Penitenciario; la colaboración con el sector 
público, privado y social para implementar las bases de la reinserción social; la evaluación y seguimiento de la 
política penitenciaria, y los mecanismos transversales de control interno, del Sistema de Evaluación de Desempeño 
y de rendición de cuentas. 

En el diseño y actualización de la normativa, se revisaron los principales elementos relacionados con el Sistema 
Penitenciario (el concepto de reinserción social, los mecanismos para la reinserción, la clasificación de las personas 
privadas de su libertad (PPL), los servicios post penales y la reincidencia delictiva); así como los documentos con 
los que la Secretaría de Gobernación (SEGOB), el Comisionado Nacional de Seguridad (CNS) y la Dirección General 
de Política y Desarrollo Penitenciario (DGPyP) realizaron sus funciones en materia de reinserción social. 

Para la coordinación, se analizó la participación del CNS, como presidente de la Conferencia Nacional del Sistema 
Penitenciario (CNSP), en la planeación de las sesiones de la Asamblea Plenaria de la Conferencia Nacional del 
Sistema Penitenciario, los acuerdos derivados de ella y el seguimiento de los mismos en materia del Sistema 
Nacional Penitenciario. 

En cuanto a la regulación, se revisaron las políticas, programas y acciones en materia de reinserción social, que 
fueron elaboradas por la DGPyP; así como las propuestas por la CNSP al Consejo Nacional de Seguridad Pública y 
los protocolos aprobados en el marco de dicha conferencia nacional en el ámbito federal. 

En el caso de la colaboración, se revisaron los mecanismos de que dispuso el CNS para ese fin con instituciones del 
sector público, privado y social, en materia de los cinco ejes de reinserción social, y los referentes al intercambio 
de información en materia penitenciaria con instancias nacionales e internacionales en el Sistema Federal 
Penitenciario.  

En tanto que en la evaluación y seguimiento de la política penitenciaria, se identificaron los mecanismos 
implementados por el CNS para contar con información oportuna acerca de los resultados obtenidos como 
consecuencia de la implementación y operación del sistema penitenciario. 

Para las vertientes transversales, en el caso del control interno, se analizó el cumplimiento de las cinco normas 
correspondientes; se revisó la Matriz de Indicadores para Resultados del programa presupuestario P021 
άLƳǇƭŜƳŜƴǘŀǊ ƭŀǎ ǇƻƭƝǘƛŎŀǎΣ ǇǊƻƎǊŀƳŀǎ ȅ ŀŎŎƛƻƴŜǎ ǘŜƴŘƛŜƴǘŜǎ ŀ ƎŀǊŀƴǘƛȊŀǊ ƭŀ ǎŜƎǳǊƛŘŀŘ ǇǵōƭƛŎŀ ŘŜ ƭŀ bŀŎƛƽƴ ȅ ǎǳǎ 
ƘŀōƛǘŀƴǘŜǎέΣ y los indicadores vinculados con las funciones del CNS en materia penitenciaria; así como los 
documentos de rendición de cuentas. 

La auditoría se realizó de conformidad con la normativa aplicable a la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública y 
se utilizó la metodología para asegurar el logro del objetivo y el alcance propuestos. En el desarrollo de esta 
auditoría, no en todos los casos, los datos proporcionados por el ente fiscalizado fueron suficientes, de calidad, 
confiables y consistentes, lo cual se expresa en la opinión de la Auditoría Superior de la Federación respecto del 
cumplimiento de objetivos y metas para fortalecer el modelo del Sistema Penitenciario y contribuir a la 
homologación en los tres órdenes de gobierno. 

Antecedentes 

En el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2001-2006 se identificó que el sistema penitenciario se integraba por 
centros de reclusión en donde imperaban la sobrepoblación, la corrupción y la falta de recursos suficientes y de 
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personal calificado, por lo que se planteó reformar los ordenamientos jurídicos que permitieran la renovación del 
sistema penitenciario mexicano y reestructurarlo de forma integral, cambiando la concepción de los centros de 
reclusión para convertirlos en centros de trabajo, educación y deporte, combatir la corrupción en todas sus formas 
y mejorar las instalaciones. 

El diagnóstico de la Estrategia Penitenciaria 2008-2012 señaló que la carencia de actividades estructurales para la 
reinserción social de los internos y la existencia de un marco jurídico ambiguo e insuficiente convirtieron a los 
centros penitenciarios en un eslabón más en la cadena delictiva, popularmente conocidos como escuelas del 
crimen. Simultáneamente, la solución de los fenómenos delictivos con sus dimensiones transnacionales, el 
incremento de la delincuencia y la violencia en el país y el nuevo perfil de los delincuentes, llevaron a replantear 
la vinculación del sistema penitenciario mexicano con la seguridad pública y la necesidad de crear instituciones 
especializadas en materia de seguridad. 

Con base en lo anterior, y a efecto de garantizar las condiciones para que las personas privadas de su libertad, que 
quebrantaron una norma y salieron del orden social, cuenten con la oportunidad de reparar el daño y sean 
reinsertados en el orden social, en 2008, se modificó el artículo 18 constitucional, que implicó un parteaguas para 
el sistema penitenciario mexicano, al sustituir el concepto de readaptación por el de reinserción social, que se 
erige como la esencia de sistema penitenciario.1/ 

En ese año, se aprobó la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública a efecto de regular la integración, 
organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Seguridad Pública, incluyendo la composición de la CNSP, 
que entre sus funciones destaca la de promover la homologación de los mecanismos, sistemas y procedimientos 
de seguridad en los centros penitenciarios de reinserción social. 

A continuación, se presentan los actores del Consejo Nacional de Seguridad Pública, así como los integrantes de 
la CNSP: 
  

                                                                        

1/  Secretaría de Seguridad Pública. Estrategia Penitenciaria. 2008. 
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INSTANCIAS DE COORDINACIÓN DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA 

 

FUENTE:  Elaborado por la Auditoría Superior de la Federación con base en información de la Ley Nacional de Seguridad Pública 
y los Estatutos de la Conferencia Nacional del Sistema Penitenciario, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 
2 de enero de 2009 y el 26 de julio de 2016, respectivamente. 

 

Asimismo, en 2011, en el marco del Decreto por el que se modifica la denominación del Capítulo I del Título 
Primero y se reforman diversos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), se 
incorporó la figura de los derechos humanos en materia de educación, extradición, sistema penitenciario y política 
exterior, así como la facultad de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) para investigar hechos 
que constituyan violaciones graves, por lo que se modificó el artículo 18 constitucional estableciendo lo siguiente: 
άŜƭ ǎƛǎǘŜƳŀ ǇŜƴƛǘŜƴŎƛŀǊƛƻ ǎŜ ƻǊƎŀƴƛȊŀǊł ǎƻōǊŜ ƭŀ ōŀǎŜ ŘŜƭ ǊŜǎǇŜǘƻ ŀ los derechos humanos, del trabajo, la 
capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte como medios para lograr la reinserción del 
ǎŜƴǘŜƴŎƛŀŘƻ ŀ ƭŀ ǎƻŎƛŜŘŀŘ ȅ ǇǊƻŎǳǊŀǊ ǉǳŜ ƴƻ ǾǳŜƭǾŀ ŀ ŘŜƭƛƴǉǳƛǊ ώΧϐέΦ 
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Como consecuencia de dicha reforma, en el ámbito penal, se establecieron las bases para un Nuevo Sistema de 
Justicia,2/ con objeto de garantizar que se respeten los derechos de las víctimas, del ofendido y del imputado, 
partiendo de la presunción de inocencia. 

En el PND 2013-2018 se señaló que, de acuerdo con la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre 
Seguridad Pública 2012, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) estimó que, en 2011, 
aproximadamente 58.0% de la población de 18 años y más consideró a la inseguridad como su principal 
preocupación, y entre 2010 y 2011, el número de víctimas del delito aumentó de 17.8 a 18.7 millones. 

Ante esto, en 2013, se realizó una reforma a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (LOAPF) a efecto 
de transferir las atribuciones de la Secretaría de Seguridad Pública (SSP) a la SEGOB estableciendo como parte de 
su mandato la formulación y ejecución de las políticas, programas y acciones para garantizar la seguridad pública 
de la nación y de sus habitantes.3/ De esta manera, las funciones de la SSP fueron transferidas al recién creado 
CNS, al cual se adscribió, entre otros, el Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social 
(OADPRS). 

En cumplimiento del artículo 14, fracción XVIII, de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, donde 
se establece que el Consejo Nacional de Seguridad Publica tiene la atribución de crear grupos de trabajo para el 
apoyo de sus funciones, mediante el Acuerdo 10/XXXVIII/15,4/ el Consejo aprobó la creación de un grupo de 
trabajo encargado de la evaluación permanente del sistema penitenciario, al que se denominó Comité Evaluador 
del Sistema Penitenciario. 

Con la reforma a la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en 2016, se estableció que la CNSP se 
integrara por los titulares de los órganos de prevención y de reinserción social de los tres órdenes de gobierno, y 
entre sus funciones se encuentra impulsar la coordinación del Sistema Nacional Penitenciario. En ese mismo año 
se publicó la nueva Ley Nacional de Ejecución Penal, como respuesta a la problemática relacionada con la 
sobrepoblación, que a su vez, representó el punto de partida de otros fenómenos como el hacinamiento, la falta 
de higiene, condiciones insalubres, así como el autogobierno y la falta de gobernabilidad al interior de los centros; 
todo ello en perjuicio de los objetivos de la reinserción social y de los derechos humanos de las personas privadas 
de la libertad.5/  

En términos generales, en 2017, el sistema penitenciario estuvo a cargo de dos instituciones: la SEGOB, cuya 
función emana del diseño, coordinación, evaluación y seguimiento de la política, y el OADPRS como responsable 
de administrar el sistema y profesionalizar a su personal. 

La SEGOB tiene la responsabilidad de coordinar el sistema penitenciario, mediante la regulación del sistema con 
base en el trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte; la coordinación para la 
implementación de la política penitenciaria en los tres órdenes de gobierno; la colaboración con los sectores 
privado y social y con instancias nacionales e internacionales, y la evaluación y seguimiento de los resultados 
alcanzados. 

Para evaluar los resultados del sistema penitenciario, en el Programa Anual de Auditorías para la Fiscalización 
Superior de la Cuenta Pública (PAAF) 2017 se aprobaron las auditorías de desempeño núms. 12-D. ά/ƻƻǊŘƛƴŀŎƛƽƴ 
ŘŜƭ {ƛǎǘŜƳŀ bŀŎƛƻƴŀƭ tŜƴƛǘŜƴŎƛŀǊƛƻέ ŀ ƭŀ {9Dh.Τ мс-D. ά!ŘƳƛƴƛǎǘǊŀŎƛƽƴ ŘŜƭ {ƛǎǘŜƳŀ CŜŘŜǊŀƭ tŜƴƛǘŜƴŎƛŀǊƛƻέ ȅ мф-
D. άtǊƻŦŜǎƛƻƴŀƭƛȊŀŎƛƽƴ ŘŜƭ tŜǊǎƻƴŀƭ tŜƴƛǘŜƴŎƛŀǊƛƻέ ŀƳōŀǎ ŀƭ h!5tw{Σ ȅ мнт-D. άtǊƻǘŜŎŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ 5ŜǊŜŎƘƻǎ 
IǳƳŀƴƻǎ ŘŜ ƭŀǎ tŜǊǎƻƴŀǎ Ŝƴ wŜŎƭǳǎƛƽƴέ ŀ ƭŀ /b5IΦ 

El presente informe corresponde a la auditoría núm. 12-GB, la cual se clasificó como coordinada, ya que los 
resultados de la efectividad en la actuación del CNS permitirán emitir un pronunciamiento respecto de la 
efectividad en el diseño y la implementación de políticas, normas, modelos y protocolos en materia penitenciaria. 
  

                                                                        

2/  La implementación del sistema en las entidades federativas se dio a partir del 24 de noviembre de 2014 en 7 etapas. La 
Ciudad de México se incluyó en la quinta etapa iniciada el 29 de febrero de 2016. Consejo de la Judicatura Federal, 
Nuevo Sistema de Justicia Penal, véase http://www.cjf.gob.mx/reformas/#ReformaPenal. 

3/  Diario Oficial de la Federal. Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal, 2 de enero de 2013. 

4/  Acuerdos del Consejo Nacional de Seguridad Pública, aprobados en sus Trigésima Octava Sesión Ordinaria, celebrada 
en 21 de agosto de 2015, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de octubre de 2015. 

5/  Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se expide la Ley Nacional de Ejecución Penal. 
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Resultados 

Los resultados de la auditoría mostraron que el CNS no actualizó su normativa interna, lo que contribuyó a que se 
identificaran deficiencias en el diseño de la política en materia de reinserción social, en la clasificación de las 
personas privadas de su libertad como estrategia para la efectiva aplicación de programas, así como para medir la 
reincidencia delictiva; asimismo, en cuanto a los servicios post penales, se determinó que en la LNEP no se 
establecen estos servicios como obligatorios para todos los liberados y, respecto de los mecanismos de reinserción 
social, la sustitución de los tratamientos por planes de actividades, que tuvo como resultado que ahora se elaboren 
con base en las preferencias de las personas y no en sus condiciones y características, aunado a que no se establece 
la obligatoriedad de cumplir con los cinco ejes de la reinserción social, lo que provoca que disminuya la 
participación de las personas en actividades laborales, de capacitación para el mismo y educación, favoreciendo 
las actividades deportivas y personales, que si bien son importantes, no son suficientes para lograr una efectiva 
reinserción social. 

Como resultado de las sesiones de la Asamblea Plenaria de la Conferencia del Sistema Nacional Penitenciario, se 
realizaron 11 acuerdos, de los cuales el 36.4% (4) estaban dirigidos al orden federal y el 63.6% (7) al ámbito estatal; 
el 45.5% (5) hicieron referencia a temas de reinserción social, tales como la aprobación del Modelo Integral de 
Reinserción Social, la suscripción de convenios en materia de alimentación y nutrición, así como el que se realizó 
con la Secretaría de Cultura con la finalidad de impulsar actividades culturales en los centros penitenciarios. A 
partir de dichos acuerdos, se identificó la suscripción de convenios en materia de trabajo y capacitación para el 
trabajo como ejes de la reinserción social; no obstante, no se identificaron acuerdos en materia de salud, 
educación y deporte. 

Respecto del seguimiento de los acuerdos de las sesiones de la Asamblea Plenaria, la ASF solicitó al CNS la 
evidencia para verificar el cumplimiento de los acuerdos establecidos en la CNSP. Al respecto, con motivo de la 
intervención de la ASF, el CNS acreditó que solicitó al Comisionado del OADPRS, en su calidad de Secretario Técnico 
de la Conferencia Nacional del Sistema Penitenciario (CNSP), que remitiera un informe pormenorizado del 
porcentaje de cumplimiento de los acuerdos tomados en las Asambleas Plenarias de la CNSP; en respuesta, el 
órgano proporcionó la ficha técnica del cumplimiento de los acuerdos de las Asambleas Plenarias de la CNSP, la 
cual contiene las fechas y el lugar donde se llevaron a cabo las asambleas, así como el total de acuerdos cumplidos 
y pendientes. Además, el CNS acreditó que solicitó al Comisionado del OADPRS, en su calidad de Secretario Técnico 
de la CNSP, que genere los mecanismos necesarios para que, de manera periódica, se rindan los informes de 
resultados de los acuerdos en materia de reinserción social. 

Por otra parte, se constató que el Comisionado Nacional de Seguridad elaboró, anualmente desde 2015, el 
ŘƻŎǳƳŜƴǘƻ ά!ƴłƭƛǎƛǎ 5ŜǎŎǊƛǇǘƛǾƻ ŘŜƭ {ƛǎǘŜƳŀ tŜƴƛǘŜƴŎƛŀǊƛƻέΣ Ŝƭ Ŏǳŀƭ ƳƻǎǘǊƽ ǊŜǎǳƭǘŀŘƻǎ ŘŜ ƭƻǎ ŎƛƴŎƻ ŜƧŜǎ ŘŜ 
reinserción social. En el caso de las actividades educativas, se mencionan los centros con una mayor cantidad de 
personas privadas de la libertad. En lo referente al trabajo y capacitación para el trabajo, contiene la información 
de los internos que laboran percibiendo un salario y los que laboran sin un estímulo económico; no obstante, dicha 
información se podría complementar con las actividades que realizaron, si se ofrecieron de acuerdo con la 
demanda del servicio por parte de los internos, así como el intervalo de ingresos que reciben los internos. El 
análisis que se presenta respecto del deporte incluye el promedio de internos que realiza dichas actividades. En 
materia de salud, integran datos sobre la cantidad de consultas generales por centro penitenciario, pero debe 
evaluarse la factibilidad de relacionarlos con la población penitenciaria. 

Asimismo, con la finalidad de impulsar la coordinación del Sistema Nacional Penitenciario y promover la 
homologación de mecanismos, sistemas y procedimientos de seguridad en los centros penitenciarios, entre las 
entidades federativas y la Federación, durante 2017 se realizaron reuniones de la Asamblea Plenaria de la 
Conferencia Nacional del Sistema Penitenciario, en las que se aprobó el Modelo Integral de Reinserción Social 
basado en los cinco ejes, así como la suscripción de convenios en materia de cultura, alimentación y nutrición, y 
capacitación para el trabajo; sin considerar los ejes de trabajo, que permite lograr los fines de reinserción social y 
otorgar oportunidades de empleo a las personas privadas de la libertad; educación; salud, y deporte, conforme al 
diagnóstico elaborado por el Comisionado Nacional de Seguridad, y como presidente de la Conferencia Nacional 
del Sistema Penitenciario, coordinó dos reuniones nacionales, donde, en cumplimiento de la Ley Nacional de 
Ejecución Penal, se aprobaron 19 protocolos en 2017, los que sumados a los de años anteriores, alcanzan un total 
de 44. 

El Comisionado Nacional de Seguridad firmó convenios con el fin de promover la colaboración con instituciones 
del sector público y privado, así como para el diseño de talleres, conferencias y visitas para establecer vínculos de 
cooperación e intercambio de información en materia penitenciaria con instancias internacionales, sin tratar los 
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cinco ejes de reinserción social ni contar con un programa para la implementación de dichos mecanismos, como 
resultado del diagnóstico realizado al sistema penitenciario. 

Asimismo, se constató que el CNS contó con mecanismos de evaluación y seguimiento de la política penitenciaria; 
sin embargo, éstos no están relacionados con el diagnóstico elaborado por el Comisionado Nacional de Seguridad 
sobre los cinco ejes de reinserción social (salud, trabajo, capacitación para el mismo, educación y deporte). 

Consecuencias Sociales 

En 2017, el Comisionado Nacional de Seguridad impulsó la coordinación del Sistema Nacional Penitenciario; no 
obstante, no fue suficiente para homologar mecanismos, sistemas y procedimientos en los centros penitenciarios 
de los tres órdenes de gobierno sobre la base del respeto a los derechos humanos, el trabajo, la capacitación para 
el mismo, la educación, la salud y el deporte como medios para lograr la reinserción social de las 206,273 personas 
privadas de su libertad, para procurar, que una vez liberadas y restituido el pleno ejercicio de sus libertades, no 
vuelvan a delinquir. 

Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinaron 7 observaciones, de la cual fue 1 solventada por la entidad fiscalizada antes de la integración de 
este informe. Las 6 restantes generaron: 10 Recomendaciones al Desempeño. 

Dictamen  

En opinión de la ASF, durante 2017, el Comisionado Nacional de Seguridad contribuyó en la organización del 
sistema penitenciario sobre la base del respeto a los derechos humanos, del trabajo, la capacitación para el mismo, 
la educación, la salud y el deporte como medios para lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad y procurar 
que no vuelva a delinquir; sin embargo, presentó deficiencias en su implementación, dado que la coordinación del 
Sistema Nacional Penitenciario no ha sido efectiva para lograr la homologación de mecanismos, sistemas y 
procedimientos de seguridad en los centros penitenciarios de los tres órdenes de gobierno; además, la 
colaboración con el sector privado y social, así como la evaluación y seguimiento de la política penitenciaria no se 
realizó sobre los cinco ejes de reinserción social (salud, trabajo, capacitación para el mismo, educación y deporte). 

De atender las recomendaciones al desempeño, el Sistema Nacional Penitenciario contará con mecanismos, 
sistemas y procedimientos de seguridad homologados en los centros penitenciarios de los tres órdenes de 
gobierno, sobre la base del respeto a los derechos humanos, del trabajo, la capacitación para el mismo, la 
educación, la salud y el deporte, como medios para lograr la reinserción a la sociedad de las personas privadas de 
su libertad que compurgaron su pena, para procurar que no vuelvan a delinquir. 
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Prevención y Readaptación Social 

Administración del Sistema Federal Penitenciario 

Auditoría de Desempeño: 2017-5-04D00-07-0016-2018 

16-GB 

 

Objetivo 

Fiscalizar el cumplimiento de objetivos y metas del Sistema Federal Penitenciario, a fin de promover la reinserción 
social efectiva 

Alcance 

La revisión a la entidad corresponde al ejercicio fiscal 2017. 

Respecto de la profundidad temática, la auditoría comprendió la evaluación de los resultados obtenidos por el 
Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social (OADPRS) en la administración del 
Sistema Penitenciario orientada a la reintegración a la sociedad de las personas privadas de la libertad, y propiciar 
las condiciones de seguridad e infraestructura para lograr la reinserción social efectiva y la disminución de la 
reincidencia delictiva. 

El primer apartado incluye la efectividad de la política de reinserción social mediante el análisis del diseño 
normativo y sus efectos en la operación de la política; aunado a una investigación de las mejores prácticas 
internacionales en la materia, a efecto de identificar propuestas para su mejor operación. 

El segundo incluye la evaluación de los modelos, mecanismos y programas orientados a la reinserción social de las 
personas privadas de la libertad en tres aspectos: diseño del Modelo Integral de Reinserción Social (MIRS); 
aplicación de programas para la reinserción social, y el otorgamiento de beneficios de libertad anticipada. El 
tercero contiene el análisis de las condiciones del sistema penitenciario en dos aspectos: seguridad en los centros 
penitenciarios, e infraestructura y equipamiento en los centros. 

Para analizar los mecanismos transversales, se revisó el diseño, implementación y actualización del control interno, 
para verificar si otorgó una seguridad razonable en el logro de objetivos y metas de la administración del Sistema 
Federal Penitenciario; se evaluó el Sistema de Evaluación del Desempeño del Programa Presupuestario E904, a fin 
de verificar si se construyó con base en la norma emitida, y se evaluó si se rindieron cuentas mediante información 
clara, confiable y transparente sobre el cumplimiento de los objetivos y metas en la materia. 

La auditoría se realizó de conformidad con la normativa aplicable a la fiscalización superior de la Cuenta Pública 
para asegurar el logro del objetivo y el alcance establecidos. En el desarrollo de esta auditoría, no en todos los 
casos, los datos proporcionados por el ente fiscalizado fueron suficientes, de calidad, confiables y consistentes, lo 
cual se expresa en la opinión de la Auditoría Superior de la Federación, respecto del cumplimiento de objetivos y 
metas de la política pública de Administración del Sistema Federal Penitenciario. 

Antecedentes 

En el artículo 18 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos se establece que el sistema 
penitenciario se organizará sobre la base del respeto a los derechos humanos, del trabajo, la capacitación para el 
mismo, la educación, la salud y el deporte como medios para lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad y 
procurar que no vuelva a delinquir.  

[ŀ ǊŜƛƴǎŜǊŎƛƽƴ ǎƻŎƛŀƭ Ŝǎ ŘŜŦƛƴƛŘŀΣ ǇƻǊ ŜȄǇŜǊǘƻǎ Ŝƴ ƭŀ ƳŀǘŜǊƛŀΣ ŎƻƳƻ άŜƭ ǊŜƎǊŜǎƻ ŘŜ ƭŀ ǇŜǊǎƻƴŀ ŀ ǳƴ Ŝǎǘƛƭƻ ŘŜ ǾƛŘŀ 
prosocial, englobando no sólo la dimensión conductual, que correspondería a que la persona deje de delinquir, 
sino a una dimensión simbólica donde el individuo es reintegrado a la sociedad y deja atrás la condena que ha 
ŎǳƳǇƭƛŘƻΣ Ƨǳƴǘƻ Ŏƻƴ ƭƻǎ ǇǊŜƧǳƛŎƛƻǎ ŀ ŜǎǘŀέΦ6 

A lo largo de la historia de nuestro país, las cárceles mexicanas funcionaron como mecanismo de castigo a los que 
vulneraban la ley y a los opositores al régimen; para superar dicha situación, en 1878, México participó en el 
Congreso Penitenciario de Estocolmo en el que se hizo hincapié en que la pena que priva de libertad debe sufrirse 
en una penitenciaria cuya disciplina no degenere en cruel. 

                                                                        

6/  Reinserción social y laboral de infractores de ley Estudio comparado de la evidencia, Ana María Morales Peillard, 
Gherman Welsch Chahúan, Javiera Cárcamo Cáceres, Luisa Aguilar Chamorro y María Eugenia Sosa, 2013. P. 12. 
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Aunado a ello, con la promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917, se 
ǎŜƴǘŀǊƻƴ ƭŀǎ ōŀǎŜǎ ǇŀǊŀ ƭŀ ŎǊŜŀŎƛƽƴ ŘŜ ǳƴ άǎƛǎǘŜƳŀ ǇŜƴƛǘŜƴŎƛŀǊƛƻ ƳƻŘŜǊƴƻέ ǉǳŜ ŎƻƴǎƛŘŜǊƽ ƭŀ ǇǊƛǎƛƽƴ ǇǊŜǾŜƴǘƛǾŀΣ ȅ 
se planteó la separación de los procesados y sentenciados como una estrategia para evitar la sobrepoblación 

En el contexto internacional, en 1957 el Consejo Económico y Social de la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU) aprobó las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos con el objeto de establecer los principios y 
las reglas de una buena organización penitenciaria, la práctica relativa al tratamiento de los reclusos y los derechos 
de los internos; al respecto, en 1971 se publicó la Ley que establece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social 
de Sentenciados con el objeto de estructurar el sistema penitenciario en la República, el cual, a partir de entonces, 
se organizó  sobre la base del trabajo, la capacitación para el mismo y la educación como medios para la 
readaptación social del delincuente; asimismo, en la ley se estableció que quedaba prohibido todo castigo 
consistente en torturas o en tratamientos crueles, con uso innecesario de violencia en perjuicio del recluso. 

En 1996 se publicó en el DOF el Programa de Prevención y Readaptación Social 1995-2000 en el que se 
identificaron deficiencias por la falta de personal de custodia y técnicos en los centros penitenciaros; en tanto que, 
en materia de derechos humanos, dicho programa indicó que el régimen en los centros penitenciarios se basó en 
la legislación nacional y en los instrumentos jurídicos de carácter internacional suscritos por el Estado mediante 
los cuales, se asumió el compromiso de cuidar que no se violaran los derechos humanos de los internos, como 
malos tratos y vejaciones por parte del personal penitenciario.  

En el Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006 se identificó que la corrupción y el abuso de los cuerpos policiacos 
desencadenaron en la falta de atención adecuada a quejas, recomendaciones y denuncias y, el sistema 
penitenciario, lejos de funcionar como un conjunto de centros de readaptación social, degeneró en centros de 
reclusión en donde imperan la sobrepoblación, la corrupción y la falta de recursos suficientes y de personal 
calificado, por lo que se planteó reformar los ordenamientos jurídicos que permitieran la renovación del sistema 
penitenciario mexicano y reestructurarlo de forma integral, cambiando la concepción de los centros de reclusión 
para convertirlos en centros de trabajo, educación y deporte, combatir la corrupción en todas sus formas y mejorar 
las instalaciones. 

El diagnóstico de la Estrategia Penitenciaria 2008-2012 señaló que la carencia de actividades estructurales para la 
reinserción social de los internos y la existencia de un marco jurídico ambiguo e insuficiente convirtió a los centros 
penitenciarios en un eslabón más en la cadena delictiva, popularmente conocidos como escuelas del crimen; 
además, se identificó la existencia de ordenamientos legales y normativos que propiciaron la  discrecionalidad, 
vulneración del principio de certeza jurídica, dispersión normativa, violación de derechos humanos de los internos 
y corrupción. Simultáneamente, la solución de los fenómenos delictivos con sus dimensiones transnacionales, el 
incremento de la delincuencia y la violencia en el país y el nuevo perfil de los delincuentes, llevaron a replantear 
la vinculación del sistema penitenciario mexicano con la seguridad pública y la necesidad de crear instituciones 
especializadas en materia de seguridad. 

Con base en lo anterior, y a efecto de garantizar las condiciones para que las personas privadas de su libertad, que 
quebrantaron una norma y salieron del orden social, cuenten con la oportunidad de reparar el daño y reinsertarse 
en el orden social, en 2008, se modificó el artículo 18 constitucional, que implicó un parteaguas para el sistema 
penitenciario mexicano, al sustituir el concepto de readaptación por el de reinserción social, que se erige como la 
esencia de sistema penitenciario.7/ 

Como consecuencia de dicha reforma, en el ámbito penal, se establecieron las bases para un Nuevo Sistema de 
Justicia, 8/ con objeto de garantizar que se respeten los derechos de las víctimas, del ofendido y del imputado, 
partiendo de la presunción de inocencia, erigiéndose bajo los principios de publicidad, contradicción, 
concentración, continuidad e inmediación, y contando con las características de acusatoriedad y oralidad. A partir 
de entonces, se comenzaron a integrar carpetas de investigación con objeto de la conclusión más rápida de los 
juicios y que la víctima obtuviera la reparación del daño que sufrió; además, para lograr una mayor transparencia 
en la acción de las autoridades, pues tienen que realizar los juicios de manera oral y pública. 

En el marco de la Estrategia Penitenciaria 2008-2012, en 2009 se publicó la Ley General del Sistema Nacional de 
{ŜƎǳǊƛŘŀŘ tǵōƭƛŎŀ Ŝƴ ƭŀ ǉǳŜ ǎŜ ŜǎǘŀōƭŜŎƛƽ ǉǳŜ άƭŀǎ ƛƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŜǎ ŘŜ ǎŜƎǳǊƛŘŀŘ ǇǵōƭƛŎŀ ǎŜǊłƴ ŘŜ ŎŀǊłŎǘŜǊ ŎƛǾƛƭΣ 
disciplinado y profesional, y su actuación se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, honradez 

                                                                        

7/  Secretaría de Seguridad Pública. Estrategia Penitenciaria. 2008. 

8/  La implementación del sistema en las entidades federativas se dio a partir del 24 de noviembre de 2014 mediante 7 
etapas. La Ciudad de México se incluyó en la quinta etapa iniciada el 29 de febrero de 2016. Consejo de la Judicatura 
Federal, Nuevo Sistema de Justicia Penal, veáse http://www.cjf.gob.mx/reformas/#ReformaPenal. 
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ȅ ǊŜǎǇŜǘƻ ŀ ƭƻǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ƘǳƳŀƴƻǎ ǊŜŎƻƴƻŎƛŘƻǎ ǇƻǊ ƭŀ ŎƻƴǎǘƛǘǳŎƛƽƴέΣ ȅ ǇŀǊŀ ƎŀǊŀƴǘƛȊŀǊ ƭƻ ŀƴǘŜǊƛƻǊΣ ǎŜ ŘŜŦƛƴƛƽ ƭŀ 
obligación de que los integrantes de las instituciones de seguridad se sometan a evaluaciones periódicas para 
acreditar el cumplimiento de sus requisitos de permanencia.9/ 5ƛŎƘŀ ƭŜȅ ŘŜŦƛƴƛƽ ŀ ƭŀ ǇǊƻŦŜǎƛƻƴŀƭƛȊŀŎƛƽƴ ŎƻƳƻ άŜƭ 
proceso permanente y continuo de formación que se integra por las etapas de formación inicial, actualización, 
promoción, especialización y alta dirección, para desarrollar al máximo las competencias, capacidades y 
ƘŀōƛƭƛŘŀŘŜǎ ŘŜ ƭƻǎ ƛƴǘŜƎǊŀƴǘŜǎ ŘŜ ƭŀǎ ƛƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŜǎ ǇƻƭƛŎƛŀƭŜǎέΦ 9ƴ Ƴŀȅƻ ŘŜ нллф ǎŜ ŎǊŜƽ ƭŀ !ŎŀŘŜƳƛŀ bŀŎƛƻƴŀƭ ŘŜ 
Administración Penitenciaria, a efecto de que fungiera como instancia responsable de concretar la formación 
inicial, la educación continua, la especialización y el desarrollo de mandos y de instructores.10/ 

En el PND 2013-2018 se señaló que, de acuerdo con la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre 
Seguridad Pública 2012, el INEGI estimó que, en 2011, aproximadamente 58.0% de la población de 18 años y más 
consideró a la inseguridad como su principal preocupación, y entre 2010 y 2011, el número de víctimas del delito 
aumentó de 17.8 a 18.7 millones. 

Con la reforma a la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en 2016, se estableció que la 
Conferencia Nacional del Sistema Penitenciario se integrará por los titulares de los órganos de prevención y de 
reinserción social de los tres órdenes de gobierno, y entre sus funciones se encuentra impulsar la coordinación del 
Sistema Nacional Penitenciario. Además, en ese mismo año se publicó la nueva Ley Nacional de Ejecución Penal, 
como respuesta a la problemática relacionada con la sobrepoblación, que a su vez, representó el punto de partida 
de otros fenómenos como el hacinamiento, la falta de higiene, condiciones insalubres, así como los que tienen 
que ver con autogobiernos y falta de gobernabilidad al interior de los centros; todo ello en perjuicio de los 
objetivos de la reinserción social y de los derechos humanos de las personas privadas de la libertad;11/ en dicha ley 
se estableció que, el OADPRS organizará la administración y operación del Sistema Penitenciario sobre la base del 
respeto a los derechos humanos, el trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte, 
como medios para procurar la reinserción de la persona sentenciada a la sociedad y procurar que no vuelva a 
delinquir, y supervisará las instalaciones de los centros penitenciarios para mantener la seguridad, tranquilidad e 
integridad, de las personas privadas de la libertad, del personal y de los visitantes. 

En 2017, el OADPRS contó con 15 Centros Federales de Readaptación Social (CEFERESO); un Centro Federal de 
Rehabilitación Psicosocial (CEFEREPSI) y el Complejo Penitenciario Islas Marías que se compone por 4 centros 
penitenciarios. Respecto de los espacios ocupados y disponibles en los centros federales, se identificó que ninguno 
de los centros penitenciarios federales presentó problemas de sobrepoblación, ya que los 20 contaron con 
espacios disponibles. En términos generales, en 2017, la política de reinserción social estuvo a cargo de dos 
instituciones: la SEGOB, cuya función emana del diseño, coordinación, evaluación y seguimiento de la política y el 
OADPRS como responsable de administrar el sistema penitenciario y profesionalizar a su personal. En tanto que la 
protección de los derechos humanos de las personas privadas de su libertad estuvo a cargo de la CNDH. 

Al respecto, el Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social (OADPRS) es el 
responsable de la administración del Sistema Federal Penitenciario, mediante los tratamientos de reinserción con 
base en el trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte, con seguridad, suficiencia de 
espacios y personal penitenciario profesionalizado. Esta auditoría forma parte de la evaluación integral del sistema 
penitenciario en la cual se revisará, además de la administración del Sistema Federal Penitenciario, la 
profesionalización del personal penitenciario, la coordinación del sistema y la protección de los derechos humanos 
de las personas privadas de su libertad. 

Resultados 

Los resultados de la fiscalización mostraron que, respecto de la actualización normativa del sistema penitenciario, 
la ASF identificó que el Manual de Organización General del Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y 
Readaptación Social; el Reglamento del Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social, 
y el Reglamento de los Centros Federales de Readaptación Social no se actualizaron, a fin de homologar estas 
disposiciones con lo establecido en la Ley Nacional de Ejecución Penal publicada en 2016, por lo que transcurrieron 
383 días después plazo establecido de 180 días para ello. 

La falta de un marco regulatorio para instrumentar operativamente la Ley Nacional de Ejecución Penal originó 
imprecisiones en la interpretación de la ley en el concepto de reinserción social, los medios para lograrla, la 

                                                                        

9/  Diario Oficial de la Federación. 2 de enero de 2009. Artículos 6; 40, fracción XV, y 68. 

10/  www.anap.com.mx/about/antecendentes  

11/  Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se expide la Ley Nacional de Ejecución Penal. 
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clasificación de los internos, los apoyos post-penales y los registros de la reincidencia delictiva; en consecuencia, 
el registro de la información fue incompleto, y ocasionó limitantes para evaluar la efectividad de la reinserción 
social. 

En cuanto al concepto de reinserción social, se constató que existen imprecisiones respecto de su interpretación, 
ya que en el artículo 4 de la Ley Nacional de Ejecución Penal (LNEP) se señala que ésta se refiere a la restitución 
de las libertades de las personas privadas de su libertad tras el cumplimiento de una sanción, pero en su artículo 
14 amplía dicho concepto y lo define como el conjunto de medios orientados al trabajo, la capacitación para el 
mismo, la educación, la salud y el deporte, sobre la base del respeto de los derechos humanos permiten lograr la 
reinserción de las personas privadas de su libertad, a fin de que éstas no vuelvan a delinquir. 

Respecto de la clasificación de las personas privadas de su libertad, y los mecanismos para medir la reincidencia 
delictiva, pese a que el marco regulatorio en la materia establece la obligación de garantizar una separación de las 
personas según su sexo, situación jurídica y ejecución de sanciones para favorecer la reinserción social de las PPL, 
y reconoce la facultad de la autoridad penitenciaria para prevenir la reincidencia delictiva y las Naciones Unidades 
determinaron que éste es uno de los objetivos de las medidas privativas, el OADPRS no clasificó a las personas por 
sus características criminológicas, y señaló que ahora se hará a partir de condiciones objetivas sin que se aclarara 
en qué consisten esas condiciones; y respecto de la reincidencia delictiva señaló que su competencia radica en la 
organización y operación de los centros penitenciarios, por lo que ese aspecto en particular compete a la 
Procuraduría General de la República y al Consejo de la Judicatura Federal. 

En cuanto a los servicios postpenales, se determinó que en la LNEP no se establecen estos servicios como 
obligatorios para todos los liberados y, respecto de los mecanismos de reinserción social, la sustitución de los 
tratamientos por planes de actividades, que tuvo como resultado que ahora se elaboren con base en las 
preferencias de las personas y no en sus condiciones y características, aunado a que no se establece la 
obligatoriedad de cumplir con los cinco ejes de la reinserción social, lo que provoca que disminuya la participación 
de las personas en actividades laborales, de capacitación para el mismo y educación, y favorece las actividades 
deportivas y personales, que si bien son importantes, no son suficientes para lograr una efectiva reinserción social. 

Asimismo, se verificó que, en 2017, se aprobó el Modelo Integral de Reinserción Social, con el objetivo de 
homologar las acciones del sistema penitenciario que den continuidad a la reinserción social de las personas 
privadas de la libertad, el cual se integró por tres niveles de impacto y nueve ejes transversales, los cuales, en 
términos generales, se enfocaron a la operación del sistema penitenciario, desarrollo de las personas y trato hacia 
las mismas, diseño que, de acuerdo con la revisión de la ASF, se alineó a lo dispuesto por la Ley Nacional de 
Ejecución Penal. 

Por otra parte, fue posible constatar que con la publicación de la LNEP y la aprobación del MIRS se actualizó la 
política de reinserción social para darle un enfoque que priorizara los derechos humanos, ya que en el nivel 
estratégico de operación del Sistema Penitenciario no se presentaron diferencias respecto de lo establecido en la 
Ley que Establece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados, abrogada en 2016 con la 
publicación de la LNEP; en cambio, en los niveles estratégicos de desarrollo de la persona y trato hacia la misma, 
se identificaron aspectos relevantes, tales como la clasificación de espacios para llevar a cabo actividades 
deportivas, educativas, recreativas y de trabajo; considerar la salud como un derecho y priorizar la prevención de 
enfermedades; vinculación de la persona privada de su libertad con organizaciones de la sociedad civil a efecto de 
brindar servicios en internamiento, y contar con un modelo que privilegie la perspectiva de género. Aunado a ello, 
se identificó que, respecto de la dignidad humana, si bien en la ley abrogada se prohibía todo castigo consistente 
en torturas o tratamientos crueles, con la LNEP se priorizó el respeto por la totalidad de los derechos humanos y 
la integridad humana, a lo que se alineó el MIRS. 

En 2017, de acuerdo con lo establecido en la LNEP, se realizaron 39,997 eventos, como parte de los planes de 
actividades para la reinserción de las personas privadas de su libertad (PPL), el 10.3% (4,114) se orientó al trabajo; 
el 6.7% (2,693), a la capacitación para el trabajo; el 18.7% (7,464), a la salud; el 14.9% (5,976), a la educación; el 
21.2% (8,490), al deporte, y el 28.2% (11,260), a otras actividades. Asimismo, se verificó que, después de las 
actividades clasificadas como otras, las de mayor recurrencia fueron las enfocadas al deporte y la salud, que en su 
conjunto representaron el 68.1% (27,214) del total de actividades para la reinserción social; en tanto que, las 
actividades en materia de educación, trabajo y capacitación para el mismo, tuvieron menor peso, pues significaron 
el 31.9% (12,783) de las actividades llevadas a cabo durante 2017. 

En relación con el seguimiento y evaluación de los planes de actividades, se observó que, en 2017, el OADPRS 
acreditó haber evaluado a 10,524 personas, 4.7% más que las 10,056 que participaron en el desarrollo de 
actividades; en cuanto a las PPL sentenciadas el órgano evaluó a 15,382, 60.3% superior a la población sentenciada 
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de 9,595 personas, lo que denota falta de confiabilidad de las cifras; además, respecto de las personas privadas de 
su libertad que obtuvieron una evolución positiva en sus planes de actividades, la entidad fiscalizada no acreditó 
contar con criterios para determinar la calificación o evaluación de los planes de actividades 

En cuanto a la organización sobre la base del respeto de los derechos humanos, de acuerdo con el Diagnóstico 
Nacional de Supervisión Penitenciaria, realizado por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos e informado 
a los centros penitenciarios federales, dichos centros obtuvieron una calificación promedio de 7.33, sin que se 
acreditara que se tomaron medidas para mejorar la organización de los centros federales con base en el respeto 
de los derechos humanos. 

En el caso de la generación de condiciones de seguridad en los centros penitenciarios, el OADPRS contó con 136 
mecanismos de seguridad, 44 protocolos aprobados, y 92 procedimientos sistemáticos; sin embargo, en 2017, 
instruyó su aplicación en 10 de los 20 centros penitenciarios federales a su cargo, lo que denota que, en ese año, 
el órgano no aplicó los instrumentos de seguridad en el 50.0% de sus centros penitenciarios. 

Respecto de la infraestructura, en 2017, el OADPRS identificó 191 necesidades en materia de infraestructura y 
equipamiento, de las cuales atendió el 6.8% (13 necesidades), debido a que careció de una programación que le 
permitiera contribuir a la atención de dichos requerimientos en los centros penitenciarios. 

Consecuencias Sociales 

En 2017, el Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social presentó deficiencias en la 
administración de sus centros penitenciarios en términos de la seguridad e infraestructura en los mismos; aunado 
a ello, careció de mecanismos que le permitieran acreditar en qué medida la administración de los centros 
contribuyó a la reinserción social de las personas privadas de su libertad, así como para evitar la reincidencia 
delictiva. En cuanto a la población penitenciaria, si bien, se resolvieron los problemas de sobrepoblación en los 
centros por la disminución del número de personas privadas de su libertad, este comportamiento no se asoció con 
mejores condiciones de seguridad pública, ya que para 2017, se estima que la tasa de incidencia delictiva alcance 
41,309 delitos por cada 100,000 habitantes, lo que significaría un incremento de 11.6% respecto de 2016, en tanto 
que el número de homicidios se incrementó 15.1% al pasar de 35,799 homicidios en 2016 a 41,203 en 2017. 

Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinaron 8 observaciones las cuales generaron: 17 Recomendaciones al Desempeño. 

Además, se generó 1 Sugerencia a la Cámara de Diputados. 

Dictamen  

En opinión de la ASF, durante 2017, el OADPRS no dispuso de mecanismos que le permitieran conocer el efecto 
de los 39,997 eventos relacionados con el trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la salud y el 
deporte, que se llevaron a cabo como parte de los planes de actividades para la reinserción; aunado a ello, se 
constató que no clasificó a las personas por su historial delictivo, aun cuando se cuenta con un marco que señala 
que eso favorecería la aplicación de los mecanismos de reinserción; asimismo, en la LNEP se identificaron 
debilidades, dado que no se señalan como obligatorios los servicios postpenales, así como la obligatoriedad de los 
planes de actividades que incluyan los cinco ejes de la reinserción social. En razón de lo anterior, el problema 
público que se pretende atender con la administración del Sistema Federal Penitenciario persistió, debido a que, 
si bien, la población penitenciaria ha decrecido durante el periodo 2013-2017, y con ello, la sobrepoblación, este 
comportamiento no se asoció con mejores condiciones de seguridad pública, ya que el número de delitos y 
homicidios siguió en aumento, por lo que, de continuar con esa tendencia, se corre el riesgo de que la disminución 
de la población penitenciaria pueda contribuir a vulnerar las condiciones de seguridad en el país. 

Por ello se propone emitir 1 sugerencia a la Cámara de Diputados y 17 recomendaciones de desempeño, a fin de 
fortalecer la gestión del órgano en la administración del Sistema Federal Penitenciario, en cuanto a la efectiva 
reinserción social y su contribución en la no reincidencia delictiva, por medio de la actualización de sus 
instrumentos normativos en materia de reinserción social; la propuesta y aplicación del beneficio de la libertad 
anticipada; la clasificación de los internos en reincidentes y primodelincuentes, como mecanismo para contar con 
información sobre la reincidencia; la obligatoriedad de otorgar servicios postpenales a las personas que obtengan 
su libertad; así como la aplicación de la totalidad de los ejes de la reinserción social en los planes de actividades, y 
la implementación de mecanismos para medir los resultados en la materia. En el caso de la generación de 
condiciones de infraestructura y seguridad, que éstos se encuentren en condiciones óptimas para garantizar la 
aplicación de las actividades de reinserción social en los centros penitenciarios. 
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Sugerencias a la Cámara de Diputados 

Para que la H. Cámara de Diputados, por conducto de la Comisión de Gobernación y de Seguridad Pública, analice 
el contenido de la Ley Nacional de Ejecución Penal en cuanto a la definición de reinserción social, ya que su 
interpretación es equívoca al considerar que se refiere únicamente a la restitución de los derechos de los 
individuos y no a la prevención de la reincidencia delictiva por parte de las personas privadas de su libertad (PPL), 
y evalúe la factibilidad de incluir en la ley, la necesidad de incorporar en los Planes de Actividades todos los medios 
establecidos en el artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (trabajo, capacitación 
para el mismo, educación, salud y deporte) como medios de reinserción, considerando su complementariedad, 
aunado a que dichos Planes se diseñen con base en el diagnóstico del perfil de cada PPL, y que se incorpore la 
clasificación de las PPL conforme a sus antecedentes penales, a efecto de contar con elementos que permitan 
evaluar los resultados de la política penitenciaria. 
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Prevención y Readaptación Social 

Profesionalización del Personal Penitenciario 

Auditoría de Desempeño: 2017-5-04D00-07-0019-2018 

19-GB 

 

Objetivo 

Fiscalizar el cumplimiento de objetivos y metas para las etapas de formación inicial, actualización, promoción, 
especialización y alta dirección, para desarrollar al máximo las competencias, capacidades y habilidades del 
personal penitenciario. 

Alcance 

La revisión del Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social (OADPRS) corresponde 
al ejercicio fiscal 2017. Asimismo, se analizaron, con fines estadísticos y de comparación, los datos del periodo 
2013-2016 para contar con parámetros, a fin de evaluar el desempeño de la entidad fiscalizada sobre la 
profesionalización del personal penitenciario. 

Respecto de la profundidad temática, la auditoría comprendió la evaluación de los resultados obtenidos por el 
OADPRS sobre la profesionalización, el ingreso, la capacitación y la permanencia del personal del Sistema Federal 
Penitenciario, así como el avance en la implementación del Servicio Profesional de Carrera en el Sistema Federal 
Penitenciario; además, se incluyó la revisión del tema transversal referido a la rendición de cuentas, y se 
excluyeron los temas relativos a los sistemas de control interno y de evaluación del desempeño, ya que estos 
resultados se presentan en el informe de la auditoría 16-D. ά!ŘƳƛƴƛǎǘǊŀŎƛƽƴ ŘŜƭ {ƛǎǘŜƳŀ CŜŘŜǊŀƭ tŜƴƛǘŜƴŎƛŀǊƛƻέ 
realizada a ese órgano desconcentrado. 

En la profesionalización se revisaron las etapas de formación inicial, actualización, promoción, especialización y 
alta dirección, así como la permanencia para determinar si contribuyen a desarrollar al máximo las competencias, 
capacidades y habilidades del personal penitenciario. 

Respecto del ingreso, se verificó que el personal que se incorporó al Sistema Federal Penitenciario contará con un 
diagnóstico de necesidades y con los requerimientos del personal de los perfiles de seguridad-custodia, jurídico, 
administrativo, técnico y guías técnicos en el Sistema Integral de Justicia Penal para adolescentes. 

En la capacitación se verificó que el personal participara en adiestramiento, de acuerdo con las etapas de 
formación continua referidas a: actualización, promoción, especialización y alta dirección. 

En el componente de permanencia, se revisó que ésta se basara en las evaluaciones de control de confianza y 
desempeño. 

En la implementación, se revisaron las medidas definidas por el OADPRS para constituir el Servicio Profesional de 
Carrera del Sistema Federal Penitenciario. 

En esta auditoría se revisaron los resultados de la profesionalización del personal penitenciario reportados en los 
documentos de rendición de cuentas, ya que en la auditoría núm. 16-D. ά!ŘƳƛƴƛǎǘǊŀŎƛƽƴ ŘŜƭ {ƛǎǘŜƳŀ CŜŘŜǊŀƭ 
PenitenciŀǊƛƻέ ŀƭ h!5tw{ ǎŜ ǊŜǾƛǎƽ ƭŀ ǎƛǘǳŀŎƛƽƴ ǉǳŜ ƎǳŀǊŘŀ Ŝƭ /ƻƴǘǊƻƭ LƴǘŜǊƴƻ ȅ Ŝƭ {ƛǎǘŜƳŀ ŘŜ 9ǾŀƭǳŀŎƛƽƴ ŘŜƭ 
Desempeño por ser clasificada como la auditoría eje. 

La auditoría se realizó de conformidad con la normativa aplicable a la fiscalización superior de la Cuenta Pública 
para asegurar el logro del objetivo y el alcance establecidos. Los datos proporcionados por el OADPRS fueron, en 
general, suficientes, de calidad, confiables y consistentes para aplicar todos los procedimientos establecidos, y 
para sustentar los hallazgos y la opinión de la Auditoría Superior de la Federación sobre el cumplimiento de 
objetivos y metas en materia de profesionalización, ingreso, capacitación y permanencia del personal 
penitenciario, así como la implementación del Servicio Profesional de Carrera en el Sistema Federal Penitenciario. 

Antecedentes 

La reforma de justicia penal publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008 eleva a rango 
ŎƻƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŀƭ Ŝƭ ŎƻƴŎŜǇǘƻ ŘŜ άǊŜƛƴǎŜǊŎƛƽƴ ǎƻŎƛŀƭέ ȅ ŜǎǘŀōƭŜŎŜ ŎƻƳƻ ƻōƧŜǘƛǾƻ procurar que las personas 
sentenciadas no vuelvan a delinquir. 

En este sentido, el Sistema Federal Penitenciario en nuestro país encuentra su fundamento legal en el artículo 18 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el que se mandata que el sistema penitenciario se 
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organiza sobre la base del respeto a los derechos humanos, del trabajo, la capacitación para el mismo, la 
educación, la salud y el deporte como medios para lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad y procurar 
que no vuelva a delinquir, observando los beneficios que para él prevé la ley; asimismo, se establecen las bases 
mediante las cuales se norma la actuación en los centros de reclusión. Mediante este precepto, el Estado mexicano 
ha encaminado sus esfuerzos para la reinserción social de las personas que cometieron un delito y compurgaron 
su sentencia, así como para disminuir la reincidencia delictiva.  

9ƭ ŀǊǘƝŎǳƭƻ нм ŘŜ ƭŀ /ƻƴǎǘƛǘǳŎƛƽƴ tƻƭƝǘƛŎŀ ŘŜ ƭƻǎ 9ǎǘŀŘƻǎ ¦ƴƛŘƻǎ aŜȄƛŎŀƴƻǎ ŘŜŦƛƴŜ ƭŀ ǎŜƎǳǊƛŘŀŘ ǇǵōƭƛŎŀ ŎƻƳƻ άǳƴa 
función a cargo de la Federación, las entidades federativas y los municipios, que comprende la prevención de los 
delitos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, así como la sanción de las infracciones administrativas, 
en los términos de la ƭŜȅΣ Ŝƴ ƭŀǎ ǊŜǎǇŜŎǘƛǾŀǎ ŎƻƳǇŜǘŜƴŎƛŀǎ ǉǳŜ Ŝǎǘŀ /ƻƴǎǘƛǘǳŎƛƽƴ ǎŜƷŀƭŀέΣ Ŝ ƛƴŘƛŎŀ ǉǳŜ ƭŀǎ 
instituciones de seguridad pública se regirán por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, 
profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución. 

!ǎƛƳƛǎƳƻΣ ŜǎǘŀōƭŜŎŜ ǉǳŜ άƭŀǎ LƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŜǎ ŘŜ {ŜƎǳǊƛŘŀŘ tǵōƭƛŎŀ ǎŜǊłƴ ŘŜ ŎŀǊłŎǘŜǊ ŎƛǾƛƭΣ ŘƛǎŎƛǇƭƛƴŀǊƛƻ ȅ ǇǊƻŦŜǎƛƻƴŀƭΦ 
El Ministerio Público y las instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno deberán coordinarse entre sí 
para cumplir los objetivos de la seguridad pública y conformarán el Sistema Nacional de Seguridad Pública, que 
estará sujeto a las siguientes bases mínimas: 

έ a. La regulación de la selección, ingreso, formación, permanencia, evaluación, reconocimiento y certificación 
de los integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública. La operación y desarrollo de estas acciones será 
competencia de la Federación, las entidades federativas y los municipios en el ámbito de sus respectivas 
atribuciones. 

έ  b. El establecimiento de las bases de datos criminalísticas y de personal para las instituciones de seguridad 
pública. Ninguna persona podrá ingresar a las instituciones de seguridad pública, si no ha sido debidamente 
certificado y registrado en el sistema. 

έ  c. La formulación de políticas públicas tendientes a prevenir la comisión de delitos. 

έ  d. Se determinará la participación de la comunidad que coadyuvará, entre otros, en los procesos de 
evaluación de las políticas de prevención del delito, así como de las instituciones de seguridad pública. 

έ  e. Los fondos de ayuda federal para la seguridad pública, que serán aportados a las entidades federativas y 
ƳǳƴƛŎƛǇƛƻǎ ǇŀǊŀ ǎŜǊ ŘŜǎǘƛƴŀŘƻǎ ŜȄŎƭǳǎƛǾŀƳŜƴǘŜ ŀ Ŝǎǘƻǎ ŦƛƴŜǎέΦ 

Esta política está definida por la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, la cual define a la 
ǇǊƻŦŜǎƛƻƴŀƭƛȊŀŎƛƽƴ ŎƻƳƻ άŜƭ ǇǊƻŎŜǎƻ ǇŜǊƳŀƴŜƴǘŜ ȅ ǇǊƻƎǊŜǎƛǾƻ ŘŜ ŦƻǊƳŀŎƛƽƴ ǉǳŜ ǎŜ ƛƴǘŜƎǊŀ ǇƻǊ ƭŀǎ ŜǘŀǇŀǎ ŘŜ 
formación inicial, actualización, promoción, especialización y alta dirección, para desarrollar al máximo las 
ŎƻƳǇŜǘŜƴŎƛŀǎΣ ŎŀǇŀŎƛŘŀŘŜǎ ȅ ƘŀōƛƭƛŘŀŘŜǎ ŘŜ ƭƻǎ ƛƴǘŜƎǊŀƴǘŜǎ ŘŜ ƭŀǎ LƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŜǎ tƻƭƛŎƛŀƭŜǎέΦ 

La Secretaría de Gobernación (SEGOB) tiene la responsabilidad de coordinar el Sistema Federal Penitenciario 
mediante la planeación y regulación del sistema; la promoción de la implementación de la política penitenciaria 
en los tres órdenes de gobierno; la colaboración con los sectores privado y social, con instancias nacionales e 
internacionales, y la evaluación y seguimiento de los resultados. 

El OADPRS es el responsable de la administración del Sistema Federal Penitenciario, mediante los tratamientos de 
reinserción con base en el trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte, con seguridad, 
suficiencia de espacios y personal penitenciario profesionalizado. 

En el Plan Nacional de Desarrollo y en el Programa Sectorial de Gobernación 2013-2018, se reconoció como 
problemática que el Sistema Federal Penitenciario no ha logrado reinsertar socialmente a las personas que 
cometieron un delito y compurgaron su sentencia, ni ha disminuido la reincidencia delictiva, debido, entre otras 
causas, a la falta de profesionalización del personal penitenciario. 

Para atender este problema, en el Programa Rector de Profesionalización 2017 se establecieron los objetivos de 
fortalecer la formación inicial y continua para el desarrollo de competencias; asegurar la vinculación entre lo 
establecido en dicho documento y el servicio profesional de carrera, y fortalecer el sistema de evaluación de 
competencias y de desempeño para el personal sustantivo de las instituciones de seguridad pública. 

9ƴ ƭŀ ǊŜǾƛǎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ /ǳŜƴǘŀ tǵōƭƛŎŀ нлмпΣ ƭŀ !{C ǊŜŀƭƛȊƽ ǳƴŀ ŀǳŘƛǘƻǊƝŀ ŀ ƭŀ {9Dh. ŘŜƴƻƳƛƴŀŘŀ ά{ƛǎǘŜƳŀ bŀŎƛƻƴŀƭ 
tŜƴƛǘŜƴŎƛŀǊƛƻέΣ Ŏǳȅƻǎ ǊŜǎǳƭǘŀŘƻǎ ƳƻǎǘǊŀǊƻƴ ǉǳe si bien en ese año la secretaría impartió más cursos que durante 
el periodo 2007-2013, el 29.0% (2,761) del personal sustantivo no recibió ningún tipo de capacitación, y señaló 
que de los 2,761 elementos penitenciarios que durante 2014 no fueron capacitados, en 2015 se capacitó al 34.0% 
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(939 elementos), y respecto del 66.0% (1,822) restante, informó que recibirían capacitación en ejercicios 
posteriores. 

En síntesis, la profesionalización del personal del Sistema Federal Penitenciario tiene como fin fortalecer el sistema 
de profesionalización para hacer posible la implementación de nuevos planes y programas de estudio, así como el 
avance en la elaboración de los instrumentos del servicio profesional de carrera para su implementación; sin 
embargo, ésta se ha limitado únicamente a fortalecer la formación inicial y continua del personal que labora en 
las instituciones de seguridad pública, pero no a construir un servicio profesional de carrera articulado y 
consolidado. 

La auditoría núm. 19-D. άtǊƻŦŜǎƛƻƴŀƭƛȊŀŎƛƽƴ ŘŜƭ tŜǊǎƻƴŀƭ tŜƴƛǘŜƴŎƛŀǊƛƻέ ŀƭ jǊƎŀƴƻ !ŘƳƛƴƛǎǘǊŀǘƛǾƻ 5ŜǎŎƻƴŎŜƴǘǊŀŘƻ 
Prevención y Readaptación Social (OADPRS), forma parte de un conjunto de cuatro auditorías relacionadas con la 
p88olítica del Sistema Penitenciario: 12-D. ά/ƻƻǊŘƛƴŀŎƛƽƴ ŘŜƭ {ƛǎǘŜƳŀ bŀŎƛƻƴŀƭ tŜƴƛǘŜƴŎƛŀǊƛƻέΣ ŀƭ /ƻƳƛǎƛƻƴŀŘƻ 
Nacional de Seguridad (CNS); 16-D. ά!ŘƳƛƴƛǎǘǊŀŎƛƽƴ ŘŜƭ {ƛǎǘŜƳŀ CŜŘŜǊŀƭ tŜƴƛǘŜƴŎƛŀǊƛƻέΣ ŀƭ jǊƎŀƴƻ !ŘƳƛƴƛǎǘǊŀǘƛǾƻ 
Desconcentrado Prevención y Readaptación Social (OADPRS) y 127-D. άtǊƻǘŜŎŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ 5ŜǊŜŎƘƻǎ IǳƳŀƴƻǎ ŘŜ 
las tŜǊǎƻƴŀǎ Ŝƴ wŜŎƭǳǎƛƽƴέΣ ŀ ƭŀ /ƻƳƛǎƛƽƴ bŀŎƛƻƴŀƭ ŘŜ ƭƻǎ 5ŜǊŜŎƘƻǎ IǳƳŀƴƻǎ ό/b5IύΣ ŀ Ŧƛƴ ŘŜ ŜƳƛǘƛǊ ǳƴ ƳŜƴǎŀƧŜ 
integral en la materia mediante la evaluación de los resultados de la coordinación, la administración del sistema, 
la profesionalización del personal y la protección de los derechos de los reclusos, en la reinserción social de las 
personas que cometieron un delito y compurgaron su sentencia; así como en la disminución de la reincidencia 
delictiva. 

Resultados 

Los resultados de la fiscalización mostraron que en el Programa Rector de Profesionalización 2017 se incluyeron 7 
objetivos vinculados con el establecimiento de la carrera penitenciaria y esquemas de profesionalización y se 
diseñaron indicadores para evaluar su avance; sin embargo, no se establecieron metas que permitan medir los 
avances en los objetivos señalados; además, el OADPRS no contó con información que acredite contar con 
personal penitenciario profesionalizado, lo que limitó evaluar el cumplimiento del propósito de lograr la 
reinserción a la sociedad de la persona que queda en libertad, así como la disminución de la reincidencia delictiva. 

Por lo que se refiere al ingreso, se verificó que el OADPRS no realizó un diagnóstico de necesidades de personal 
general ni por perfil de puesto. En 2017, se inscribieron 4,370 aspirantes a los perfiles seguridad-custodia, jurídico, 
administrativo, técnico, para participar en 939 vacantes; de los 453 candidatos que participaron en el curso de 
formación inicial, 439 (96.9%) egresaron y se incorporaron al OADPRS en 2017, sin que el organismo acreditara la 
conclusión de los cursos de formación inicial en las Academias o Institutos de Capacitación Policial. Los resultados 
de la evaluación del ingreso no demostraron que el OADPRS se aseguró de contar con el personal suficiente de 
acuerdo con sus necesidades de personal de seguridad-custodia, jurídico, administrativo y técnico y no se hace 
mención de personas, del perfil guías técnicos en el Sistema Integral de Justicia Penal para adolescentes que 
ingresaron al Sistema Federal Penitenciario. Lo anterior limitó identificar aquellos perfiles encargados de realizar 
las actividades de reinserción social a fin de contribuir a la disminución de la reincidencia delictiva. 

Los resultados de la capacitación mostraron que el OADPRS identificó 40,169 necesidades de capacitación para 
8,667 servidores públicos, los cuales recibieron en promedio 4.6 cursos, en 2017; se registraron 998 cursos con lo 
que se atendió al 100.0% del personal penitenciario que requería de capacitación y se dio un cumplimiento del 
133.3% con 40,030 participaciones, con ello se atendieron 9,990 necesidades de capacitación más que las 30,040 
programadas; no obstante, en los registros no se incluyó información sobre las etapas de actualización, 
especialización o alta dirección a las que correspondieron los cursos, por lo que no se contó con evidencia para 
comprobar que el personal penitenciario se especializó y, con ello, desarrolló al máximo sus competencias. 

Respecto de la permanencia, a 2017, el OADPRS no acreditó la utilización del Certificado Único Policial, las 
evaluaciones del desempeño y los sistemas de promoción como requisitos necesarios para mantener la 
permanencia en el Sistema Federal Penitenciario; en cuanto a las evaluaciones de control de confianza se identificó 
que de los 8,947 servidores públicos que laboraron en el OADPRS durante 2017, el 100.0% contó con evaluaciones 
de confianza: 4,048 (45.2%) vigentes, 4,892 (54.7%) vencidas y 7 (0.1%) pendientes; de las 4,048 vigentes se 
determinaron deficiencias en la clasificación de 485 (12.0%). Por lo que el OADPRS no se aseguró de que su 
personal cumpliera con los requisitos de permanencia. 

En la implementación del servicio profesional de carrera, la ASF verificó que a 2 años de haberse instruido el 
desarrollo de un plan que fortalezca la Política Nacional del Sistema Penitenciario que incluya la instrumentación 
del Sistema de Desarrollo Profesional Penitenciario que establezca la carrera penitenciaria, esquemas de 
profesionalización y el régimen disciplinario y ético de los integrantes del sistema penitenciario, el OADPRS no 



Informe Individual del Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 2017 
 

26 

acreditó contar con los elementos necesarios para constituirlo y tampoco contó con avances que permitan estimar 
su conclusión y aprobación. 

Consecuencias Sociales 

A pesar de que el Consejo Nacional de Seguridad Pública instruyó a la Conferencia Nacional del Sistema 
Penitenciario para fortalecer la Política Nacional del Sistema Federal Penitenciario por medio del establecimiento 
del Sistema de Desarrollo Profesional de Carrera, y se haya aprobado el Programa Rector de Profesionalización 
2017 como parte de la estrategia para fortalecer la Política Nacional del Sistema Penitenciario y conformar un 
Sistema de Desarrollo Profesional Penitenciario, no se han mostrado avances significativos y estructurados para 
instrumentar dicho programa, por lo que persiste la falta de profesionalización de los 8,947 servidores públicos 
penitenciarios, lo que limita contribuir a la reinserción social de las personas que cometieron un delito y 
compurgaron su sentencia y a disminuir la reincidencia delictiva. 

Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinaron 6 observaciones las cuales generaron: 19 Recomendaciones al Desempeño. 

Dictamen  

En opinión de la ASF, a 2017, el Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social no 
acreditó la profesionalización de los 8,947 elementos que conformaron la plantilla de ese órgano, aun cuando 
contó con el esquema normativo general para profesionalizar al personal penitenciario, por lo que persiste la falta 
de profesionalización del personal penitenciario, lo que limita contribuir a la reinserción social de las personas que 
cometieron un delito y compurgaron su sentencia y disminuir la reincidencia delictiva; tampoco contó con un 
proceso de ingreso orientado a garantizar la suficiencia de personal por perfil de puesto; no estableció mecanismos 
para determinar si el personal penitenciario se está especializando; de los cuatro requisitos de permanencia sólo 
aplicó el de control de confianza y 54.7% de éstos no estuvieron vigentes, y tampoco mostró avances significativos 
y estructurados para la implementación del servicio de carrera penitenciaria. 

Las recomendaciones emitidas se orientan a: dar seguimiento a la instrucción del Consejo Nacional de Seguridad 
Pública para crear un Sistema de Desarrollo Profesional Penitenciario que establezca la carrera penitenciaria, 
esquemas de profesionalización y el régimen disciplinario y ético de los integrantes del sistema penitenciario; 
contar con diagnósticos de necesidades sobre la profesionalización e insuficiencia del personal y sus perfiles; 
identificar y vincular el impacto de los cursos de capacitación acordes con el diagnóstico y su programación, y a 
que la entidad fiscalizada aplique y verifique los requisitos de permanencia, lo que permitiría instrumentar lo 
señalado en el marco regulatorio para promover el establecimiento de un servicio profesional de carrera en el 
Sistema Federal Penitenciario. 

Se espera que con la atención de las recomendaciones el OADPRS desarrolle y mejore los mecanismos para avanzar 
en la implementación del servicio profesional de carrera, a fin de desarrollar al máximo las competencias del 
personal del sistema penitenciario, con lo que se establecerán las bases para la profesionalización del personal 
penitenciario, de tal forma que éste contribuya a la reinserción social de las personas que cometieron un delito y 
compurgaron su sentencia, y coadyuvar en la disminución de la reincidencia delictiva. 
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Prevención y Readaptación Social 

Prestación de Servicios Asociados a la Seguridad Pública y Nacional 

Auditoría Cumplimiento Financiero: 2017-5-04D00-15-0018-2018 

18-GB 

 

Objetivo 

Fiscalizar la gestión financiera para verificar que el presupuesto autorizado para la prestación de servicios 
asociados a la seguridad pública y nacional se ejerció y registró conforme a los montos aprobados y de acuerdo 
con las disposiciones legales y normativas aplicables. 

 
Alcance 
 

 EGRESOS   
 Miles de Pesos   
Universo Seleccionado 3,589,106.8   
Muestra Auditada 1,943,525.5   
Representatividad de la Muestra 54.2%   

 

Se revisaron 1,943,525.5 miles de pesos, que representan el 54.2% del presupuesto total ejercido de 3,589,106.8 
ƳƛƭŜǎ ŘŜ ǇŜǎƻǎ Ŝƴ ƭŀ ǇŀǊǘƛŘŀ ǇǊŜǎǳǇǳŜǎǘŀƭ оотлм άDŀǎǘƻǎ ŘŜ ǎŜƎǳǊƛŘŀŘ ǇǵōƭƛŎŀ ȅ ƴŀŎƛƻƴŀƭέΦ 

Antecedentes 

El programa presupuestario E904 "Administración del Sistema Federal Penitenciario" se encuentra incluido dentro 
del Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, el cual prevé respecto de la Meta Nacional "México en Paz", el objetivo 
1.3 "Mejorar las condiciones de seguridad pública", así como la estrategia 1.3.2 "Promover la transformación 
institucional y fortalecer las capacidades de las fuerzas de seguridad", y la línea de acción "Promover en el Sistema 
Penitenciario Nacional la reinserción social efectiva". Asimismo, y en congruencia con lo anterior, en el Programa 
Sectorial de Gobernación 2013-2018, se establece el objetivo 2 "Mejorar las condiciones de seguridad y justicia", 
así como la estrategia 2.5 relativa a fortalecer el Sistema Penitenciario Federal, y la línea de acción 2.5.2 "Ampliar 
y modernizar la infraestructura penitenciaria federal". 

En el Programa Nacional de Seguridad Pública 2014-2018, se prevé el objetivo 6 dirigido a fortalecer el Sistema 
Penitenciario Nacional, así como la estrategia 6.2. "Reforzar la infraestructura, equipamiento y tecnología del 
Sistema Penitenciario Nacional", la línea de acción 6.2.3 relativa a mejorar y ampliar la infraestructura 
penitenciaria con base en la normativa vigente, y la diversa 6.2.4 consistente en impulsar la tecnología y 
equipamiento del Sistema Penitenciario Nacional. 

El Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social (OADPRS) es la institución encargada 
de organizar y administrar los Centros Federales de Readaptación Social (CEFERESOS) para la reclusión de personas 
procesadas, la ejecución de sentencias y la aplicación de tratamientos de readaptación social. Actualmente, el 
Sistema Penitenciario Federal cuenta con 16 Centros Federales de Readaptación Social, dos Complejos 
Penitenciarios y un Centro Federal de Rehabilitación Psicosocial (CEFEREPSI), los cuales tienen como misión 
garantizar las condiciones de seguridad máxima dentro de la normativa, en un ambiente digno y de respeto a los 
derechos humanos, así como el fomento de la readaptación social con base en la disciplina y el trabajo. 

Cabe mencionar que dos CEFERESOS fueron cerrados, uno con fecha 22 de abril de 2016, del cual se publicó la 
suspensión temporal de las operaciones para realizar trabajos de mejora, adecuación y modernización de las 
instalaciones, y el otro, con fecha 2 de enero de 2017, se oficializó su desincorporación del Sistema Federal 
Penitenciario y sus instalaciones serán destinadas para la capacitación y adiestramiento de los servidores públicos 
y aspirantes del OADPRS, así como al personal de instituciones de Seguridad Pública que así lo soliciten. 

Durante 2017, respecto del ejercicio de recursos para la prestación de servicios asociados con la seguridad pública 
y nacional, el OADPRS contó con la ƴƻǊƳŀǘƛǾŀ ŘŜƴƻƳƛƴŀŘŀ άbƻǊƳŀ ǇŀǊŀ Ŝƭ ŜƧŜǊŎƛŎƛƻ ŘŜ ƭŀ ǇŀǊǘƛŘŀ помл 
ά¢ǊŀƴǎŦŜǊŜƴŎƛŀǎ ǇŀǊŀ Dŀǎǘƻǎ ŘŜ {ŜƎǳǊƛŘŀŘ tǵōƭƛŎŀ ȅ bŀŎƛƻƴŀƭέ ǇƻǊ ǇŀǊǘŜ ŘŜƭ jǊƎŀƴƻ !ŘƳƛƴƛǎǘǊŀǘƛǾƻ 
5ŜǎŎƻƴŎŜƴǘǊŀŘƻ tǊŜǾŜƴŎƛƽƴ ȅ wŜŀŘŀǇǘŀŎƛƽƴ {ƻŎƛŀƭέΣ ƭŀ Ŏǳŀƭ ƛƴŎƭǳȅŜ ƭŀǎ ŀǎƛƎƴŀŎƛƻƴŜǎ ŘŜǎǘƛƴŀŘŀǎ al cumplimiento 
de funciones y actividades oficiales de carácter estratégico en materia de seguridad pública y nacional que 
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requieran realizarse con riesgo o urgencia, así como la contratación temporal de personal y la adquisición de 
bienes muebles, materiales y equipo, y de los servicios necesarios para tales efectos, los cuales se sustentan en la 
documentación comprobatoria y, a falta de ésta, en actas administrativas, lo que pudiera propiciar 
discrecionalidad en el uso de los recursos destinados a dicha partida. 

Resultados 

En la cotización para la prestación del servicio de dimensionamiento y diagnóstico de la plataforma tecnológica, 
se incluyó un CEFERESO, el cual, desde el 22 de abril de 2016, se publicó su suspensión temporal de operaciones; 
sin embargo, dicho CEFERESO se consideró en la formalización del contrato del 2 de octubre de 2017. 

Asimismo, se formalizó un contrato sin considerar las necesidades reales de infraestructura, equipamiento, diseño 
y tecnología con las que contaba el CEFERESO CPS, toda vez que dicho precio se determinó aun cuando no se 
conocía el resultado de la etapa de diagnóstico. 

Se entregaron 12 bienes sin que se estableciera, en el contrato, la transmisión de la propiedad; además, no se 
proporcionó evidencia de su regularización. 

El Reglamento Interior de la entidad fiscalizada y sus manuales de Organización General, de Organización 
Específicos y de Procedimientos no se encuentran actualizados. 

La Norma para el Ejercicio del Gasto en la partida presupuestal 33701 "Gastos de Seguridad Pública y Nacional", 
no está actualizada y carece de una definición de los conceptos de riesgo, urgencia y confidencialidad extrema, así 
como de las actividades que deben considerarse de carácter estratégico. 

Se formalizaron dos contratos sin haber contado con la opinión del cumplimiento de las obligaciones en materia 
de seguridad social de los contribuyentes que emite el Instituto Mexicano del Seguro Social. 

Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinaron 12 observaciones, las cuales 2 fueron solventadas por la entidad fiscalizada antes de la 
integración de este informe. Las 10 restantes generaron: 6 Recomendaciones y 6 Promociones de Responsabilidad 
Administrativa Sancionatoria. 

Dictamen  

El presente se emite el 12 de octubre de 2018, fecha de conclusión de los trabajos de auditoría, la cual se practicó 
sobre la información proporcionada por la entidad fiscalizada y de cuya veracidad es responsable. Con base en los 
resultados obtenidos en la auditoría practicada, cuyo objetivo fue fiscalizar la gestión financiera para verificar que 
el presupuesto autorizado para la prestación de servicios asociados a la seguridad pública y nacional se ejerció y 
registró conforme a los montos aprobados y de acuerdo con las disposiciones legales y normativas aplicables, y 
específicamente respecto de la muestra revisada que se establece en el apartado relativo al alcance, se concluye 
que, en términos generales, el Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social cumplió 
con las disposiciones legales y normativas que son aplicables en la materia, excepto por los aspectos observados 
siguientes: 

En la cotización para la prestación del servicio de 16 CEFERESOS para el dimensionamiento y diagnóstico de la 
plataforma tecnológica, se incluyó un CEFERESO respecto del cual, desde el 22 de abril de 2016, se publicó su 
suspensión temporal de operación, suspensión que al mes de agosto de 2018 todavía continúa. 

Se formalizó un contrato sin realizar un diagnóstico previo que ayudara a conocer las necesidades reales de 
infraestructura, equipamiento, diseño y tecnología con las que contaba el CEFERESO CPS y, con base en dicho 
diagnóstico, establecer el costo de los servicios. 

Se formalizaron dos contratos sin haber contado con la opinión del cumplimiento de las obligaciones en materia 
de seguridad social de los contribuyentes que emite el Instituto Mexicano del Seguro Social. 
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Policía Federal 

Operativos para la Prevención y Disuasión del Delito 

Auditoría de Desempeño: 2017-5-04L00-07-0022-2018 

22-GB 

 

Objetivo 

Fiscalizar que los operativos de prevención, investigación y disuasión del delito, contribuyeron a salvaguardar la 
integridad y derechos de la población. 

Alcance 

El alcance temático de la auditoría comprendió la verificación de los mecanismos de investigación e inteligencia, 
la implementación de operativos de prevención y disuasión por la Policía Federal para combatir la comisión de 
delitos, a fin de mejorar las condiciones de seguridad; así como el avance en el cumplimiento de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible; los mecanismos de evaluación, control y rendición de cuentas, y la aplicación de los recursos 
asignados. El alcance temporal de la revisión correspondió al ejercicio fiscal 2017. 

La auditoría se realizó de conformidad con la normativa aplicable a la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 
para asegurar el logro del objetivo y el alcance establecidos. Los datos proporcionados por el ente fiscalizado 
fueron, en lo general, suficientes, de calidad, confiables y consistentes para aplicar todos los procedimientos 
establecidos y para sustentar los hallazgos y la opinión de la Auditoría Superior de la Federación sobre el 
cumplimiento de objetivos y metas del programa presupuestario auditado. 

Antecedentes 

El 4 de enero de 1999, se publicó la Ley de la Policía Federal Preventiva (PFP) en el Diario Oficial de la Federación, 
mediante la cual se creó la PFP como órgano administrativo desconcentrado de la SEGOB, con el objetivo de 
salvaguardar la integridad y derechos de las personas, prevenir la comisión de delitos. 

El 1 de junio de 2009 se cambió la PFP a Policía Federal (PF), por lo que se le otorgaron facultades para realizar 
investigación preventiva y colaborar con la Procuraduría General de la República, bajo un modelo policial basado 
en la aplicación de métodos de inteligencia para fortalecer las acciones de investigación y prevención del delito, a 
fin de tener una institución operativa en la lucha contra la delincuencia organizada y, aunado a ello, la nueva PF 
contó con la posibilidad de auxiliar a las policías estatales y municipales. El 2 de enero de 2013 desaparece 
formalmente la SSP, siendo la Secretaría de Gobernación (SEGOB) quien asumió las funciones de la SSP; por lo que 
esta dependencia tiene a su cargo formular y ejecutar las políticas, programas y estrategias para garantizar la 
seguridad pública de la nación y de todos sus habitantes.12/ 

9ƴ нлмтΣ Ŝƴ Ŝƭ łǊōƻƭ ŘŜ ǇǊƻōƭŜƳŀ ǎŜ ƛŘŜƴǘƛŦƛŎƽ ǉǳŜ άƭŀǎ ǇŜǊǎƻƴŀǎ Ŝƴ Ŝƭ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻ ƴŀŎƛƻƴŀƭ ǊŜŎƛōŜƴ ŘŜŦƛŎƛŜƴǘŜǎ 
άŀŎŎƛƻƴŜǎέ ŘŜ ǎŜƎǳǊƛŘŀŘ ǇǵōƭƛŎŀ ǇƻǊ ǇŀǊǘŜ ŘŜ ƭŀ tƻƭƛŎƝŀ CŜŘŜǊŀƭέΣ ǇŀǊŀ ƭƻ Ŏǳŀƭ ǎŜ ŀǳǘƻǊƛȊƽ Ŝƭ ǇǊƻƎǊŀƳŀ 
ǇǊŜǎǳǇǳŜǎǘŀǊƛƻ 9фло άhǇŜǊŀǘƛǾƻǎ ǇŀǊŀ ƭŀ ǇǊŜǾŜƴŎƛƽƴ ȅ Řƛǎǳŀǎƛƽƴ ŘŜƭ ŘŜƭƛǘƻέΣ Ŏǳȅƻ ǇǊƻǇƽǎƛǘƻ Ŏƻƴǎƛǎǘƛƽ Ŝƴ ǉǳŜ ƭŀǎ 
ǇŜǊǎƻƴŀǎ Ŝƴ Ŝƭ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻ ƴŀŎƛƻƴŀƭ ǊŜŎƛōŀƴ άŜŦƛŎƛŜƴǘŜǎ ŀŎŎƛƻƴŜǎέ ŘŜ ǎŜƎǳǊƛŘŀŘ ǇƻǊ ǇŀǊǘŜ de Policía Federal, y para 
su operación se le asignaron 23,662,555.1 miles de pesos.  

El programa opera otorgando en materia de investigación y de realización de operativos en los municipios a 
solicitud de las autoridades locales. 

Resultados 

Los resultados de la auditoría mostraron que, en 2017, en materia de investigación e inteligencia, la PF aprovechó 
la información derivada de las indagaciones científicas para la ejecución de 481 operativos institucionales, el 
100.0% de las solicitudes recibidas en el año; se elaboraron 575 fichas de personas y organizaciones criminales, y 
52 agendas de riesgo, conforme a su programa de trabajo; y se cumplió en 106.3% la meta al realizar 113,707 
servicios con equipo especializado en vigilancia, detección y seguimiento de probables actos delictivos, respecto 
de los 107,000 programados. Sin embargo, la entidad fiscalizada no acreditó que el conjunto de actividades 
realizadas fueron para la prevención de delitos, ni la atención en las causas para abatir la delincuencia. 

                                                                        

12/ Secretaría de Gobernación, Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 2 de enero de 2013. 
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Se constató que, en ese año, la entidad fiscalizada ingresó 10,520 datos biométricos y balísticos a las bases de 
datos institucionales, lo que representó el cumplimiento de la meta en 116.5%, al superar la cifra programada de 
9,025 datos, lo cual permitió obtener indicios de presuntos responsables y víctimas de delitos; se realizaron 3,725 
apoyos, mediante indagaciones científicas, a las autoridades competentes de los tres órdenes de gobierno, lo que 
representó el 100.0% de las peticiones recibidas, por lo que coadyuvó en la búsqueda, preservación y obtención 
de indicios y medios de prueba necesarios para la investigación de delitos, pero la PF no acreditó que dichas apoyos 
correspondieron a la prevención del delito y atendieron las causas para abatir la delincuencia. 

En cuanto a los operativos, se constató que se efectuaron 7,447, lo que representó un incremento del 23.7% de la 
meta (6,021) estimada, en atención a las solicitudes de las autoridades federales, estatales y municipales, a efecto 
de mitigar el fenómeno delictivo, pero la PF desconoció si sus actividades fueron preventivas, a fin de inhibir el 
delito, o de reacción, para el restablecimiento del orden y paz públicos, y tampoco acreditó la atención de las 
causas o cómo sus actividades coadyuvaron al abatimiento del origen de la delincuencia. 

No obstante los resultados referidos, la PF no contó con un mecanismo que le permita medir su contribución 
relativa a mejorar las condiciones de seguridad en el país, expresado en términos del efecto social. 

En síntesis, en 2017, mediante el Pp E903, la Policía Federal cumplió el 100.0% de las metas previstas, debido a 
que realizó 481 operaciones institucionales basados en indagaciones científicas, 575 fichas criminales, 52 agendas 
de riesgo e ingresó 10,520 datos biométricos y balísticos a las bases de datos, y ejecutó 7,447 operativos en 
atención a las solicitudes presentadas por las autoridades locales. 

Consecuencias Sociales 

9ƴ нлмтΣ ƳŜŘƛŀƴǘŜ Ŝƭ tǊƻƎǊŀƳŀ ǇǊŜǎǳǇǳŜǎǘŀǊƛƻ 9фло άhǇŜǊŀǘƛǾƻǎ ǇŀǊŀ ƭŀ ǇǊŜǾŜƴŎƛƽƴ ȅ Řƛǎǳŀǎƛƽƴ ŘŜƭ ŘŜƭƛǘƻέΣ ƭŀ 
Policía Federal realizó 481 operaciones institucionales basados en indagaciones científicas, 575 fichas criminales, 
52 agendas de riesgo e ingresó 10,520 datos biométricos y balísticos a las bases de datos, y ejecutó 7,447 
operativos en atención a las solicitudes presentadas por las autoridades locales; sin embargo, la entidad no 
acreditó que el conjunto de actividades se orientó a prevenir el delito y a combatir las causas de la delincuencia; 
además, desconoció su contribución, en términos cuantitativos y del efecto social a la atención del problema 
ǇǵōƭƛŎƻ ŘŜ ǉǳŜ άlas personas en el territorio nacional reciben deficientes acciones de seguridad pública por parte 
ŘŜ ƭŀ tCέΣ ŀǎƝ ŎƻƳƻ ǎǳ ǇŀǊǘƛŎƛǇŀŎƛƽƴ Ŝƴ Ŝƭ ƳŜƧƻǊŀƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ƭŀǎ ŎƻƴŘƛŎƛƻƴŜǎ ŘŜ seguridad en el país, por medio de 
una mayor convergencia en su coordinación con otras autoridades de los tres órdenes de gobierno, a fin de 
salvaguardar la integridad y derechos de los 119,530,753 habitantes del territorio nacional. 

Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinaron 9 observaciones las cuales generaron: 9 Recomendaciones al Desempeño. 

Dictamen  

En opinión de la ASF, la entidad no acreditó que el conjunto de actividades se orientó a prevenir el delito y a 
combatir las causas de la delincuencia; además, desconoció su contribución, en términos cuantitativos y del efecto 
ǎƻŎƛŀƭ ŀ ƭŀ ŀǘŜƴŎƛƽƴ ŘŜƭ ǇǊƻōƭŜƳŀ ǇǵōƭƛŎƻ ŘŜ ǉǳŜ άƭŀǎ ǇŜǊǎƻƴŀǎ Ŝƴ Ŝƭ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻ ƴŀŎƛƻƴŀƭ ǊŜŎƛōŜƴ ŘŜŦƛŎƛŜƴǘŜǎ ŀŎŎƛƻƴŜǎ 
ŘŜ ǎŜƎǳǊƛŘŀŘ ǇǵōƭƛŎŀ ǇƻǊ ǇŀǊǘŜ ŘŜ ƭŀ tCέΣ ŀǎƝ como su participación en el mejoramiento de las condiciones de 
seguridad en el país, por medio de una mayor convergencia en su coordinación con otras autoridades de los tres 
órdenes de gobierno. 

Como resultado de la fiscalización, la ASF contribuirá a que la Policía Federal diseñe una Matriz de Indicadores 
para Resultados que incluya los objetivos, indicadores y metas que le permita medir la eficiencia y eficacia en el 
ejercicio de sus funciones y atribuciones, relacionadas con su estrategia programática; elabore el informe de las 
actividades realizadas en cumplimiento de su Programa Operativo Anual; implemente mecanismos de control que 
le permitan disponer de información sobre la mitigación del problema público, respecto de las deficientes 
άŀŎŎƛƻƴŜǎέ ŘŜ ǎŜƎuridad que brinda en su servicio, y de su aportación en el mejoramiento de las condiciones de 
seguridad, así como para contar con información suficiente, confiable y pertinente en la materia, que repercute 
en una adecuada rendición de cuentas sobre el ejercicio de sus funciones de investigación, prevención y reacción, 
a fin de asegurar el cumplimiento de sus objetivos y metas institucionales. 

 
  



Grupo Funcional Gobierno 
 

 
31  

Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública 

Subsidios en Materia de Seguridad Pública 

Auditoría de Desempeño: 2017-5-04W00-07-0030-2018 

30-GB 

 

Objetivo 

Fiscalizar que el otorgamiento de subsidios para la capacitación, aplicación de evaluaciones de control de confianza 
y profesionalización de elementos policiales, contribuyó a promover la transformación institucional y fortalecer 
las capacidades de las fuerzas de seguridad. 

Alcance 

El alcance de la auditoría comprendió la revisión del diseño del programa presupuestario; el otorgamiento de los 
subsidios para las actividades de capacitación y aplicación de evaluaciones de control de confianza, de 
competencias básicas y al desempeño de los elementos policiales municipales, a fin de fortalecer las instituciones 
de seguridad pública municipales; el avance en el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible; los 
mecanismos de evaluación, control y rendición de cuentas, y la aplicación de los recursos asignados. El alcance 
temporal de la revisión correspondió al ejercicio fiscal 2017. 

La auditoría se realizó de conformidad con la normativa aplicable a la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública y 
se utilizó la metodología establecida en los Criterios Metodológicos de la Auditoría Especial de Desempeño para 
asegurar el logro del objetivo y el alcance establecidos. En el desarrollo de la auditoría no en todos los casos los 
datos proporcionados por el ente fiscalizado fueron suficientes, de calidad, confiables y consistentes, lo cual se 
expresa en la opinión de la Auditoría Superior de la Federación, respecto del cumplimiento de objetivos y metas 
ŘŜƭ tǊƻƎǊŀƳŀ tǊŜǎǳǇǳŜǎǘŀǊƛƻ ¦ллт ά{ǳōǎƛŘƛƻǎ Ŝƴ ƳŀǘŜǊƛŀ ŘŜ ǎŜƎǳǊƛŘŀŘ ǇǵōƭƛŎŀέΦ  

Antecedentes 

Con el fin de regular la integración, organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Seguridad Pública a 
partir de la reforma del artículo 21 constitucional, el 2 de enero de 2009, se publicó la Ley General del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública, que estableció entre sus objetivos la homologación de la carrera policial, la 
profesionalización y el régimen disciplinario en las instituciones encargadas de la política. A cargo del SNSP quedó 
el Consejo Nacional de Seguridad Pública, como el responsable de coordinar y definir las políticas públicas, y como 
órgano operativo del sistema fue instituido el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública 
(SESNSP). 

Una de las funciones que desempeña el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública (SESNSP) 
es la referente a la asignación, ministración y seguimiento a la aplicación de los recursos otorgados mediante 
fondos y subsidios en materia de seguridad pública.  

Con la implementación del programa U007 se buscó establecer un mecanismo de coordinación entre la federación 
y los beneficiarios del subsidio, con objeto de que éstos contaran con recursos para el fortalecimiento de sus 
instituciones de seguridad pública, bajo un esquema homologado de profesionalización, equipamiento e 
infraestructura. 

9ƴ нлмтΣ Ŝƴ Ŝƭ łǊōƻƭ ŘŜ ǇǊƻōƭŜƳŀ ǎŜ ƛŘŜƴǘƛŦƛŎƽ ǉǳŜ άƭƻǎ ŜƭŜƳŜƴǘƻǎ ŘŜ ƭŀǎ ƛƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŜǎ ŘŜ ǎŜƎǳǊƛŘŀŘ ǇǵōƭƛŎŀ 
municipales tienen áreas de mŜƧƻǊŀ Ŝƴ ƳŀǘŜǊƛŀ ŘŜ ǇǊƻŦŜǎƛƻƴŀƭƛȊŀŎƛƽƴέΦ tŀǊŀ ŀǘŜƴŘŜǊƭƻΣ ǎŜ ŀǳǘƻǊƛȊƽ Ŝƭ ǇǊƻƎǊŀƳŀ 
ǇǊŜǎǳǇǳŜǎǘŀǊƛƻ ¦ллт ά{ǳōǎƛŘƛƻǎ Ŝƴ ƳŀǘŜǊƛŀ ŘŜ ǎŜƎǳǊƛŘŀŘ ǇǵōƭƛŎŀέΣ Ŏǳȅƻ ƻōƧŜǘƛǾƻ ŘŜ ǇǊƻǇƽǎƛǘƻ ŦǳŜ άƭŀǎ ƛƴǎǘƛǘǳŎƛƻƴŜǎ 
de seguridad pública municipales de los beneficiarios del subsidio se fortalecen al contar con elementos con 
características para ser certificados (aprobación en control de confianza, en desempeño y en competencias 
ōłǎƛŎŀǎύέΣ y para su operación, en el Presupuesto de Egresos de la Federación 2017, se le asignaron 5,000,000.0 
miles de pesos. 

El programa presupuestario es un apoyo que se otorga en el ámbito Federal; en el que las instituciones de 
seguridad pública municipales tienen la facultad de decidir si participan o no en el programa y determinar la 
cantidad de los elementos policiales que deben evaluarse. 
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Resultados 

Los resultados de la auditoría mostraron que, en 2017, el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública otorgó 4,971,700.0 miles de pesos (99.4%) de los 5,000,000.0 miles de pesos que se aprobaron en el PEF 
por concepto de subsidios a 300 municipios de las 32 entidades federativas, conforme a lo programado. 

En materia de capacitación, en 2017, el SESNSP superó la meta establecida en 1.3% al instruir a 186,233 policías 
municipales en activo de los 183,908 convenidos para ese año, correspondientes a los 300 municipios, de las 32 
entidades federativas, lo que representó el 55.0% de los 338,343 elementos policiales en activo. 

Se constató que, se obtuvo un cumplimiento de 82.2% de la meta al aplicar 69,309 pruebas de control de confianza 
de las 84,261 convenidas. Asimismo, se identificó que de los 332,774 elementos policiales evaluados, el 88.7% 
(295,140) obtuvo la acreditación; el 9.2% (30,759) no aprobó, y el 2.1% (6,875) se encuentra en proceso, por lo 
que todavía no se determina su resultado.  

En cuanto a las evaluaciones de competencias básicas, se verificó que, en 2017, el Secretariado Ejecutivo del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública tuvo un nivel de cumplimiento del 38.2%, al evaluar a 13,574 elementos 
policiales municipales en activo de los 35,549 convenidos. Asimismo, se identificó que su planeación tuvo un 
alcance mínimo, lo cual implicó que no se tuviera certeza de que los elementos municipales contaran con los 
conocimientos básicos para cumplir con su deber; además, careció de mecanismos de seguimiento que le 
permitieran garantizar el cumplimiento de las metas convenidas con los 300 municipios. 

En relación con las evaluaciones de desempeño, el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública alcanzó un cumplimiento del 83.2%, al evaluar a 36,450 elementos policiales municipales en activo de los 
43,808 convenidos. Se constató que de los 338,343 elementos en activo, se evaluó al 10.8% (36,450), de los cuales 
el 98.8% (36,007) obtuvo la acreditación, y el 1.2% (443) restante no aprobó.  

Durante la revisión, se observó que la entidad fiscalizada presentó serias deficiencias en el proceso de planeación 
y de programación para determinar las metas anuales en la aplicación de las evaluaciones de competencias básicas 
y de desempeño, ya que no se consideró la capacidad operativa real y la asignación de recursos. En la 
programación, tampoco se previó el riesgo originado por el cambio en la metodología para evaluar las 
competencias básicas y el desempeño de los elementos policiales por lo que la aplicación de las pruebas se inició 
en el último trimestre de 2017, situación que ocasionó un desfase en el cumplimiento de la profesionalización de 
los policías municipales en activo. Asimismo, se identificó que el SESNSP careció de mecanismos para dar 
seguimiento a las actividades, a fin de asegurar el cumplimiento de las metas convenidas con los municipios 
beneficiarios en materia de capacitación, evaluación de control de confianza, de competencias básicas y del 
desempeño de los elementos que integran las instituciones de seguridad pública municipal, en contra de lo 
establecido en el artículo 75 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, que indica que las 
dependenŎƛŀǎ ȅ ŜƴǘƛŘŀŘŜǎ ǉǳŜ ƻǘƻǊƎǳŜƴ ǎǳōǎƛŘƛƻǎ ŘŜōŜǊłƴ άƛƴŎƻǊǇƻǊŀǊ ƳŜŎŀƴƛǎƳƻǎ ǇŜǊƛƽŘƛŎƻǎ ŘŜ ǎŜƎǳƛƳƛŜƴǘƻΣ 
supervisión y evaluación que permitan ajustar las modalidades de su operación o decidir sobre su cancelación, y 
procurar que sea el medio más eficaz y eficienǘŜ ǇŀǊŀ ŀƭŎŀƴȊŀǊ ƭƻǎ ƻōƧŜǘƛǾƻǎ ȅ ƳŜǘŀǎ ǉǳŜ ǎŜ ǇǊŜǘŜƴŘŜƴέΦ 

En síntesis, de los 338,343 de los elementos policiales en activo, en 2017, se capacitó al 55.0% (186,233); el 87.2% 
(295,140) acreditó los controles de confianza; 3.0% (10,231) calificó en competencias básicas, y el 10.6% (36,007) 
en desempeño, sin que el Secretariado contara con indicadores que le permitieran cuantificar en qué medida este 
conjunto de acciones contribuyó a fortalecer las instituciones de seguridad pública municipal de los 300 municipios 
beneficiarios del FORTASEG. 

Consecuencias Sociales 

En 2017, el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública operó de manera inercial y con 
deficiencias el programa U007, ya que si bien otorgó 4,971,700.0 miles de pesos (99.4%) de los 5,000,000.0 miles 
de pesos que se aprobaron en el PEF para la entrega a 300 municipios de las 32 entidades federativas, los 
resultados mostraron que el subsidio tuvo una baja cobertura, debido a que de los 338,343 elementos policiales 
en activo, en 2017, se capacitó al 55.0% (186,233); el 87.2% (295,140) acreditó los controles de confianza; 3.0% 
(10,231) calificó en competencias básicas, y el 10.6% (36,007) en desempeño; sin embargo, el ente fiscalizado 
desconoció si se está avanzando en la atención del problema público, debido a que no contó con indicadores que 
le permitieran medir su contribución al fortalecimiento de las instituciones de seguridad pública municipal, a fin 
de proteger a la población de los 300 municipios beneficiarios del FORTASEG. 
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Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinaron 9 observaciones, las cuales 4 fueron solventadas por la entidad fiscalizada antes de la integración 
de este informe. Las 5 restantes generaron: 8 Recomendaciones al Desempeño. 

Además, se generó 1 Sugerencia a la Cámara de Diputados. 

Dictamen  

En opinión de la ASF, en 2017, el SESNSP operó de manera inercial y con deficiencias el programa U007, ya que si 
bien otorgó 4,971,700.0 miles de pesos (99.4%) de los 5,000,000.0 miles de pesos que se aprobaron en el PEF para 
la entrega a 300 municipios de las 32 entidades federativas, los resultados mostraron que el subsidio tuvo una 
baja cobertura, debido a que de los 338,343 elementos policiales en activo, en 2017, se capacitó al 55.0% 
(186,233); el 87.2% (295,140) acreditó los controles de confianza; 3.0% (10,231) calificó en competencias básicas, 
y el 10.6% (36,007) en desempeño; además, el ente fiscalizado presentó deficiencias en la programación de sus 
metas en materia de evaluaciones de competencias básicas y de desempeño, ya que no consideró la capacidad 
operativa real y la asignación de recursos, tampoco previó el riesgo originado por el cambio en la metodología 
para evaluar, y presento fallas en el seguimiento para el cumplimiento de las metas establecidas en los convenios 
efectuados con los municipios beneficiarios; desconoció su contribución a mejorar las condiciones de seguridad 
pública, mediante el fortalecimiento de las instituciones de seguridad publica municipales, para reducir los niveles 
de delincuencia y violencia en los municipios apoyados, al no contar con indicadores que le permitieran medir el 
avance en el fortalecimiento de las instituciones de seguridad pública municipales, y careció de información 
confiable sobre los resultados obtenidos mediante la implementación del programa presupuestario U007. 

Con la fiscalización, la ASF coadyuvará a que el Secretariado Ejecutivo implemente mecanismos de 
corresponsabilidad, a efecto de que los subsidios otorgados contribuyan a fortalecer las instituciones de seguridad 
pública; así como mecanismos de control que le permitan disponer de un sistema de planeación de las actividades 
de capacitación y de las evaluaciones a los elementos policiales municipales, a fin de cubrir las necesidades de los 
municipios beneficiarios; dar seguimiento a los compromisos convenidos para la aplicación de las evaluaciones de 
control de confianza, competencias básicas y desempeño, con el propósito de dar cumplimiento a los objetivos y 
metas institucionales, y diseñar procedimientos y mecanismos que garanticen un sistema de información 
confiable, veraz y oportuno para la toma de decisiones. 

Sugerencias a la Cámara de Diputados 

Para que la Cámara de Diputados evalúe la pertinencia de revisar y, en su caso, modificar la Ley General del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública, a fin de incluir un apartado relativo a los subsidios que se otorgan en esta materia, 
en el que se establezcan mecanismos de corresponsabilidad entre los municipios beneficiarios y el Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a efecto de que los subsidios otorgados contribuyan a 
fortalecer las Instituciones de seguridad pública. 
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Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación 

Promover la Protección de los Derechos Humanos y Prevenir la Discriminación 

Auditoría de Desempeño: 2017-1-04EZQ-07-0031-2018 

31-GB 

 

Objetivo 

Fiscalizar la formulación, diseño, ejecución y evaluación de las políticas públicas en materia de prevención y 
eliminación de la discriminación, a fin de contribuir al respeto y la protección a los derechos humanos. 

Alcance 

El alcance de la auditoría comprendió la verificación del establecimiento del Sistema de Evaluación del 
Desempeño; las actividades de planeación, e implementación de las políticas en materia antidiscriminatoria; la 
coordinación en la suscripción de convenios con los tres órdenes de gobierno, organismos internacionales y 
organizaciones de la sociedad civil; la promoción y difusión del derecho a la no discriminación; la evaluación de las 
políticas públicas en materia de igualdad y no discriminación; la adopción de las políticas en materia 
antidiscriminatoria en las entidades y dependencias de la Administración Pública Federal; el avance en el 
cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible; los mecanismos de control y rendición de cuentas, y la 
aplicación de los recursos asignados. El alcance temporal de la revisión correspondió al ejercicio fiscal 2017. 

La auditoría se realizó de conformidad con la normativa aplicable a la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública y 
se utilizó la metodología establecida en los Criterios Metodológicos de la Auditoría Especial de Desempeño para 
asegurar el logro del objetivo y el alcance establecidos. Estos lineamientos son complementarios de la normativa 
institucional, y congruentes con los Principios Fundamentales de la Auditoría de Desempeño, de la INTOSAI. Los 
datos proporcionados por el ente fiscalizado fueron, en lo general, suficientes, de calidad, confiables y consistentes 
para aplicar todos los procedimientos establecidos y para sustentar los hallazgos y la opinión de la Auditoría 
Superior de la Federación sobre el cumplimiento de objetivos y metas del Programa presupuestario auditado. 

Antecedentes 

Para 2014, se reformó la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación (LFPED) con la cual el CONAPRED 
adquirió nuevas funciones, destacando su carácter como la instancia rectora de la APF en materia de igualdad y 
responsable de articular políticas públicas; se le incorporó la atribución de establecer actividades de igualación, 
nivelación y acciones afirmativas en favor de los grupos vulnerables. Además, se insertó una nueva cláusula 
antidiscriminatoria, se amplió el concepto de discriminación y se establecieron como vinculatorias las resoluciones 
del CONAPRED para particulares y servidores públicos federales. 

9ƴ нлмтΣ Ŝƴ Ŝƭ łǊōƻƭ ŘŜ ǇǊƻōƭŜƳŀ ǎŜ ƛŘŜƴǘƛŦƛŎƽ ǉǳŜ ƭƻ ǉǳŜ ǎŜ ōǳǎŎŀ ŀǘŜƴŘŜǊ Ŝǎ ƭŀ άŦǳŜǊǘŜ ŘƛǎŎǊƛƳƛƴŀŎƛƽƴ ŀ ŎƛŜǊǘƻǎ 
ƎǊǳǇƻǎέΣ ǎƛƴ ǉǳŜ ǎŜ ƛƴŘƛŎŀǊŀ ƭŀ ŎǳŀƴǘƛŦƛŎŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ ǇƻōƭŀŎƛƽƴ ǉǳŜ ǎŜ ŜƴŎƻƴǘǊŀōŀ Ŝƴ Ŝǎǘŀ ǎƛǘǳŀŎƛƽƴΦ Para atenderlo, 
ǎŜ ŀǳǘƻǊƛȊƽ Ŝƭ ǇǊƻƎǊŀƳŀ ǇǊŜǎǳǇǳŜǎǘŀǊƛƻ tлнп άtǊƻƳƻǾŜǊ ƭŀ ǇǊƻǘŜŎŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ƘǳƳŀƴƻǎ ȅ ǇǊŜǾŜƴƛǊ ƭŀ 
ŘƛǎŎǊƛƳƛƴŀŎƛƽƴέΣ ŀƭ Ŏǳŀƭ ǎŜ ƭŜ ŀǎƛƎƴŀǊƻƴ мрпΣролΦн ƳƛƭŜǎ ŘŜ ǇŜǎƻǎ Ŝƴ Ŝƭ tǊŜǎǳǇǳŜǎǘƻ ŘŜ 9ƎǊŜǎƻǎ ŘŜ ƭŀ CŜŘŜǊŀŎƛƽƴ 
2017, cuyo objetivo de ǇǊƻǇƽǎƛǘƻ ŦǳŜ ǉǳŜ άǘƻŘŀǎ ƭŀǎ ǇŜǊǎƻƴŀǎ Ŝƴ ǘŜǊǊƛǘƻǊƛƻ ƴŀŎƛƻƴŀƭ Ŝǎǘłƴ Ƴłǎ ƛƴŦƻǊƳŀŘŀǎ Ŝƴ 
ƳŀǘŜǊƛŀ ŘŜ ƭŀ ƛƎǳŀƭŘŀŘ ȅ ƴƻ ŘƛǎŎǊƛƳƛƴŀŎƛƽƴέΣ ȅ ŘŜ Ŧƛƴ Ŏƻƴǎƛǎǘƛƽ Ŝƴ άŎƻƴǘǊƛōǳƛǊ ŀ ƎŀǊŀƴǘƛȊŀǊ Ŝƭ ǊŜǎǇŜǘƻ ȅ ǇǊƻǘŜŎŎƛƽƴ 
de los derechos humanos, reducir la discriminación y la violencia contra las mujeres mediante un cambio cultural 
ǇŀǊŀ ǇƻǎƛŎƛƻƴŀǊ Ŝƭ ǘŜƳŀ ŘŜ ƭŀ ƴƻ ŘƛǎŎǊƛƳƛƴŀŎƛƽƴ ȅ ƭŀ ƛƎǳŀƭŘŀŘ Ŝƴ ƭŀ ǎƻŎƛŜŘŀŘέΣ ǎƛƴ ǉǳŜ Ŝƴ ƭŀ aLw ǎŜ ŜǎǇŜŎƛŦƛǉǳŜ ƭŀ 
población objetivo por atender.  

Resultados 

Los resultados de la auditoría mostraron que, en 2017, el CONAPRED formuló e implementó 11 proyectos de 
políticas públicas, el 100.0% de lo previsto en la Planeación Estratégica 2016-2019, dirigidos a los 18 grupos que 
se tienen identificados como vulnerables en tres ámbitos de actuación: 1) Planeación y Presupuestación; 2) 
Transformación del mundo del trabajo, y 3) Transformación cultural.  

En ese año, el ente fiscalizado no focalizó la formulación, coordinación, implementación y evaluación de la política 
pública antidiscriminatoria, debido a la falta de identificación y cuantificación de la población discriminada de los 
18 grupos vulnerables. Asimismo, el CONAPRED no contó con un programa de trabajo en el que se incluyeran y 
relacionaran los compromisos, las actividades, los indicadores para medir el logro de las metas programadas y 
alcanzadas, por lo que no fue posible constatar el cumplimiento de los objetivos y metas. Por lo anterior, el ente 



Grupo Funcional Gobierno 
 

 
35  

fiscalizado operó bajo un esquema de gestión de procesos administrativos basado en el cumplimiento de las 
disposiciones legales y normativas, en lugar de implementar la administración por resultados. 

En relación al diseño y ejecución, el CONAPRED diseñó seis objetivos y 242 estrategias establecidas en el Programa 
Nacional para la Igualdad y No Discriminación (PRONAIND) 2014-2018, en el cual se articula y orienta la gestión 
pública antidiscriminatoria de la Administración Pública Federal, sin que se elaborara el programa anual con 
objetivos, indicadores y metas para precisar su avance en 2017.  

Respecto de la implementación, se identificó que la entidad fiscalizada realizó el seguimiento a la certificación de 
la Norma Mexicana NMX-R-025-SCFI-2015 en Igualdad Laboral y no Discriminación, la verificación de la 
implementación del Mecanismo de Gestión Pública sin Discriminación y el monitoreo de las medidas de nivelación, 
inclusión y acciones afirmativas que las instancias reportaron al Consejo, sin que el conjunto de actividades se 
programaran. Se constató que las 32 entidades federativas contaron con una ley antidiscriminatoria para 2017; 
que 26 estados incorporaron en sus constituciones la cláusula antidiscriminatoria y que 28 realizaron la tipificación 
de la discriminación como un delito en sí misma y como agravante de otros delitos en los códigos penales, sin que 
se reportara avance para 2017. Debido a que los Congresos de cada estado son los facultados para llevar a cabo 
esta labor, los resultados en esta materia no son directamente imputables al CONAPRED. 

En materia de coordinación, se verificó que la entidad fiscalizada suscribió 18 convenios respecto del derecho a la 
no discriminación; realizó ocho actividades para la coordinación y cooperación con instancias académicas, 
organizaciones de la sociedad civil e instituciones públicas; y ejecutó cuatro acciones de seguimiento, con el objeto 
de consolidar y fortalecer su alianza con instituciones de otros países y con organismos regionales e 
internacionales, sin que se incluyera en su programa anual. 

En cuanto a la evaluación, el CONAPRED superó la meta en 40.0% al realizar siete de las cinco evaluaciones 
programadas en materia del fenómeno discriminatorio para el diseño de políticas públicas; y efectuó la evaluación 
de proceso al Programa Nacional para la Igualdad y No Discriminación (PRONAIND) 2014-2018, sin que se pudiera 
identificar en qué medida se mejoró la operación de la política pública. 

Consecuencias Sociales 

9ƴ нлмтΣ ƳŜŘƛŀƴǘŜ Ŝƭ ǇǊƻƎǊŀƳŀ ǇǊŜǎǳǇǳŜǎǘŀǊƛƻ tлнп άtǊƻƳƻǾŜǊ ƭŀ ǇǊƻǘŜŎŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ ŘŜǊŜŎƘƻǎ ƘǳƳŀƴƻǎ ȅ ǇǊŜǾŜƴƛǊ 
ƭŀ ŘƛǎŎǊƛƳƛƴŀŎƛƽƴέΣ ŀ ŎŀǊƎƻ ŘŜƭ /ƻƴǎŜƧo Nacional para Prevenir la Discriminación mostró una coordinación 
incipiente para formular, promover y evaluar la adopción de políticas públicas para prevenir la discriminación, 
debido a la falta de un programa anual con objetivos, indicadores y metas para la coordinación, incorporación de 
contenidos en medios de comunicación, realización de eventos de promoción cultural, impartición de actividades 
educativas, evaluación y verificación de la adopción de políticas públicas, porque operó bajo un esquema de 
gestión por procesos administrativos en lugar de haber implementado la administración por resultados, lo cual 
impidió valorar en qué medida se contribuyó a atender el problema público relacionado con la fuerte 
discriminación de los 18 de grupos en situación de vulnerabilidad. 

Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinaron 7 observaciones las cuales fueron solventadas por la entidad fiscalizada antes de la integración 
de este informe. 

Dictamen  

En opinión de la ASF, la conducción de la política antidiscriminatoria presentó deficiencias, ya que, en 2017, el 
CONAPRED, mediante la ejecución del programa P024, mostró una limitada focalización para formular, 
implementar y evaluar la adopción de políticas públicas para prevenir la discriminación, debido a que no cuantificó 
la población de los 18 grupos que se tienen identificados como vulnerables. Asimismo, el ente fiscalizado careció 
de un programa anual con objetivos, indicadores y metas sobre la implementación, coordinación, incorporación 
de contenidos en medios de comunicación, realización de eventos de promoción cultural, impartición de 
actividades educativas, evaluación y verificación de la adopción de políticas públicas, porque operó bajo un 
esquema de gestión por procesos administrativos en lugar de haber implementado la administración por 
resultados, por lo que no es posible determinar la atención del problema público. 

Como resultado de la fiscalización, la ASF coadyuvó a que el CONAPRED identifique y cuantifique a la población 
objetivo para la cual debe  formular, promover y evaluar la adopción de políticas públicas orientadas a prevenir la 
discriminación de la población; y que establezca la administración por resultados para dar cumplimiento a lo 
establecido en la Ley General de Contabilidad Gubernamental y la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, ya que en su programa anual de trabajo incluyo objetivos, indicadores y metas anuales, respecto de 
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los compromisos marcados en los programas de planeación de mediano plazo y de sus obligaciones normativas, e 
implementó mecanismos de control que le permitan disponer de información para cuantificar la población por 
atender, así como contar con información suficiente, confiable y pertinente en materia de discriminación, en 
cumplimiento de los objetivos y metas institucionales. 
 

 
  



Grupo Funcional Gobierno 
 

 
37  

Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

Asignaciones y Contratos de Exploración y Extracción de Hidrocarburos 

Auditoría Cumplimiento Financiero: 2017-0-06100-15-0034-2018 

34-GB 

 

Objetivo 

Fiscalizar la gestión financiera para comprobar que los ingresos derivados de las asignaciones y contratos de 
exploración y extracción de hidrocarburos se distribuyeron a los destinos previstos en ley, así como el cálculo y 
pago de las contraprestaciones a favor de los contratistas, el registro contable de los recursos distribuidos y 
pagados, su presentación en los estados financieros y en la Cuenta Pública, de conformidad con las disposiciones 
legales y normativas. 

 
Alcance 
 

 EGRESOS   
 Miles de Pesos   
Universo Seleccionado 442,891,134.1   
Muestra Auditada 442,891,134.1   
Representatividad de la Muestra 100.0%   

 

Se revisó el 100.0% de los egresos por las transferencias realizadas por el Fondo Mexicano del Petróleo para la 
Estabilización y el Desarrollo (FMPED) por 442,891,134.1 miles de pesos, conformados por 442,879,753.9 miles de 
pesos destinados a los fines establecidos en el Título Quinto de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria y 11,380.2 miles de pesos por contraprestaciones pagadas a los contratistas, previstas en el artículo 4, 
párrafo primero, de la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos. 

Además, de los 6,335 registros de costos, gastos e inversiones por 388,761.0 miles de dólares, enviados al FMPED 
por los contratistas de tres contratos de producción compartida para la determinación de la contraprestación a su 
favor, se revisaron 479 registros por 23,683.9 miles de dólares, el 6.1%.  

Antecedentes 

El 30 de septiembre de 2014 fue constituido el Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo 
(FMPED) como un fideicomiso público del Estado, por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, como 
fideicomitente, y el Banco de México, como institución fiduciaria, cuyo objeto es recibir, administrar, invertir y 
distribuir los ingresos de las asignaciones y los contratos para la exploración y extracción de hidrocarburos, con 
excepción de los impuestos. 

En el artículo 2 de la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos se establece que el Estado Mexicano percibirá ingresos 
por las actividades de exploración y extracción de hidrocarburos: por contrato, las contraprestaciones a favor del 
Estado, y por asignaciones, los derechos por la Utilidad Compartida, de Extracción de Hidrocarburos y de 
Exploración de Hidrocarburos. 

Conforme a los artículos 15, párrafo primero, y 18 de la Ley de Hidrocarburos, el Estado, por conducto de la 
Comisión Nacional de Hidrocarburos, suscribe contratos para la exploración y extracción de hidrocarburos bajo las 
modalidades de licencia, utilidad compartida y producción compartida13.  

Para los efectos de la distribución de los recursos recibidos por el FMPED, el artículo 16, fracción II, de la Ley del 
Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo, el Título Quinto de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y su contrato constitutivo establecen que el fiduciario realizará 
transferencias ordinarias a los destinos siguientes: 

¶ Fondo de Estabilización de los Ingresos Presupuestarios. 

                                                                        

13  En 2017, se pagaron contraprestaciones a favor de los contratistas bajo las modalidades de licencia y de producción 
compartida. 
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¶ Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas. 

¶ Fondo de Extracción de Hidrocarburos. 

¶ Fondos sectoriales CONACYT-Secretaría de Energía-Hidrocarburos y CONACYT-Secretaría de Energía-
Sustentabilidad Energética; así como fondos de investigación científica y desarrollo tecnológico de institutos 
de investigación en materia de hidrocarburos. 

¶ Tesorería de la Federación (TESOFE), para cubrir los costos de fiscalización en materia petrolera de la 
Auditoría Superior de la Federación. 

¶ TESOFE, para cubrir el Presupuesto de Egresos de la Federación hasta por el 4.7% del Producto Interno Bruto. 

¶ Municipios colindantes con la frontera o litorales por los que se realice materialmente la salida del país de 
los hidrocarburos. 

Asimismo, de acuerdo con el artículo 4, párrafo primero, de la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos, las 
contraprestaciones que se establezcan en los contratos se calcularán y entregarán al Estado y a los contratistas 
conforme a los mecanismos previstos en cada contrato, y el artículo 6, apartado B, de la misma ley señala que los 
contratos de licencia establecerán como contraprestaciones a favor del contratista, la transmisión onerosa14 de 
los hidrocarburos una vez extraídos del subsuelo.  

En el caso de los contratos bajo la modalidad de producción compartida, el contratista recibe como 
contraprestaciones la recuperación del equivalente de los costos, gastos e inversiones reconocidos, de acuerdo 
con el límite de recuperación, así como el remanente de la utilidad operativa, en efectivo o en especie15, de 
conformidad con el artículo 12, fracción II, de la ley citada y el numeral 9.1 del "Procedimiento para determinar 
las contraprestaciones del Estado y del contratista" del anexo 3 de los contratos.  

Para determinar la contraprestación referente a la recuperación de costos, gastos e inversiones se debe considerar 
el monto que resulte menor entre los costos, gastos e inversiones reconocidos en el periodo y el límite de 
recuperación, que es equivalente al 60.0% del valor contractual de los hidrocarburos aplicable en cada periodo 
(mes). Los costos, gastos e inversiones que excedan el límite serán acreditables en los periodos subsecuentes. 

Resultados 

1. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) presentó la estimación de los ingresos petroleros por 
386,901,800.0 miles de pesos para el cálculo de las transferencias al Fondo Mexicano del Petróleo para la 
Estabilización y el Desarrollo (FMPED) de 2017, excepto la estimación correspondiente al Impuesto sobre la 
Renta (ISR), de la cual, en el transcurso de la auditoría y con motivo de la intervención de la ASF, informó 
que a partir de 2019 realizará los pronósticos de la recaudación por el ISR que se genere por los contratos 
de las actividades de exploración y extracción de hidrocarburos, de acuerdo con el porcentaje del Producto 
Interno Bruto (PIB) que haya representado esa recaudación a partir del año 2015, con lo que se solventa lo 
observado. 

2. Se constató que el cálculo de las transferencias ordinarias, por 442,873,988.4 miles de pesos, más las 
transferencias complementarias de 2015 por 540.2 miles de pesos, que totalizaron 442,874,528.6 miles de 
pesos, su envío a la SHCP y su distribución a los destinos previstos por la ley, fueron correctos, de acuerdo 
con lo siguiente: 

  

                                                                        

14 Se refiere a la entrega del volumen de los hidrocarburos producidos durante un periodo, en los términos de los contratos.  

15 Proporción de la producción contractual de hidrocarburos, equivalente al valor de las contraprestaciones.  
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DETERMINACIÓN DE LAS TRANSFERENCIAS ORDINARIAS, 2017 
(Miles de pesos) 

Concepto Ingresos petroleros 
Factor / 

Porcentaje1/ 
Parcial Resultado 

Fondo de Estabilización de los Ingresos 
Presupuestarios 386,901,800.0 0.022   8,511,839.6 
Fondo de Estabilización de los Ingresos de las 
Entidades Federativas 386,901,800.0 0.0064  2,476,171.5 
Fondo de Extracción de Hidrocarburos2/ 386,901,800.0 0.0084   3,250,482.9 
Fondos sectoriales y de investigación: 386,901,800.0 0.0065   2,514,861.7 

¶ Fondo Sectorial CONACYT-Secretaría 
de Energía-Hidrocarburos3/ 2,514,861.7 65.0% 1,634,660.1  

¶ Fondo Sectorial CONACYT-Secretaría 
de Energía-Sustentabilidad 
Energética3/ 2,514,861.7 20.0 % 502,972.3   

¶ Fondo de Investigación Científica y 
Desarrollo Tecnológico del Instituto 
Mexicano del Petróleo FICDT-IMP3/ 2,514,861.7 15.0 % 377,229.3   

TESOFE para destinar a la ASF para cubrir los 
costos de fiscalización en materia petrolera 4/ 386,901,800.0 0.000054   22,231.2 
Municipios colindantes con la frontera o 
litorales por los que se realice materialmente 
la salida del país de los hidrocarburos5/ 386,901,800.0 0.00051   197,352.3 

           Subtotal    16,972,939.2 
TESOFE para cubrir el Presupuesto de 
Egresos de la Federación    425,901,589.4 
             Suma6/    442,874,528.6 

FUENTE: Oficio número 349-B-519 del 20 de diciembre de 2016 de la Unidad de Política de Ingresos no Tributarios; oficios del 
FMPED a la TESOFE y estados de cuenta del FMPED, proporcionados por el BANXICO, así como el Título Quinto de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

1/  Factores y porcentajes aplicables a los ingresos petroleros conforme al Título Quinto de la Ley Federal de Presupuesto 
y Responsabilidad Hacendaria. 

2/   Los 3,250,482.9 miles de pesos incluyen 507.8 miles de pesos de 2015. 

3/   Los 2,514,861.7 miles de pesos son el resultado de multiplicar los 386,901,800.0 miles de pesos por el factor de 0.0065 
como lo señala el artículo 88 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

4/  Los 22,231.2 miles de pesos incluyen 6,561.6 miles de pesos correspondientes al último trimestre de 2016, pagados en 
enero de 2017 y 15,669.5 miles de pesos de las transferencias de los tres primeros trimestres de 2017 efectuadas ese 
mismo año. 

5/  Los 197,352.3 miles de pesos incluyen 32.3 miles de pesos de 2015. 

6/  La diferencia por 5,225.3 miles de pesos entre los 442,874,528.6 miles de pesos que transfirió la SHCP a los destinos 
previstos, con los 442,879,753.9 miles de pesos que envió el FMPED a la SHCP se debe al flujo de efectivo, como se 
detalla en el resultado núm. 6 del informe. 

CONACYT: Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología. 

FICDT: Fondo de Investigación Científica y Desarrollo Tecnológico. 

IMP: Instituto Mexicano del Petróleo. 

TESOFE: Tesorería de la Federación. 

ASF: Auditoría Superior de la Federación. 

FMPED: Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo. 

BANXICO: Banco de México. 

3. El FMPED contó con el sistema informático para la administración de los aspectos financieros de los 
contratos de exploración y extracción de hidrocarburos, denominado Sistema de Información para los Pagos 
de las Asignaciones y Contratos de Hidrocarburos (SIPAC). 

4. La producción registrada en el SIPAC correspondiente a 21 contratos bajo la modalidad de licencia, coincidió 
con la formalizada en las actas y con los certificados de pago. De los cinco contratos bajo la modalidad de 
producción compartida, se constató que de uno de pago en especie los volúmenes registrados en el SIPAC 
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coinciden con los contenidos en los certificados de pago y en las actas, de otro de pago en especie la CNH 
ajustó los volúmenes, por lo que una vez efectuada la adecuación en el SIPAC, los volúmenes correctos 
fueron considerados en el certificado de pago y de tres con pago en efectivo los volúmenes registrados en 
el SIPAC coincidieron con las facturas y las actas. 

5. El cálculo del precio contractual y de la contraprestación en efectivo por 2,434.9 miles de dólares, 
equivalentes a 45,447.3 miles de pesos16, de los 3 contratos de exploración y extracción de hidrocarburos 
números CNH-R01-L02-A1/2015, CNH-R01-L02-A2/2015 y CNH-R01-L02-A4/2015, bajo la modalidad de 
producción compartida, se realizó de conformidad con el anexo 3 "Procedimientos para determinar las 
contraprestaciones del Estado y del contratista" de esos contratos  

6. De la revisión del soporte documental de 479 registros de costos de un total de 6,337 registros, el 6.1%, de 
los contratos de producción compartida números CNH-R01-L02-A1/2015, CNH-R01-L02-A2/2015 y CNH-R01-
L02-A4/2015, se concluyó que: 

a) Para 45 registros se realizó la conversión de moneda nacional a dólares con el tipo de cambio del día del 
pago, no obstante que de conformidad con el numeral 11 de los "Lineamientos para la elaboración y 
presentación de los costos, gastos e inversiones; la procura de bienes y servicios en los contratos y 
asignaciones; la verificación contable y financiera de los contratos, y la actualización de regalías en contratos 
y del derecho de extracción de hidrocarburos" (Lineamientos) y la NIF-B15, debieron de efectuarse en la 
Moneda de Registro, aplicando el tipo de cambio de la fecha de la transacción. De 49 registros no fue posible 
identificar la fecha a la cual correspondió el tipo de cambio. 

b) En 7 registros no se contó con los Comprobantes Fiscales Digitales por Internet (CFDI), pedimento de 
importación o comprobante de proveedor en el extranjero, 18 difieren con el CFDI, de 2 no se identificó el 
monto en el CFDI, 119 no contaron con el comprobante de pago y de uno el pago superó el monto registrado, 
no obstante que de conformidad con el numeral 10, fracciones I a la V, de los Lineamientos se establece que 
la información y documentación relacionada con los costos deberán contener, según el caso, el CFDI, 
pedimentos aduanales, contratos, comprobante de pago (transferencias y/o cheques) y comprobante de 
proveedor residente en el extranjero. 

c) De 26 registros, cuyo CFDI se emitió con posterioridad al mes en que se elaboraron los registros, el numeral 
6 de los Lineamientos señala que los costos relacionados con el objeto del contrato deben registrarse en el 
periodo en que se realicen, es decir, en el mes en que se emite el CFDI. 

d) De un registro por concepto de propaganda y publicidad, de acuerdo con el numeral 15, fracción XXVIII, de 
los Lineamientos, no se considera elegible y por ende recuperable. 

e) De 17 registros que incluyeron el IVA, de conformidad con el artículo 1, párrafos primero y segundo, de la 
Ley del Impuesto al Valor Agregado, no debió considerarse, al no formar parte del bien o servicio recibido. 

Lo expuesto no incidió en el importe de recuperación de los costos ni en el cálculo de la contraprestación a favor 
del contratista, ya que de los 479 registros revisados por 23,683.9 miles de dólares, fueron 217 registros por 
2,405.3 miles de dólares, el 10.2%, que no cumplieron con las características para ser elegibles en el periodo en el 
que fueron registrados y el límite de recuperación fue de 2,182.6 miles de dólares. 

La SHCP, en el transcurso de la auditoría y con motivo de la intervención de la ASF, proporcionó el oficio del 12 de 
septiembre de 2018, mediante el cual la Unidad de Ingresos sobre Hidrocarburos informó que, el Plan de 
Verificación 2018-2019 se presentó al Comité de Evaluación y Seguimiento de las Labores de Verificación el 27 de 
ŀƎƻǎǘƻ ŘŜ нлмуΣ ȅ ŎƻƳǇǊŜƴŘŜ Ŝƭ ǇǊƻȅŜŎǘƻ ŘŜ ά/ƻƳǇŜƴŘƛƻ ŘŜ /ǊƛǘŜǊƛƻǎέΣ Ŝƭ Ŏǳŀƭ ǎŜ ǇǳōƭƛŎƽ Ŝƴ ƭŀ ǇłƎƛƴŀ ŘŜ ƭŀ {I/t 
ŎƻƳƻ ά/ƻƳǇƛƭŀŎƛƽƴ ŘŜ ƻǇƛƴƛƻƴŜǎ Ŝƴ ƳŀǘŜǊƛŀ ŘŜ /ƻƴǘǊŀǘƻǎ ȅ !ǎƛƎƴŀŎƛƻƴŜǎ ŘŜ ƭŀ ¦L{IέΣ Ŝƴ Ŝƭ ƳŜǎ ŘŜ ǎŜǇǘƛŜƳōǊŜ ŘŜ 
2018, que tiene considerados los criterios contables y normativos de aplicabilidad general para el registro de 
costos, gastos e inversiones, a fin de facilitar y dar certidumbre a los Contratistas de cómo deberán registrar los 
Costos recuperables; asimismo, informó que de esta forma pretenden fortalecer las acciones que aseguren que 
los registros de costos, gastos e inversiones que se mantienen en la cuenta operativa cumplan con los requisitos 
establecidos en la normatividad aplicable para ser considerados elegibles y recuperables, con lo que se solventa 
lo observado. 

                                                                        

16  El tipo de cambio aplicado es el publicado en el Diario Oficial de la Federación en la fecha del registro en la contabilidad 
del FMPED. 
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7. El Manual de Procedimientos de la Unidad de Ingresos sobre Hidrocarburos no contiene la frecuencia de las 
verificaciones durante la vigencia de los contratos, o la forma de programarlas para que sean constantes.  

La SHCP, en el transcurso de la auditoría y con motivo de la intervención de la ASF, proporcionó el oficio del 
12 de septiembre de 2018, mediante el cual la Unidad de Ingresos sobre Hidrocarburos informó que 
presentará ante la Dirección General Adjunta de Planeación y Estudios Organizacionales, una propuesta de 
adición al Manual de Procedimientos de la Unidad de Ingresos sobre Hidrocarburos; a efecto de añadir 
dentro del Proceso 314.о ά!ǳŘƛǘƻǊƝŀ ȅ ±ƛǎƛǘŀ ǇŀǊŀ ƭŀ ǾŜǊƛŦƛŎŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ ŀǎǇŜŎǘƻǎ ŎƻƴǘŀōƭŜǎ ȅ ŦƛƴŀƴŎƛŜǊƻǎ ŘŜ 
ƭƻǎ ŎƻƴǘǊŀǘƻǎ ǇŀǊŀ ƭŀ ŜȄǇƭƻǊŀŎƛƽƴ ȅ ŜȄǘǊŀŎŎƛƽƴ ŘŜ ƘƛŘǊƻŎŀǊōǳǊƻǎέ ǳƴ ƴǳŜǾƻ ǇǊƻŎŜŘƛƳƛŜƴǘƻ ǉǳŜ ŘŜǎŎǊƛōŀ ƭŀǎ 
actividades a realizar para la elaboración y aprobación del Plan de Verificación Anual, mismo que deberá 
cumplir con las siguientes características: llevar a cabo auditorías de manera oportuna con base en objetivos 
de recaudación secundaria y haciendo uso pleno de los recursos disponibles con los que la Unidad cuenta 
para las labores de verificación, a fin de cumplir con el objetivo de ejecutar las verificaciones con economía 
y eficiencia, con lo que se solventa lo observado. 

8. Se comprobó que el FMPED, por conducto de la CNH, emitió 169 certificados de pago en especie, como 
sigue: 

a) 160 certificados para 21 contratos de licencia que ampararon 632,231 barriles de petróleo crudo, 31,563 
barriles de condensados y 13,037,424 MMBtu de gas natural, por 61,347.8 miles de dólares, equivalentes a 
1,145,882.7 miles de pesos. 

b) Nueve certificados para dos contratos de producción compartida que ampararon 5,511,830 barriles de 
petróleo crudo, 13,036 barriles de condensados y 1,122,545 MMBtu de gas natural, por 255,057.3 miles de 
dólares, equivalentes a 4,719,284.8 miles de pesos. 

Además, realizó pagos en efectivo de tres contratos de producción compartida por 2,434.9 miles de dólares, 
equivalentes a 45,464.1 miles de pesos. 

9. Las transferencias ordinarias por 442,874,528.6 miles de pesos y el pago de las contraprestaciones a los 
contratistas por 11,380.2 miles de pesos fueron registrados en la contabilidad, informados en el Estado de 
Actividades del FMPED y reportados en la Cuenta Pública 2017. 

Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinaron 2 observaciones las cuales fueron solventadas por la entidad fiscalizada antes de la integración 
de este informe. 

Dictamen  

El presente dictamen se emite el 16 de octubre de 2018, fecha de conclusión de los trabajos de auditoría, la cual 
se practicó sobre la información proporcionada por las entidades fiscalizadas y de cuya veracidad son 
responsables. Con base en los resultados obtenidos en la auditoría practicada, cuyo objetivo fue fiscalizar la 
gestión financiera para comprobar que los ingresos derivados de las asignaciones y contratos de exploración y 
extracción de hidrocarburos se distribuyeron a los destinos previstos en ley, así como el cálculo y pago de las 
contraprestaciones a favor de los contratistas, el registro contable de los recursos distribuidos y pagados, su 
presentación en los estados financieros y en la Cuenta Pública, de conformidad con las disposiciones legales y 
normativas, y específicamente respecto de la muestra revisada que se establece en el apartado relativo al alcance, 
se concluye que, en términos generales, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el Banco de México, Pemex 
Exploración y Producción y la Comisión Nacional de Hidrocarburos cumplieron con las disposiciones legales y 
normativas que son aplicables en la materia, debido a lo siguiente: 

- Se realizaron las transferencias provenientes del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el 
Desarrollo por 442,874,528.6 miles de pesos para los fines previstos en el Título Quinto de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

- Se determinaron y pagaron contraprestaciones en especie de 21 contratos de licencia por 632,231 barriles 
de petróleo crudo, 31,563 barriles de condensados y 13,037,424 millones de unidades térmicas británicas 
(MMBtu) de gas natural, con valor de 61,347.8 miles de dólares, equivalentes a 1,145,882.7 miles de pesos, 
y de dos contratos de producción compartida por 5,511,830 barriles de petróleo crudo, 13,036 barriles de 
condensados y 1,122,545 MMBtu de gas natural, con valor de 255,057.3 miles de dólares, equivalentes a 
4,719,284.8 miles de pesos.  
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- Se determinaron y pagaron contraprestaciones en efectivo de tres contratos de producción compartida por 
2,434.9 miles de dólares, equivalentes a 45,464.1 miles de pesos. 
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Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

Deuda del Gobierno Federal 

Auditoría Cumplimiento Financiero: 2017-0-06100-15-0037-2018 

37-GB 

 

Objetivo 

Fiscalizar la gestión financiera para comprobar que en las operaciones de autorización, emisión, colocación, 
contratación, amortización, costo financiero y aplicación de la deuda, así como para su registro y presentación en 
los estados financieros y en la Cuenta Pública, se cumplió con las disposiciones legales y normativas. 
Alcance 
 

 INGRESOS EGRESOS  
 Miles de Pesos Miles de Pesos  
Universo Seleccionado 1,928,951,817.5 2,105,904,829.5  
Muestra Auditada 564,389,672.3 712,487,513.1  
Representatividad de la Muestra 29.3% 33.8%  

El universo de ingresos por 1,928,951,817.5 miles de pesos corresponde al total de financiamientos del Gobierno 
Federal y se conforma por 1,796,573,504.4 miles de pesos de deuda interna y 132,378,313.1 miles de pesos de 
deuda externa. Se revisó una muestra de 564,389,672.3 miles de pesos, el 29.3%, que se integra de valores 
gubernamentales, por 470,117,392.4 miles de pesos, equivalentes al 24.4%, y por emisión de bonos en los 
mercados internacionales de capital la cantidad de 94,272,279.9 miles de pesos, el 4.9%. 

El universo de egresos por 2,105,904,829.5 miles de pesos, se integra por las amortizaciones de deuda interna y 
externa por 1,731,967,956.3 miles de pesos y costo financiero por 373,936,873.2 miles de pesos. Se revisó una 
muestra de 712,487,513.1 miles de pesos, el 33.8%, que se conforma de amortizaciones por 662,865,233.1 miles 
de pesos, 31.5%, y por costo financiero el monto de 49,622,280.0 miles de pesos, el 2.3%. 

La muestra de los ingresos y egresos se determinó por estratificación, para lo cual el universo de las operaciones 
se separó en segmentos homogéneos por tipo de deuda (interna y externa), y por tipo de crédito (valores 
gubernamentales, emisión de bonos en el mercado externo y otros financiamientos), una vez efectuada la 
separación, se realizó una selección aleatoria simple. 

Antecedentes 

De acuerdo con los Lineamientos Generales de Política de Deuda Pública del Plan Anual de Financiamiento de 
2017, emitido por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), los objetivos de la política de deuda pública 
para 2017 fueron los siguientes: 

a) En congruencia con la estrategia de consolidación fiscal, se buscará cubrir las necesidades de financiamiento 
del Gobierno Federal a costos reducidos, a un horizonte de largo plazo y con un bajo nivel de riesgo. 

b) Preservar la diversidad del acceso al crédito en diferentes mercados. 

c) Promover el desarrollo de mercados líquidos y profundos, con curvas de rendimiento que faciliten el acceso 
al financiamiento a una amplia gama de agentes económicos públicos y privados. 

Para alcanzar los objetivos de la política de deuda pública se establecieron, entre otras, las líneas de acción 
siguientes: 

1. Financiar las necesidades de recursos del Gobierno Federal en su mayor parte mediante endeudamiento 
interno, con el fin de mantener una estructura de deuda en la que predominaran los pasivos denominados 
en moneda nacional. Para ello, se buscaría realizar las operaciones de financiamiento interno bajo 
condiciones de mercado, procurando disminuir el riesgo de refinanciamiento y de tasa de interés, así como 
con flexibilidad para adaptar la estrategia de colocación a las condiciones financieras prevalecientes. 

2. Utilizar de manera complementaria el crédito externo cuando las condiciones en los mercados 
internacionales fueran favorables y permitieran diversificar las fuentes de financiamiento. 



Informe Individual del Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 2017 
 

44 

3. Realizar operaciones de manejo de pasivos que incrementaran la eficiencia del portafolio de deuda, al 
ajustarlo a las condiciones financieras prevalecientes en los mercados para reducir los riesgos a los que está 
expuesto. 

4. Desarrollar las referencias y las curvas de rendimiento, tanto en los mercados internos como externos. 

Resultados 

1. En el Plan Anual de Financiamiento 2017, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) informó que las 
necesidades brutas de recursos del Gobierno Federal ascenderían a 7.8% del Producto Interno Bruto (PIB), 
por lo que estimó necesidades de financiamiento para 2017 de 1,584,740,200.0 miles de pesos y cubrió 
1,928,951,817.5 miles de pesos, monto superior en 344,211,617.5 miles de pesos, el 21.7%, toda vez que se 
constató que se aplicaron recursos adicionales a los estimados provenientes del Remanente de Operación 
del Banco de México para amortización de deuda contraída en años anteriores y reducir el endeudamiento, 
así como recursos para permutas y recompras, conceptos que totalizaron 389,775,882.1 miles de pesos.  

La variación por 45,564,264.6 miles de pesos, corresponde a una parte de los ingresos adicionales utilizados 
para cubrir las amortizaciones estimadas del ejercicio 2017. 

2. La SHCP ejecutó las estrategias de endeudamiento interno y externo previstas en los Criterios Generales de 
Política Económica y en el Plan Anual de Financiamiento de 2017, mediante la colocación de valores 
gubernamentales por un total de 2,748,297,082.7 miles de pesos, en la que se identificaron 949 operaciones, 
220 de bonos a tasa fija, 149 de Udibonos, 470 de CETES y 110 de BONDES D, así como con operaciones de 
refinanciamiento de pasivos mediante permutas y recompras en el mercado interno con un valor nominal 
de 305,377,810.3 miles de pesos y la emisión de bonos en los mercados internacionales de capital por 
5,030,415.0 miles de dólares, equivalentes a 94,272,279.9 miles de pesos, con las que se cubrieron por 
anticipado amortizaciones de deuda externa programadas de 2019 a 2025. 

3. Al cierre de 2017, la SHCP presentó el saldo de la deuda bruta por 7,722,185,541.1 miles de pesos, lo que 
representó un incremento de 4,755,855,957.0 miles de pesos, el 160.3%, en relación con el ejercicio 2008, 
en el cual fue de 2,966,329,584.1 miles de pesos; asimismo, en comparación con el saldo de la deuda de 
2016 por 7,447,963,862.8 miles de pesos, se muestra un incremento de 274,221,678.2 miles de pesos el 
3.7%. 

Asimismo, al comparar la deuda bruta del Gobierno Federal como proporción del Producto Interno Bruto (PIB), 
resulta lo siguiente: 

 
COMPARACIÓN DE LA DEUDA BRUTA DEL GOBIERNO FEDERAL  

COMO PROPORCIÓN DEL PIB 

 

FUENTE: Política de Deuda de la Cuenta Pública de los 2008 a 2012 y Resultados 
Generales de la Deuda Pública de la Cuenta Pública del periodo 2013 a 2017. 
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En 2008 el 19.8% del PIB correspondió a deuda interna y el 4.7% a la deuda externa, en los años posteriores de 
2009 al 2016 se mantuvo entre 22.1% y 27.2% para la deuda interna y 5.4% al 8.8% para la deuda externa, mientras 
que en 2017 la deuda total representó el 35.5% del PIB, menor en 0.4% que el 35.9% de 2016. 

4.  La SHCP realizó el manejo de los riesgos del portafolio de pasivos previsto en la política de deuda, al cubrir 
las necesidades de financiamiento en mayor proporción mediante endeudamiento interno y con 
instrumentos de largo plazo e interés fijo, ya que del saldo por 7,722,185,541.1 miles de pesos, el 76.7% por 
5,920,166,818.1 miles de pesos fue de deuda interna y el 23.3% por 1,802,018,723.0 miles de pesos de deuda 
externa, y a su vez el saldo de los valores gubernamentales con tasa fija por 4,854,536,790.8 miles de pesos 
representó el 82.0% del saldo de la deuda interna. 

 
SALDO DE LA DEUDA PÚBLICA DEL GOBIERNO FEDERAL, 2017 

(Miles de pesos) 

Concepto 
Saldo al 

31-Dic-2016  
Disposiciones 

1/ 

Amortizaciones 
1/ 

Ajustes 2/ 
Saldo al 

31-Dic-2017  

Valores Gubernamentales 4,915,318,233.0 1,549,658,003.4 1,228,749,965.0 89,804,919.8 5,326,031,191.2 

Empresas Productivas3/ 298,719,947.6 0.0 1,512,301.3 0.0 297,207,646.3 

Otros Financiamientos4/ 406,307,159.8 246,915,501.0 374,740,001.1 18,445,320.9 296,927,980.6 

Suma Deuda Interna 5,620,345,340.4 1,796,573,504.4 1,605,002,267.4 108,250,240.7 5,920,166,818.1 

      

Emisión de Bonos 1,273,515,894.0 94,272,279.9 109,937,672.2 9,574,961.6 1,248,275,540.1 
Comercio Exterior 38,864,034.0 32,038,041.2 3,017,301.5 24,607,543.7 43,277,230.0 
hCLΩǎ5/ 515,238,594.4 6,067,992.0 14,010,715.2 -3,170,081.7 510,465,952.9 

Suma Deuda Externa 1,827,618,522.4 132,378,313.1 126,965,688.9 31,012,423.6 1,802,018,723.0 

      

Total 7,447,963,862.8 1,928,951,817.5 1,731,967,956.3 139,262,664.3 7,722,185,541.1 

FUENTE: Información de las colocaciones y amortizaciones de la deuda pública interna y externa del Gobierno Federal 
para el ejercicio 2017, proporcionada por la Unidad de Crédito Público de la SHCP. 

1/ Las disposiciones y amortizaciones no incluyen 1,198,639,079.3 miles de pesos que corresponden a CETES 
colocados y amortizados durante 2017, por lo que la SHCP registró montos netos, de conformidad con el 
artículo 283 A del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

2/ Los ajustes de deuda interna por 108,250,240.7 miles de pesos corresponden al efecto de la inflación y de 
deuda externa por 31,012,423.6 miles de pesos a la variación del dólar respecto de otras monedas en que 
se encuentra contratada. 

3/ Corresponde a la asunción de obligaciones de pago de pensiones y jubilaciones a cargo de PEMEX y sus 
empresas productivas subsidiarias. 

4/ Corresponde a las obligaciones asociadas a la Nueva Ley del ISSSTE, al fondo del Sistema de Ahorro para el 
Retiro y a los arrendamientos financieros de bienes inmuebles del Gobierno Federal. 

5/ hCLΩǎΦ- Organismos Financieros Internacionales. 
 

 

5. El Gobierno Federal, por conducto de la SHCP, no rebasó el endeudamiento neto de 609,465,320.0 miles de 
pesos autorizado por el Congreso de la Unión, debido a que registró un endeudamiento de 196,983,861.2 
miles de pesos, menor en 412,481,458.8 miles de pesos, el 209.4%, toda vez que utilizó recursos 
provenientes del 70.0% del Remanente de Operación del Banco de México para amortización de deuda 
contraída en años anteriores y para reducir el endeudamiento en 2017 por 225,157,281.2 miles de pesos, y 
refinanció pasivos mediante permutas y recompras por 164,618,600.9 miles de pesos, con lo cual se cumplió 
con la línea de acción de realizar operaciones de manejo de pasivos que incrementen la eficiencia del 
portafolio de deuda, cifras que totalizaron 389,775,882.1 miles de pesos y significaron la aplicación de 
recursos adicionales a los considerados en la determinación del endeudamiento neto autorizado. 
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ENDEUDAMIENTO NETO AUTORIZADO Y OBTENIDO, 2008-2017 
(Miles de pesos) 

Año 
Endeudamiento Neto Representatividad 

% Autorizado Obtenido 

2008 542,450,870.8 478,618,662.2 88.2 
2009 455,293,500.0 365,490,254.0 80.3 
2010 478,856,800.0 253,965,049.0 53.0 
2011 444,893,500.0 327,302,305.2 73.6 
2012 520,400,000.0 412,297,915.6 79.2 
2013 575,300,000.0 504,493,635.0 87.7 
2014 696,000,000.0 531,779,517.0 76.4 
2015 673,000,000.0 561,274,943.0 83.4 
2016 630,400,000.0 607,438,250.8 96.4 
2017 609,465,320.0 196,983,861.2 32.3 

FUENTE: /ǳŀŘǊƻ ŘŜƴƻƳƛƴŀŘƻ ά9ƴŘŜǳŘŀƳƛŜƴǘƻ bŜǘƻ ŘŜƭ DƻōƛŜǊƴƻ CŜŘŜǊŀƭέ ŘŜ ƭŀ 
Cuenta Pública y Ley de Ingresos de la Federación, 2008 a 2017. 

 

6. La SHCP cumplió con la línea de acción de financiar las necesidades de recursos del Gobierno Federal 
mediante endeudamiento interno prevista en el Plan Anual de Financiamiento de 2017, ya que se constató 
que las emisiones y colocaciones revisadas con valor de colocación por 479,141,520.8 miles de pesos de 
financiamientos internos provenientes de BONDES D, Bonos a Tasa Fija, CETES y Udibonos fueron 
formalizadas por la SHCP de conformidad con la Ley Federal de Deuda Pública, el Reglamento Interior de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Manual de Procedimientos de la Unidad de Crédito Público, 
además, se verificó que de esta cantidad 383,180,597.4 miles de pesos se destinaron para financiar el 
Presupuesto de Egresos de la Federación del Ejercicio Fiscal de 2017 y se constató que 95,960,923.4 miles 
de pesos se aplicaron para el refinanciamiento de pasivos mediante permutas y recompras. 

7. Durante 2017, la SHCP formalizó las emisiones y colocaciones de financiamientos externos procedentes de 
bonos por 94,272,279.9 miles de pesos y se constató que los recursos se destinaron para el pago anticipado 
de 2 bonos con vencimientos en marzo de 2019 y enero de 2020, así como para la recompra de bonos con 
vencimientos entre 2020 y 2025, y pago de comisiones, con lo cual se cumplió con la política de deuda de 
cubrir las necesidades de financiamiento a costos reducidos, a un horizonte de largo plazo y con un bajo 
nivel de riesgo. 

8. En 2017, la SHCP pagó capital de deuda interna por 592,621,772.0 miles de pesos y externa por 70,243,461.1 
miles de pesos, de acuerdo con los títulos múltiples, las órdenes de colocación y las tablas de amortización. 
Con esas operaciones se cubrieron obligaciones de pago a cargo del Gobierno Federal y con la liquidación de 
bonos con vencimiento en 2017, 2019 y 2020 se mejoró el perfil de vencimientos. 

9. Se constató que el pago del costo financiero revisado de la deuda interna y externa, por 49,622,280.0 miles 
de pesos, representó el 13.3% de los 373,936,873.2 miles de pesos registrados en 2017.  

Asimismo, en el periodo de 2013 a 2017, el costo financiero de la deuda del Gobierno Federal tuvo 
comportamiento similar al del saldo de la deuda, ya que se incrementó en 40.2%, al pasar de 266,755,339.3 miles 
de pesos a 373,936,873.2 miles de pesos; asimismo, el aumento del saldo de la deuda para el mismo periodo fue 
de 54.2% al pasar de 5,007,050,860.2 miles de pesos a 7,722,185,541.1 miles de pesos, por lo que la evolución del 
costo financiero fue similar a la del saldo de la deuda. 

El costo financiero de 2017 por 373,936,873.2 miles de pesos representó el 7.1% del Presupuesto de Egresos de la 
Federación ejercido en el mismo año por 5,255,867,600.0 miles de pesos. 

10. Se constató que los financiamientos por 564,389,672.4 miles de pesos, amortizaciones por 662,865,233.1 
miles de pesos y costo financiero por 49,622,280.0 miles de pesos de la deuda pública interna y externa del 
Gobierno Federal revisados, se registraron en la contabilidad y presentaron en los estados financieros y en la 
Cuenta Pública 2017. 

Dictamen  

El presente dictamen se emite el 17 de octubre de 2018, fecha de conclusión de los trabajos de auditoría, la cual 
se practicó sobre la información proporcionada por la entidad fiscalizada y de cuya veracidad es responsable. Con 
base en los resultados obtenidos en la auditoría practicada, cuyo objetivo fue fiscalizar la gestión financiera para 
comprobar que en las operaciones de autorización, emisión, colocación, contratación, amortización, costo 
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financiero y aplicación de la deuda, así como para su registro y presentación en los estados financieros y en la 
Cuenta Pública, se cumplió con las disposiciones legales y normativas, y específicamente, respecto de la muestra 
revisada que se establece en el apartado relativo al alcance, se concluye que, en términos generales, la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público cumplió con las disposiciones legales y normativas que son aplicables en la materia, 
debido a que en la ejecución de los objetivos de la política de deuda pública previstos en el Plan Anual de 
Financiamiento 2017, realizó principalmente lo siguiente: 

¶ Financió las necesidades de recursos del Gobierno Federal en su mayor parte mediante endeudamiento 
interno, ya que de la deuda contraída por 1,928,951,817.5 miles de pesos, 1,796,573,504.4 miles de pesos, 
el 93.1%, fue de deuda interna y 132,378,313.1 miles de pesos, el 6.9%, de deuda externa. 

¶ Realizó operaciones de manejo de pasivos que incidieron en la mejora del perfil de vencimientos, toda vez 
que de la deuda interna revisada efectuó permutas y recompras de bonos con vencimientos entre 2017 y 
2038 por 305,377,810.3 miles de pesos y de la deuda externa analizada formalizó emisiones de bonos por 
94,272,279.9 miles de pesos, con las que se cubrieron por anticipado amortizaciones programadas de 2019 
a 2025. 

Por otra parte, se registró un endeudamiento neto de 196,983,861.2 miles de pesos, monto menor en 
412,481,458.8 miles de pesos, el 209.4%, debido al uso del 70.0% del Remanente de Operación del Banco de 
México por 225,157,281.2 miles de pesos para la amortización de deuda contraída en años anteriores y para 
reducir el endeudamiento, así como al refinanciamiento de pasivos mediante permutas y recompras por 
164,618,600.9 miles de pesos, con lo cual se cumplió con la línea de acción de realizar operaciones de manejo de 
pasivos que incrementaran la eficiencia del portafolio de deuda, cifras que totalizaron 389,775,882.1 miles de 
pesos y significaron la aplicación de recursos adicionales a los considerados en la determinación del 
endeudamiento neto autorizado. 

Asimismo, se advierte que el costo financiero de la deuda ha tenido un comportamiento similar al del saldo de la 
deuda, ya que en el periodo de 2013 a 2017 se incrementó en 40.2%, al pasar de 266,755,339.3 miles de pesos a 
373,936,873.2 miles de pesos, en tanto que el saldo de la deuda aumentó en 54.2% en el mismo periodo, al pasar 
de 5,007,050,860.2 miles de pesos a 7,722,185,541.1 miles de pesos, por lo que es conveniente que en la ejecución 
de política de deuda del Gobierna Federal se fortalezcan las acciones orientadas hacia su disminución en el corto 
y mediano plazo. 
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Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

Estados Financieros Consolidados del Gobierno Federal 

Auditoría Cumplimiento Financiero: 2017-0-06100-15-0041-2018 

41-GB 

 

Objetivo 

Analizar que la información contenida en los Estados Financieros Consolidados del Gobierno Federal al 31 de 
diciembre de 2017, presente razonablemente la situación y los resultados de la operación financiera, conforme a 
la Ley General de Contabilidad Gubernamental (LGCG), las disposiciones aplicables y las mejores prácticas en la 
materia. 

Alcance 

La auditoría se refiere a las cifras presentadas en los Estados Financieros Consolidados del Gobierno Federal 
(EFCGF) que se incluyeron en la Cuenta Pública del ejercicio 2017. 

En esta auditoría se consideraron las directrices de auditoría financiera de la Organización Internacional de 
Entidades de Fiscalización Superior, en particular la Norma Internacional de las Entidades Fiscalizadoras Superiores 
(ISSAI) 132017/ y su concordancia con la Norma Internacional de Auditoría 320. Para determinar la muestra, se 
atendió el principio de importancia relativa que se relaciona con los criterios de materialidad total y específica 
para la planeación y ejecución de la auditoría, con base en un porcentaje del valor de los activos de los estados 
financieros por examinar. 

La determinación de la materialidad total para la auditoría de los EFCGF al 31 de diciembre de 2017, se muestra a 
continuación:  

 
MATERIALIDAD 

(Millones de pesos) 

Concepto Importe 

Total de Activos 10,558,528.6 
% de materialidad 1.0% 

Materialidad Total  105,585.3 

FUENTE: Elaborado por la ASF con información de la SHCP, 
Cuenta Pública, 2017, Tomo II Gobierno Federal. 

 

La auditoría comprendió, entre otros aspectos:  

i) La revisión de las cifras de los poderes Ejecutivo, Legislativo, Judicial y Organismos Autónomos que fueron 
integradas por la Unidad de Contabilidad Gubernamental (UCG) de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público (SHCP) para generar los EFCGF. 

ii) El análisis de la interoperabilidad de los sistemas que compilan y generan los estados financieros del Poder 
Ejecutivo (PE), que corresponde al 99.2% de los activos totales del consolidado.  

iii) El análisis individual de dos secretarías (de Hacienda y Crédito Público y de Energía); la Procuraduría General 
de la República del PE; de una institución del Poder Legislativo (Cámara de Diputados); de una institución del 
Poder Judicial (Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación), y de un Organismo Autónomo (Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa), que representaron, en conjunto, el 18.9 % del activo total consolidado.18/ 

iv) La aplicación de técnicas de auditoría, como las pruebas globales de la integridad de cifras; el análisis e 
inspección de la documentación de las entidades fiscalizadas; entrevistas; cuestionarios y minutas con 
servidores públicos, además de procedimientos analíticos y sustantivos, entre otros, para obtener las 
evidencias que sustentaron los 7 resultados de las que se derivaron 9 recomendaciones para los EFCGF. 

                                                                        

17/  L{{!L монл ά[ŀ ƳŀǘŜǊƛŀƭƛŘŀŘ ŀƭ ǇƭŀƴƛŦƛŎŀǊ ȅ ŜƧŜŎǳǘŀǊ ǳƴŀ ŀǳŘƛǘƻǊƝŀέΦ 

18/  L{{!L молл άtƭŀƴƛŦƛŎŀŎƛƽƴ ŘŜ ǳƴŀ ŀǳŘƛǘƻǊƝŀ ŘŜ ƭƻǎ ŜǎǘŀŘƻǎ ŦƛƴŀƴŎƛŜǊƻǎέΦ 
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v) Eliminar las transacciones vinculadas con una misma relación de ingreso-gasto, debido a la posible 
duplicación en los conceptos de Transferencias, Asignaciones, Subsidios y Otras Ayudas. 

Antecedentes 

La Auditoría Superior de la Federación, en cumplimiento de su mandato (artículos 74, frac. VI, y 79 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 1, 2, 14 y 17 de la Ley de Fiscalización y Rendición de 
Cuentas de la Federación, LFRCF), debe revisar y fiscalizar la Cuenta Pública, que incluye los EFCGF. 

Los estados financieros tienen el objetivo de proporcionar información financiera íntegra y confiable. Deben ser 
elaborados, presentados y revelados sobre bases consistentes y homogéneas que permitan su comparación y 
examen por instancias técnicas nacionales e internacionales, con el fin de transparentar y rendir cuentas sobre los 
resultados de la gestión administrativa y financiera. 

Lograr este objetivo permite prevenir y disuadir actos de fraude o corrupción en el manejo de los recursos públicos 
y fortalecer la participación ciudadana mediante el acceso a información útil, confiable, comparable y clara. 

Los EFCGF son una fuente de información para la fiscalización y la rendición de cuentas, acerca de los resultados 
de la gestión financiera del Gobierno Federal (GF), debido a que reportan las operaciones presupuestarias y 
contables, así como la situación y los resultados financieros. Al respecto, el marco institucional comprende, entre 
otros elementos, la LGCG y la normativa del Consejo Nacional de Armonización Contable (CONAC). 

Como integrante de la Federación Internacional de Contadores (FIC), México considera supletoriamente la 
aplicación de las Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público (NICSP), emitidas por el Consejo de 
Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público de la FIC. La NICSP bƻΦм άtǊŜǎŜƴǘŀŎƛƽƴ ŘŜ 9ǎǘŀŘƻǎ 
CƛƴŀƴŎƛŜǊƻǎέΣ ŜǎǘŀōƭŜŎŜ ǉǳŜ ƭƻǎ ŜǎǘŀŘƻǎ ŦƛƴŀƴŎƛŜǊƻǎ ŎƻƴǎǘƛǘǳȅŜƴ ƭŀ ǊŜǇǊŜǎŜƴǘŀŎƛƽƴ ŜǎǘǊǳŎǘǳǊŀŘŀ ŘŜ ƭŀ ǎƛǘǳŀŎƛƽƴ 
financiera; de los resultados de las actividades contables y presupuestarias; de las fuentes de financiamiento y de 
las bases de contabilización y consolidación, para que el desempeño de la gestión financiera de la administración 
pública sea evaluada con transparencia y se rindan cuentas a los contribuyentes y a los ciudadanos. 

Los resultados de las auditorías practicadas por la ASF a los EFCGF de 2012 a 2016, incluyen opiniones calificadas 
e informes sobre el proceso de armonización contable no concluido, así como recomendaciones para lograr el 
cumplimiento de los objetivos de la información del GF en sus estados financieros consolidados y en sus notas, 
mediante la implementación de las acciones siguientes: 

- Mejorar la normativa gubernamental para la valuación, presentación y revelación de activos, pasivos, 
patrimonio y contingencias. Asimismo, homologar los criterios contables para preparar e integrar los EFCGF. 

- Asegurar que esté libre de errores para las dependencias y entidades del PE la información financiera 
capturada en el Sistema para la Integración de la Cuenta Pública (SICP) y la integración de los EFCGF. 

- Fortalecer los controles internos y diseñar un programa que establezca actividades, responsables y fechas 
de conclusión del proceso de depuración de cuentas. 

- Solicitar al CONAC, por conducto de la SHCP, que fortalezca los lineamientos en materia de integración y 
consolidación de los estados financieros de los entes públicos y fideicomisos, en congruencia con las NICSP. 

- Continuar con la automatización de los aplicativos del Sistema de Contabilidad Gubernamental (SCG) en el 
ámbito del PE.  

- Los entes públicos deben concluir el proceso de armonización contable y la depuración de saldos; registrar 
las operaciones conforme a la normativa gubernamental y las mejores prácticas internacionales, así como 
fortalecer el control interno con sus unidades de registro, para asegurar la calidad de la información 
financiera que se consolida. 

- Revelar en las notas a los estados financieros consolidados, la totalidad de los Fideicomisos, Mandatos y 
Contratos Análogos. 

- Revelar en los pasivos laborales las obligaciones del GF. 

- Revelar de manera detallada todos los componentes y montos que constituyen la deuda pública, e incluir 
todos los aspectos de política pública que impacten el endeudamiento del Sector Público Federal. 
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Resultados 

Para analizar la razonabilidad de los EFCGF, al 31 de diciembre de 2017, se determinó la muestra siguiente: 

Poder Ejecutivo: Secretaría de Hacienda y Crédito Público (Tesorería de la Federación y las unidades de 
Contabilidad Gubernamental, de Crédito Público, y de Política y Control Presupuestario), la Secretaría de Energía 
y la Procuraduría General de la República. 

Poder Legislativo: Cámara de Diputados (CD). 

Poder Judicial: Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF). 

Organismo Autónomo: Tribunal Federal de Justicia Administrativa (TFJA). 

Lo anterior, para verificar de manera específica la información financiera de los entes públicos que integran los 
EFCGF con base en la LGCG y demás normativa aplicable, respecto de la utilidad, confiabilidad, relevancia, 
comparación y veracidad de la información financiera. 

Los activos de los entes públicos anteriores, ascendieron a 1,995,872.5 mdp, que representaron el 18.9% del activo 
total consolidado del GF.  

Al revisar la consistencia de las cifras presentadas en los estados financieros y sus notas, se obtuvieron los hallazgos 
siguientes: 

1) Se reveló una aportación a Fideicomisos, Mandatos y Contratos Análogos por 37,345.1 mdp que se pagaron 
en el ejercicio 2018. Sin embargo, no se revelaron los entes o actos jurídicos a los que se entregaron los 
recursos. 

2) En las inversiones financieras a largo plazo en el Sector Paraestatal, se presentó una sobrevaluación de 247.4 
mdp, debido al reconocimiento de valor cero en seis entidades con patrimonio negativo, y se presentó como 
N/A el porcentaje de participación del Consejo de Promoción Turística de México S.A. de C.V. y del Fondo 
Nacional de Fomento al Turismo, no obstante que el Poder Ejecutivo tiene derecho de participación por 
19,199.8 mdp. 

3) El GF asumió pasivos laborales de las dos Empresas Productivas del Estado (PEMEX y CFE) por 345,310.0 
mdp, sin hacer la revelación correspondiente en los EFCGF. 

4) En la Cuenta Pública (CP) se presentó la información de 189 Entidades Paraestatales. Sin embargo, difiere de 
la Relación de Entidades Paraestatales de la Administración Pública Federal (REPAPF), que incluyó 185 entes, 
debido a que 2 entidades no se incluyeron en la CP y 6 entidades no se reportaron en la REPAPF.  

5) Los estados analítico de activo, y de la deuda y otros pasivos, se presentaron conforme a la LGGC. No 
obstante, en las mejores prácticas contables no se incluyen dichos estados financieros. 

6) Ajustes recurrentes en la cuenta de Cambios por Errores Contables, lo que podría implicar falta de 
supervisión y fallas de control en los registros contables.  

Se verificó el control interno establecido por la UCG para preparar, integrar y emitir los EFCGF, así como en los 
entes públicos de la muestra seleccionada, y evaluar la confiabilidad e integridad de la información financiera 
consolidada. Se aplicaron cuestionarios de control interno (CCI) sobre el cumplimiento de la LGCG; el proceso de 
integración de los estados financieros; el análisis y evaluación de los riesgos que incluye aspectos relacionados con 
el fraude, y el uso de tecnologías de información, entre otros. Al respecto, se obtuvieron los hallazgos siguientes: 

1. En la UCG. 

a) La evaluación de riesgos no incluye aspectos sobre la valuación, confiabilidad, utilidad y revelación suficiente 
en los Estados Financieros Consolidados del PE y del GF. 

b) No se ha elaborado un instructivo que defina y documente la operación y actualización de la matriz contable 
del SCG. 

c) El procedimiento 412-03-04 Emisión de Estados Financieros del PE, no describe ni indica los documentos y 
reportes de las actividades que realiza la Dirección General Adjunta de Normatividad Contable, para analizar 
las cuentas contables y presupuestarias del PE. 
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d) La UCG promueve reuniones frecuentes con las dependencias, para analizar las cifras de las balanzas de 
comprobación, lo que se documenta mediante minutas de trabajo y actas de confirmación de saldos al 31 
de diciembre del año respectivo. Sin embargo, las actividades no están formalizadas en un procedimiento. 

e) La revisión de las cifras de los Centros de Registro Especiales, es constante durante el ejercicio fiscal. Sin 
embargo, la UCG no guarda evidencia del proceso, y tampoco está formalizado en un lineamiento. 

f) En el Sistema de Integración de Cuenta Pública (SICP), la información del SAT no se vincula automáticamente. 

g) El OIC no revisó los sistemas de registro y contabilidad de la SHCP, como lo establece el artículo 37, fracción 
IX, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

2. Entes públicos de la muestra: 

Se observó la falta de análisis y evaluación de los riesgos en la información financiera que emiten los entes públicos, 
lo cual impacta en su integridad, valuación, presentación, utilidad y confiabilidad. Esta situación ha ocasionado lo 
siguiente:  

a) Incrementos en viáticos no comprobados y cuentas por cobrar irrecuperables, de 28.5 mdp en 2016, a 33.2 
mdp en 2017; la omisión de registros de altas y bajas de bienes muebles por 97.2 mdp y 68.4 mdp, 
respectivamente.  

b) Cuentas por cobrar que superan los 365 días de antigüedad. 

c) Balanzas de comprobación del PE con saldos negativos. 

d) Contratación de servicios sin verificar que se cuenta con presupuesto suficiente para su pago. 

e) Registros incorrectos de recepción de bienes en el sistema contable. 

f) Bienes obsoletos en almacén de consumibles. 

g) Manuales de Organización y Procedimientos desactualizados. 

h) Comprobación de gastos de manera extemporánea.   

i) Carencia de un Sistema de Contabilidad que satisfaga las necesidades de la entidad. 

Además, se identificó que los Órganos Internos de Control de los entes públicos de la muestra, no revisaron la 
información financiera que se integra en los Estados Financieros del PE y del GF. 

Se seleccionaron rubros de la información financiera de los entes públicos de la muestra, en función de la 
materialidad y riesgo, para analizar su integridad, valuación, revelación y presentación en los EFCGF. Al respecto, 
se obtuvieron los hallazgos siguientes: 

a) Efectivo en bancos por 14,430.8 mdp, no registrado en la contabilidad.  

b) Bienes inmuebles registrados a un valor superior al de avalúo por 137.1 mdp. 

c) Bienes inmuebles inhabilitados por 414.1 mdp, de los que no se informó su deterioro.  

d) Obras en proceso por 24.4 mdp, que están en uso y no se han capitalizado. 

e) Se determinó un monto neto por depurar de 2,787.2 mdp, que afectan los rubros de bancos; inventarios y 
almacén de bienes de consumo; activos intangibles; deudores diversos; anticipos a contratistas por obras 
públicas; bienes muebles e inmuebles, y pasivos. 

f) Bienes inmuebles registrados a un valor inferior de avalúo por 578.6 mdp, así como 113.8 mdp de exceso en 
los registros contables. 

g) Software que no se utiliza por 9.7 mdp.  

h) Bienes muebles sobrevaluados en 10.2 mdp, por obras de arte registradas en cuentas de bienes muebles, y 
que corresponden a cuentas de orden. 

i) Otros activos no registrados por 1,457.8 mdp 

Por lo anterior, se observó que subsisten errores importantes en el registro y revelación de las cifras, así como 
limitaciones en la normativa de contabilidad gubernamental, lo que afecta las cifras de los EFCGF. 
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Al verificar la integración, presentación, valuación y revelación de los fideicomisos sin estructura orgánica en la 
información consolidada, se detectó que existe variación entre los conceptos de aportación y aplicaciones al 
patrimonio, respecto de los saldos reportados en el estado financiero dictaminado del Fondo de Desastres 
Naturales (FONDEN) y lo que se presentó en la Cuenta Pública, en el Tomo I Resultados Generales, por 4,510.8 
mdp y 8,848.6 mdp, respectivamente. 

Se comparó la deuda pública presentada en los EFCGF, respecto de otros indicadores de deuda y se observó que 
no integran las obligaciones financieras netas del IPAB, y del programa de apoyo a deudores; las obligaciones de 
los Pidiregas de CFE; de las obligaciones derivadas del entonces Fideicomiso de Apoyo para el Rescate de 
Autopistas Concesionadas (FARAC), hoy Fondo Nacional de Infraestructura (FONADIN); y el patrimonio de las 
Instituciones de Fomento, los cuales son incluidos en la determinación del indicador del Saldo Histórico de los 
Requerimientos Financieros del Sector Público (SHRFSP) y de la Posición Financiera Neta del Sector Público Federal 
(PFN), los cuales representan el indicador más completo de la deuda pública, respecto de lo reportado en los 
EFCGF. 

Los cálculos de la PFN y del SHRFSP, se realizan con cifras preliminares al final del ejercicio. Por la restricción de 
tiempo en el cierre contable, las entidades que se integran no presentan las cifras finales en los anexos de la Cuenta 
Pública. 

3. Normativa gubernamental: 

En cuanto a la normativa gubernamental, de conformidad con la LGCG, las disposiciones del CONAC y las mejores 
prácticas internacionales, se observó que: 

Los EFCGF presentados en la Cuenta Pública fiscalizada de 2012 a 2017, no cumplen los principios de 
representatividad, objetividad y suficiencia, debido a la limitación de la normativa utilizada por los entes públicos 
en la generación de la información financiera.  

Las acciones planteadas por la ASF se han emitido a la UCG de la SHCP, para que, en su calidad de Secretario 
Técnico del CONAC y con las facultades que le confiere el artículo 11 de la LGCG, realice los procesos de 
actualización de la normativa contable gubernamental.  

En seguimiento a dichas acciones de la ASF, incluidas en los informes de auditoría, la SHCP, mediante el oficio núm. 
309-A.-V-037/2018, del 29 de mayo de 2018, comunicó que inició el análisis de la normativa gubernamental para 
actualizar los aspectos jurídicos, administrativos, de contabilidad gubernamental, de finanzas públicas y 
presupuestarias, que podrían incidir en la normativa observada, a afecto de solventar las áreas de oportunidad 
detectadas en las revisiones de la Cuenta Pública por la ASF.  

La SHCP debe acreditar la mejora de la normativa gubernamental, para que los entes públicos que integran su 
información financiera en los EFCGF, la apliquen correctamente. 

Por otra parte, se revisó el diagrama de la interoperabilidad de los sistemas de información del SCG, durante la 
integración de los EFCGF en 2017, y se verificó lo siguiente:  

a) Que los procesos se encuentren documentados y actualizados conforme a la operación actual del sistema 
SCG. 

b) Las mejoras de operación al SCG. 

c) El proceso del analítico de cuentas mediante el archivo AC01 (analítico de cuentas). 

d) La capacidad del sistema para la continuidad de las operaciones. 

e) Validación y supervisión de los tiempos de solución a los incidentes generados en el sistema, con objeto de 
dar atención a los incidentes durante la operación. 

Como resultado del análisis de la información, se obtuvieron los hallazgos siguientes: 

a) Durante el tiempo de operación del SCG, no se han realizado trabajos de supervisión y verificación de los 
incidentes registrados en el sistema. Se observaron tiempos de solución largos, con el riesgo de impactar en 
la operación diaria. 

b) No se disponen de planes de recuperación y continuidad de negocio asociados con el SCG, para garantizar la 
continuidad de operaciones. 
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Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinaron 7 observaciones, las cuales 3 fueron solventadas por la entidad fiscalizada antes de la integración 
de este informe. Las 4 restantes generaron: 8 Recomendaciones. 

Dictamen  

La auditoría practicada a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) tuvo como objetivo analizar que la 
información contenida en los Estados Financieros Consolidados del Gobierno Federal (EFCGF), al 31 de diciembre 
de 2017, presenten razonablemente la situación y los resultados de la operación financiera, conforme a la Ley 
General de Contabilidad Gubernamental (LGCG), las disposiciones aplicables y las mejores prácticas en la materia. 

En la revisión que se realizó a la información de los entes públicos, de cuya veracidad son responsables, y que 
fueron considerados por la SHCP para la integración de los EFCGF, se observó que subsisten errores importantes 
en el registro y revelación de las cifras, así como limitaciones en la normativa de contabilidad gubernamental, lo 
cual no permite emitir una opinión de auditoría. 

Con ese propósito, es necesario atender las observaciones siguientes: 

1. Que el Consejo Nacional de Armonización Contable (CONAC) actualice los criterios contables 
gubernamentales relativos a la valuación, presentación y revelación de activos, pasivos, patrimonio y 
contingencias. 

Se requiere homologar los criterios que se refieren a la preparación e integración de los EFCGF. Al respecto, 
la LGCG establece en el artíŎǳƭƻ нΣ ǇłǊǊŀŦƻ ǎŜƎǳƴŘƻΣ ǉǳŜ ά[ƻǎ ŜƴǘŜǎ ǇǵōƭƛŎƻǎ ŘŜōŜǊłƴ ǎŜƎǳƛǊ ƭŀǎ ƳŜƧƻǊŜǎ 
prácticas contables nacionales e internacionales en apoyo a las tareas de planeación financiera, control de 
ǊŜŎǳǊǎƻǎΣ ŀƴłƭƛǎƛǎ ȅ ŦƛǎŎŀƭƛȊŀŎƛƽƴέΦ 

El Marco Conceptual de Contabilidad Gubernamental (MCCG) establece la supletoriedad a las prácticas 
contables nacionales emitidas por el CONAC, con respecto a: i) La normativa emitida por las unidades 
administrativas o instancias competentes en materia de contabilidad gubernamental; ii) Las Normas 
Internacionales de Contabilidad del Sector Público, emitidas por la Junta de Normas Internacionales de 
Contabilidad del Sector Público, y iii) Las Normas de Información Financiera del Consejo Mexicano para la 
Investigación y Desarrollo de Normas de Información Financiera. 

2. Que los entes públicos concluyan con el proceso de armonización contable y la depuración de saldos, así 
como la aplicación de la normativa gubernamental y las mejores prácticas para el registro contable, además 
de que se incluyan las cuentas de orden. 

3. Que se identifiquen y revelen los activos y pasivos no registrados, como las obligaciones laborales, y otras 
obligaciones que no se integran, por diversos ordenamientos jurídicos y prácticas presupuestarias, en la 
deuda pública federal. 

4. Que los responsables del control interno y de los órganos internos de control, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, participen en la supervisión y validación de la información financiera que se integra en la 
consolidación de los estados financieros del Gobierno Federal.  

5. Que se fortalezcan las facultades de revisión de la SHCP, en las funciones de integración y emisión de la 
información financiera consolidada del Gobierno Federal, para asegurar la calidad de la información que se 
incluye en el Sistema Integral de Cuenta Pública por parte de los entes públicos, de los Poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial, así como de los Organismos Autónomos. 

La SHCP integró los EFCGF con la información de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y de los Organismos 
Autónomos. Sin embargo, en la muestra de dos secretarías, de la Procuraduría General de la República, del Poder 
Ejecutivo, un ente del Poder Legislativo, una institución del Poder Judicial y un Organismo Autónomo, se 
identificaron situaciones que afectan la calidad e integridad de la información que se consolida, las cuales se 
indican a continuación: 

1. Activos no registrados; saldos con problemas de recuperación; rubros no integrados ni depurados; bienes 
inmuebles registrados a un valor superior al de avalúo; obras en proceso concluidas y en uso, que no se han 
capitalizado, así como bienes históricos no registrados en cuentas de orden.  

2. Aplicación estricta de las Principales Reglas de Registro y Valuación del Patrimonio, como la referente a la 
άǎǳǎǘŀƴŎƛŀ ŜŎƻƴƽƳƛŎŀ ŘŜ ƭŀ ƻǇŜǊŀŎƛƽƴέ ǉǳŜ ŀǘƛŜƴŘŜ ŀ ƭŀ ŜǎŜƴŎƛŀ ŘŜ ƭŀ ƻǇŜǊŀŎƛƽƴΣ ƛƴŘŜǇŜƴŘƛŜƴǘŜƳŜƴǘŜ ŘŜ ƭŀ 
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forma jurídica que pudiera tener. Como oportunidades de mejora, se deben considerar los aspectos 
siguientes: 

I. Obligaciones laborales. El pasivo de las dependencias y entidades del Poder Ejecutivo, y de los Poderes 
Legislativo y Judicial, así como de los Organismos Autónomos, no está registrado por el Instituto de Seguridad 
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, ni por los entes públicos, debido a que el CONAC aún no 
emite la norma, ni se utiliza la supletoriedad conforme lo establece el MCCG. 

II. Deuda pública. Existen obligaciones garantizadas por el Gobierno Federal no reportadas en las notas a los 
estados financieros, las cuales son necesarias para identificar el total de la deuda pública y de las obligaciones 
y pasivos, como la correspondiente a la banca de desarrollo; las obligaciones financieras netas del Instituto 
para la Protección al Ahorro Bancario, y el Programa de Apoyo a Ahorradores y Deudores; las obligaciones 
de los Pidiregas de la Comisión Federal de Electricidad, y el cambio en la situación patrimonial de la banca 
de desarrollo y los fondos de fomento.  

III. Existen criterios diferentes para la valuación de bienes inmuebles y muebles entre los entes públicos que 
consolidan su información. El Poder Ejecutivo Federal no reconoce los efectos de la depreciación de sus 
activos fijos, sin embargo, los Poderes Legislativo y Judicial, así como los Organismos Autónomos, sí 
deprecian sus activos fijos.  

La Auditoría Superior de la Federación, mediante el Programa Anual de Auditorías para la Fiscalización Superior 
de la Cuenta Pública de 2017, realizó auditorías de las que resultarán las acciones previstas en la normativa y que 
se precisan en los Informes Individuales. La posible solventación de dichas acciones, se realizará conforme a los 
plazos establecidos en la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación. Los EFCGF no incluyen los 
posibles efectos de dichas acciones en los activos, pasivos y patrimonio.  

El presente informe se emite el 18 de octubre de 2018, fecha de término de los trabajos de auditoría. 
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Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

Gasto Público Federal y Sistema de Evaluación del Desempeño 

Auditoría Cumplimiento Financiero: 2017-0-06100-15-0047-2018 

47-GB 

 

Objetivo 

Revisar en forma global los resultados del gasto público federal en relación con lo aprobado en el Presupuesto de 
Egresos de la Federación y las disposiciones aplicables, así como examinar la información del desempeño de los 
programas presupuestarios, en el marco del Presupuesto basado en Resultados y del Sistema de Evaluación del 
Desempeño, y las transferencias federales a las entidades federativas y municipios en términos agregados. 

Alcance 

No se reportan montos de universo y muestra, debido a que la auditoría atiende aspectos globales, cualitativos y 
agregados, para un análisis integral del gasto público federal. 

En observancia de las directrices de auditoría de la Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras 
Superiores, en particular la Norma Internacional de las Entidades Fiscalizadoras Superiores (ISSAI),19/ se determinó 
el criterio de materialidad en la planeación y ejecución de esta auditoría. 

La auditoría comprende el análisis de los resultados del gasto público federal, con el fin de identificar las principales 
variaciones del presupuesto ejercido; analizar los subejercicios; las operaciones de control presupuestario y de 
cierre del ejercicio fiscal; así como revisar los resultados del gasto corriente estructural, las medidas de austeridad 
y el desempeño de los programas presupuestarios mediante sus indicadores de desempeño, así como el nivel de 
las transferencias federales y a las entidades federativas y municipios. 

Antecedentes 

En la auditoria núm. 49-GB Gasto Público Federal y Sistema de Evaluación del Desempeño (Cuenta Pública 2016), 
se observó que, de acuerdo con una estimación de la ASF, en los resultados agregados del gasto programable, no 
se identificaron 56,712.8 millones de pesos (mdp) del ajuste preventivo al gasto programable determinado en 
2016; la inversión física se redujo 6.3% real en relación con 2015; se estimó que el 77.4% del gasto neto total 
ejercido por el Sector Público Presupuestario (SPP) tiene carácter ineludible, inercial e incremental; y de la revisión 
de 6,262 indicadores de desempeño (Id), asociados a 614 programas presupuestarios (Pp) de gasto programable 
ŘŜ ƭŀ !ŘƳƛƴƛǎǘǊŀŎƛƽƴ tǵōƭƛŎŀ CŜŘŜǊŀƭ ό!tCύΣ Ŝƴ ммо LŘ ǎŜ ŘƛŦƛŜǊŜ ŘŜ ƭƻ ŜǎǘŀōƭŜŎƛŘƻ Ŝƴ ƭŀ άDǳƝŀ ǇŀǊŀ Ŝƭ ŘƛǎŜƷo de 
LƴŘƛŎŀŘƻǊŜǎ 9ǎǘǊŀǘŞƎƛŎƻǎέΦ 

Resultados 

En 2017, el Gasto Neto Total (GNT) ejercido por el SPP ascendió a 5,255,867.6 mdp, inferior en 7.9% real 
comparado con 2016. Como proporción del PIB, equivalió a 23.8%, inferior en 2.8 puntos porcentuales a 2016. 

En 2016, año base de comparación, se incluyeron gastos no recurrentes como fueron las aportaciones 
patrimoniales para PEMEX y la CFE, así como la aplicación de los recursos del Remanente de Operación del Banco 
de México (ROBM). Al excluir dichas operaciones en 2016 y 2017, resultó que el GNT se redujo 2.8% real.  

Asimismo, en 2017 se ejerció un monto menor por 202,141.1 mdp de ingresos excedentes (pesos de 2016) en 
comparación con los obtenidos en 2016. Al excluir en ambos años los gastos no recurrentes y la diferencia en 
dichos excedentes, se observó que el GNT en 2017 creció 1.4% real en relación con 2016 y el gasto programable 
0.2% real. 

Se calculó el monto del margen transaccional con base en el balance presupuestario, al excluir las operaciones por 
ingresos y gastos no recurrentes, resultó un déficit de 21,919.3 mdp, lo que difiere con el superávit aprobado de 
12,634.7 mdp. No obstante, la diferencia fue de 34,554.0 mdp, cifra equivalente a 0.7% del GNT aprobado e 
inferior a la considerada como límite (48,888.9 mdp) del margen transaccional establecido en el artículo 11, último 
párrafo, del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH).  

                                                                        

19/ Para determinar la materialidad en la planeación y ejecución de la auditoría se tomaron en cuenta los criterios y las 
ƎǳƝŀǎ ƛƴŎƭǳƛŘŀǎ Ŝƴ ƭŀǎ bƻǊƳŀǎ LƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎ ŘŜ ƭŀǎ 9ƴǘƛŘŀŘŜǎ CƛǎŎŀƭƛȊŀŘƻǊŀǎ {ǳǇŜǊƛƻǊŜǎ όL{{!Lύ плл άtǊƛƴŎƛǇƛƻǎ 
Fundamentales ŘŜ ƭŀ !ǳŘƛǘƻǊƝŀ ŘŜ /ǳƳǇƭƛƳƛŜƴǘƻέ ȅ ƭŀ L{{!L пллл άbƻǊƳŀ ǇŀǊŀ ƭŀǎ !ǳŘƛǘƻǊƝŀǎ ŘŜ /ǳƳǇƭƛƳƛŜƴǘƻέΦ 
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Ante la restricción presupuestaria que enfrentarán las finanzas públicas en los próximos años, la ASF identifica la 
oportunidad de mejorar las medidas de austeridad y ahorro en el gasto público, a fin de que incluyan metas y 
parámetros de gasto definidos y comparables, que permitan dar seguimiento y evaluar objetivamente los 
resultados. 

En 2017, los subsidios corrientes y de inversión se han reducido en términos reales. No obstante, el impacto del 
gasto público sobre el desarrollo humano (reducción de la pobreza) y el crecimiento económico, dependerá en 
mayor medida de la eficacia y eficiencia del gasto y no de la cantidad de recursos. 

Resultado del deterioro de la posición fiscal de 2015 a 2017, se ha reducido la inversión pública como elemento 
de ajuste, pero implica afectar la actividad económica, la competitividad, el entorno para la productividad e incluso 
la cobertura y calidad en la provisión de infraestructura y servicios públicos. 

En el periodo de 2013 a 2017, el GNT del SPP superó al presupuesto aprobado, por la expansión del gasto con los 
ingresos excedentes obtenidos de la mayor recaudación derivada de la Reforma Hacendaria implementada a partir 
de 2014 y los aprovechamientos como el ROBM en 2016 y 2017. 

En las modificaciones al presupuesto aprobado destacó la temporalidad de las adecuaciones que realizó la SHCP, 
mediante el Ramo General 23, con motivo de control presupuestario. De las ampliaciones de recursos que 
transfirió a otros ramos y entidades, el 68.7% (181,849.3 mdp) del monto total anual (264,548.0 mdp) se concentró 
en el cuarto trimestre y, en diciembre, se operó el 47.5% del total anual (125,779.8 mdp). Estas operaciones las 
reguló la SHCP con las disposiciones específicas para el cierre del ejercicio presupuestario 2017. 

El Gasto Corriente Estructural (GCE) propuesto en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación 2017 
(2,012,722.5 mdp), el aprobado por la Cámara de Diputados (2,057,328.3 mdp) y el ejercido reportado en la Cuenta 
Pública 2017 (2,219,222.4 mdp), fueron menores que el límite máximo de GCE de 2,373,150.8 mdp (con un 
crecimiento real de 0.0% real), el cual se estableció en los Criterios Generales de Política Económica 2017, en 
cumplimiento al artículo 17, párrafo antepenúltimo, de la LFPRH. 

Se estimó que el 83.7% del gasto neto total ejercido por el SPP tiene carácter ineludible, inercial e incremental, 
como resultado de actos jurídicos contractuales, el cumplimiento de ordenamientos legales y de compromisos u 
obligaciones de pago por servicios personales, pensiones, subsidios, gastos de operación, participaciones 
federales, e intereses, comisiones y gastos de la deuda, principalmente. 

De la revisión de los 639 Pp de gasto programable ejercido de la APF, se obtuvo que de 409 Pp con obligación de 
presentar la Matriz de Indicadores para Resultados (MIR), en 2 Pp no fue posible comprobar su elaboración; 
ŀǎƛƳƛǎƳƻΣ ǎŜ ŘŜǘŜŎǘƽ ǉǳŜ ŘŜ сΣнут LŘ Ŝƴ мло ǎŜ ŘƛŦƛŜǊŜ ŘŜ ƭƻ ŜǎǘŀōƭŜŎƛŘƻ Ŝƴ ƭŀ άDǳƝŀ ǇŀǊŀ Ŝƭ ŘƛǎŜƷƻ ŘŜ LƴŘƛŎŀŘƻǊŜǎ 
9ǎǘǊŀǘŞƎƛŎƻǎέΦ 

De la revisión de los 92 Pp del Anexo 26 Principales programas del Decreto de Presupuesto de Egresos de la 
Federación (PEF) 2017, se detectó que no cuentan con información del desempeño suficiente. 

El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL) identificó 20 Pp de 149 Pp del 
Listado CONEVAL 2017, que tuvieron similitud del 100.0% en aspectos programáticos respecto de 1 o más Pp. 

En 2017, los recursos transferidos a las entidades federativas y municipios ascendieron a 1,867,671.4 mdp, lo cual 
representó alrededor del 84.0% de los ingresos totales de los gobiernos locales. Dicho monto y el gasto 
programable federalizado fueron inferiores en 1.2% y 5.1% real, respectivamente, en relación con 2016. En 
clasificación geográfica, en 26 de las 32 entidades federativas disminuyeron las transferencias respecto de 2016. 

En el ejercicio del Ramo General 23 destacó el resultado del programa Fondo para el Fortalecimiento Financiero, 
que ejerció recursos por 55,116.4 mdp, cuando se le aprobó un presupuesto original de 3,243.6 mdp. Este 
programa no presentó reglas de operación, Id y metas, y los recursos no fueron asignados y distribuidos a las 
entidades por la Cámara de Diputados. Asimismo, sobresalió que el Fondo Regional ejerció sus recursos mediante 
un fideicomiso público sin estructura orgánica y se identificaron limitantes para evaluar sus resultados, así como 
falta de transparencia y rendición de cuentas sobre los proyectos ejecutados con los recursos de este fondo. 

Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinaron 13 observaciones, de la cual fue 1 solventada por la entidad fiscalizada antes de la integración de 
este informe. Las 12 restantes generaron: 17 Recomendaciones. 

Además, se generaron 5 Sugerencias a la Cámara de Diputados. 
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Dictamen  

Con base en los resultados de la auditoría practicada, cuyo objetivo fue revisar en forma global los resultados del 
gasto público federal, en relación con lo aprobado en el Presupuesto de Egresos de la Federación y las 
disposiciones aplicables, así como examinar la información del desempeño de los programas presupuestarios, en 
el marco del Presupuesto basado en Resultados y del Sistema de Evaluación del Desempeño, y las transferencias 
federales a las entidades federativas y municipios en términos agregados, en los aspectos que se establecen en el 
apartado sobre el alcance, se concluye que, en general, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público cumplió con 
las disposiciones legales y normativas que son aplicables en la materia, excepto por las áreas de oportunidad de 
mejora que se identificaron, las cuales se detallan en los resultados de la auditoría y se resumen a continuación: 

¶ Especificar en la rendición de cuentas sobre la evolución del gasto público y sus fuentes de financiamiento, 
ƭƻǎ ŦŀŎǘƻǊŜǎ ŘŜ ŎŀǊłŎǘŜǊ ǘǊŀƴǎƛǘƻǊƛƻΣ ƴƻ ǊŜŎǳǊǊŜƴǘŜǎ ƻ ŘŜ άǳƴŀ ǎƻƭŀ ǾŜȊέΣ ŀ Ŧƛƴ ŘŜ ƛŘŜƴǘƛŦƛŎŀǊ ǎǳǎ ŜŦŜŎǘƻǎ 
agregados en la posición fiscal a mediano y largo plazos. 

¶ Impulsar modificaciones en la LFPRH, para establecer una regla fiscal de Balance Estructural, a fin de ajustar 
cíclicamente los ingresos y gastos, así como los efectos transitorios de los ingresos no recurrentes y asegurar 
la sostenibilidad de las finanzas públicas. 

¶ Mejorar las medidas de austeridad y ahorro en el gasto público, a fin de reforzar el control y seguimiento de 
los resultados, y fortalecer la transparencia y rendición de cuentas al respecto. 

¶ Asegurar que la información reportada en la Cuenta Pública sea congruente y comparable con los registros 
del Estado Analítico del Ejercicio del Presupuesto de Egresos y la información publicada en la página 
electrónica de Transparencia Presupuestaria Observatorio del Gasto. 

¶ Informar sobre los criterios que justificaron las modificaciones en las asignaciones de recursos federales 
previstas en el PEF, como subsidios corrientes y de inversión, debido a la disminución observada en 2017 en 
términos reales. 

¶ Incrementar el gasto en inversión pública, mediante una revisión de la estructura del PEF, en concordancia 
con los principios del Presupuesto basado en Resultados (PbR) y del Sistema de Evaluación del Desempeño 
(SED), a fin de ajustar las erogaciones corrientes inerciales e incrementales. 

¶ Mejorar la planeación y programación del presupuesto, con base en objetivos y metas de los programas bien 
diseñados y de acuerdo con el monto de financiamiento sostenible. 

¶ Mejorar la normativa y los mecanismos presupuestarios que regulan las disponibilidades financieras que 
resultan de la aplicación de las disposiciones específicas para el cierre del ejercicio presupuestario, a fin 
elevar la eficacia y eficiencia del ejercicio del gasto público. 

¶ Publicar las asignaciones del Gasto Corriente Estructural y su límite máximo, para cada uno de los ramos y 
de los ejecutores de gasto, en las etapas del presupuesto: proyecto, aprobado, modificado autorizado y 
ejercido. 

¶ Incluir un reporte que revele los montos de las disponibilidades presupuestarias, resultado de recursos no 
ejercidos o economías que se determinan y reasignan durante el cuarto trimestre. 

¶ Reportar y publicar los criterios de reasignación de las disponibilidades presupuestarias del cierre del 
ejercicio fiscal, e informar sobre las ampliaciones y reducciones presupuestarias los elementos siguientes: 
ramo, entidad, programa, tipo de adecuación, concepto de gasto, temporalidad y la justificación respectiva. 

¶ Fortalecer las medidas para que los ejecutores de gasto continúen con la revisión de la estructura y 
composición del PEF, en concordancia con los principios y mecanismos del PbR y SED. 

¶ Instrumentar mecanismos para la implementación efectiva de la normativa sobre la adecuada utilización de 
la información del desempeño en el ciclo presupuestario, así como que se reflejen en los resultados del 
desempeño mediante el ajuste de las metas de los indicadores, el efecto de las ampliaciones y reducciones 
presupuestarias. 

¶ Incluir los elementos que sustentan la elección de los principales programas a los cuales hace referencia el 
artículo 41, fracción II, inciso l), de la LFPRH y proporcionar al Congreso de la Unión y a la sociedad 
información adecuada sobre dichos programas. 
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¶ Establecer reglas o lineamientos de operación en todos los programas del Ramo General 23 que transfieren 
recursos públicos federales como subsidios a las entidades federativas y municipios. 

¶ Establecer un modelo marco para los convenios que se subscriban para transferir subsidios a las entidades 
federativas, que defina los elementos de su contenido y asegure la rendición de cuentas al respecto. 

¶ Integrar las erogaciones del Fondo Regional en el monto total del gasto federalizado, así como que se 
publique la distribución, aplicación, destino y resultados obtenidos en las 10 entidades federativas 
beneficiarias de este fondo. 

Los procedimientos de auditoría aplicados, la evidencia objetiva analizada, así como los resultados obtenidos, 
fundamentan las conclusiones anteriores. 

El presente dictamen se emite el 18 de octubre de 2018, fecha de conclusión de los trabajos de auditoría, la cual 
se practicó sobre la información proporcionada por la entidad fiscalizada y de cuya veracidad es responsable. 

Sugerencias a la Cámara de Diputados 

1. Para que considere la conveniencia de establecer en los artículos 2, 16, 17, 40, 41 y 42 de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH), la definición y los elementos constitutivos y funcionales 
de una regla fiscal basada en el Balance Estructural del Sector Público Federal, con el objeto de ajustar 
prudencialmente la política fiscal al ciclo de crecimiento de la economía.  

2. Para que analice la conveniencia de adicionar un artículo en el Título Tercero Del Ejercicio del Gasto Público 
Federal, Capítulo II De la Ministración, el Pago y la Concentración de Recursos de la LFPRH, para establecer 
que las disponibilidades presupuestarias resultado del cierre del ejercicio, se puedan acumular en una cuenta 
específica del Fondo de Estabilización de los Ingresos Presupuestarios, a fin de que dichos recursos se 
destinen al objetivo de estabilización y aminorar el efecto sobre las finanzas públicas por la caída de los 
ingresos o a mejorar los balances primario y presupuestario. 

3. Para que examine la conveniencia de adicionar un artículo en el Título Tercero Del Ejercicio del Gasto Público 
Federal, Capítulo II De la Ministración, el Pago y la Concentración de Recursos de la LFPRH, que otorgue una 
flexibilidad temporal a los ejecutores de gasto durante el proceso de cierre del ejercicio fiscal, con el 
propósito de que se puedan ejercer los recursos vinculados con operaciones que estén comprometidas o 
devengadas no pagadas, y se contribuya a que dichos recursos se destinen al objetivo aprobado para el 
programa correspondiente en el Presupuesto de Egresos de la Federación. 

4. Para que considere adicionar un nuevo inciso en la fracción II, del artículo 41, y en el numeral iii, inciso b, de 
la fracción I, del artículo 107 de la LFPRH, y también un nuevo inciso en la fracción II, del artículo 46, y en la 
fracción II, del artículo 61 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental; para establecer que en el 
proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación, en el Presupuesto que apruebe la Cámara de 
Diputados, el que ejerzan los ejecutores de gasto y el que se reporte en la Cuenta Pública y en los Informes 
sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la Deuda Pública, se determine y se informe el Gasto 
Corriente Estructural y su límite máximo, para cada uno de los ramos y ejecutores de gasto público federal. 

5. Para que examine la conveniencia de adicionar en el artículo 41, fracción II, inciso m, de la LFPRH, que en el 
proyecto de Presupuesto de Egresos respectivo, la SHCP informe a la Cámara de Diputados sobre la 
estimación de las reducciones de gasto que se proponen por ramo y capítulo, así como de las que se prevé 
que resultarán de la evaluación del desempeño, y de la fusión y resectorización de los programas que sean 
similares, se complementen o dupliquen. 
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Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

Ingresos del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo 

Auditoría Cumplimiento Financiero: 2017-0-06100-15-0050-2018 

50-GB 

 

Objetivo 

Fiscalizar la gestión financiera para comprobar que la determinación de los elementos que sirvieron de base para 
calcular los ingresos provenientes de la ejecución de los contratos de exploración y extracción de hidrocarburos, 
así como de los demás ingresos recibidos por el fondo; las funciones de administración, verificación y supervisión 
de esos contratos, el registro contable y presentación de los ingresos en los estados financieros y en la Cuenta 
Pública, se efectuaron de conformidad con las disposiciones legales y normativas. 
Alcance 
 

 INGRESOS   
 Miles de Pesos   
Universo Seleccionado 443,131,246.1   
Muestra Auditada 443,131,246.1   
Representatividad de la Muestra 100.0%   

Se revisó el 100.0% de los ingresos por 443,131,246.1 miles de pesos, conformados por 437,368,672.7 miles de 
pesos de derechos pagados por Pemex Exploración y Producción de las asignaciones recibidas; 4,270,939.0 miles 
de pesos de las contraprestaciones de los contratos para la exploración y extracción de hidrocarburos; 1,228,932.3 
miles de pesos por comercialización de hidrocarburos; 220,527.3 miles de pesos de rendimientos; 4,784.8 miles 
de pesos por garantías de seriedad; 35,936.9 miles de pesos por penas convencionales; 1,449.5 miles de pesos de 
ganancia cambiaria, y 3.6 miles de pesos de otros ingresos. 

Además, se revisaron los volúmenes de producción de hidrocarburos (petróleo crudo, condensados y gas natural) 
de 6 contratos bajo la modalidad de licencia, el 42.9%, de 14 contratos de los cuales se efectuaron pagos de 
contraprestaciones debido a que contaron con producción en 2017. 

Antecedentes 

El Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo (FMPED) fue creado a partir de la reforma del 
artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con objeto de recibir, administrar y 
distribuir los ingresos derivados de las asignaciones y contratos de exploración y extracción de hidrocarburos. La 
firma del Contrato Constitutivo del fideicomiso se llevó a cabo el 30 de septiembre de 2014 y el 1 de enero de 
2015 se iniciaron operaciones. 

El artículo 2 de la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos establece que el Estado Mexicano percibirá ingresos por las 
actividades de exploración y extracción de hidrocarburos. 

Por las asignaciones otorgadas a Petróleos Mexicanos, empresa productiva del Estado, el FMPED recibe el pago 
de los derechos por la utilidad compartida, de exploración y de extracción de hidrocarburos. 

Por los contratos de exploración y extracción de hidrocarburos recibe las contraprestaciones que se establecen en 
la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos, dependiendo de la modalidad de los contratos. Existen tres modalidades, 
de licencia, producción compartida y utilidad compartida, de los cuales el FMPED recibe las contraprestaciones 
siguientes: 

¶ Contratos de licencia: bono a la firma, cuota contractual para la fase exploratoria, regalías y una 
contraprestación que se determina en el contrato considerando la aplicación de una tasa al valor contractual 
de los hidrocarburos. 

¶ Contratos de utilidad y producción compartida: Cuota contractual para la fase exploratoria, regalías y una 
contraprestación que se determina por la aplicación de un porcentaje a la utilidad operativa. 

El artículo 35, párrafo tercero, de la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos dispone que el FMPED, la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público y la Comisión Nacional de Hidrocarburos (CNH) deberán coordinarse para el correcto 
ejercicio de sus respectivas funciones en la administración y supervisión de los contratos. 
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De conformidad con el artículo 37, apartado A, fracciones II, III y IV, de la Ley de Ingresos sobre Hidrocarburos, al 
FMPED corresponden, entre otras, las funciones de recibir el pago de las regalías, cuotas contractuales para la fase 
exploratoria y demás contraprestaciones a favor del Estado establecidas en los contratos; llevar los registros de 
información que se requieran para calcular y determinar las contraprestaciones, así como calcular y pagar las 
contraprestaciones a favor del contratista. 

En tanto que, de acuerdo con el apartado B, fracciones IV y V, del mismo artículo, la SHCP tiene, entre otras 
funciones, la de verificar el correcto pago de las regalías, cuotas contractuales para la fase exploratoria y demás 
contraprestaciones que, conforme al contrato, correspondan al estado y al contratista; así como llevar los registros 
de información que se requieran para la verificación de las contraprestaciones establecidas en los contratos. 

Además, el artículo 31, fracción VI, de la Ley de Hidrocarburos establece que a la CNH le corresponde administrar 
y supervisar, en materia técnica, los contratos de exploración y extracción de hidrocarburos. 

Resultados 

1. De los 71 contratos vigentes en 2017, 30 fueron suscritos en 2016 y 41 en 2017, de los cuales 29 
corresponden a la modalidad de licencia y 12 de producción compartida. En el caso de las asignaciones, de 
las 465 vigentes al cierre de 2016, 38 fueron canceladas y 1 suscrita en 2017, por lo que al cierre de ese año 
estaban vigentes 428.  

Al 31 de diciembre de 2017, los 71 contratos y las 428 asignaciones se encontraban inscritos en el Registro 
Fiduciario del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo (FMPED). 

2. Los ingresos del FMPED ascendieron a 443,131,246.1 miles de pesos, de los cuales 437,368,672.7 miles de 
pesos fueron por asignaciones otorgadas a Petróleos Mexicanos (PEMEX), 4,270,939.0 miles de pesos por 
contraprestaciones a favor del Estado de los contratos para la exploración y extracción de hidrocarburos, 
1,228,932.3 miles de pesos por ingresos de comercialización de hidrocarburos y 262,702.1 miles de pesos 
por otros ingresos (garantías de seriedad, penas convencionales, rendimientos financieros, ingresos 
cambiarios y otros). 

3. En 2017, estaban vigentes 54 contratos de exploración y extracción de hidrocarburos bajo la modalidad de 
licencia, de los cuales 14 se encontraban en producción, por lo que se pagaron 634,117.4 miles de pesos de 
contraprestaciones al Estado por concepto de regalías y adicionales sobre el valor contractual de los 
hidrocarburos, calculadas con base en la información de los volúmenes de producción de petróleo crudo, 
condensados y gas natural remitida por la CNH al FMPED a través del SIPAC, con base en el volumen 
determinado por PEP, solicitado por la CNH. 

De la comparación de la producción de 6 contratos registrada en el SIPAC con la informada por PEP a la Auditoría 
Superior de la Federación, se constató lo siguiente: 

¶ [ƻǎ ǾƻƭǵƳŜƴŜǎ ǊŜƎƛǎǘǊŀŘƻǎ Ŝƴ Ŝƭ {Lt!/ ŘŜ Ƨǳƭƛƻ ŀ ƻŎǘǳōǊŜ ŘŜ нлмт ŘŜƭ ŎƻƴǘǊŀǘƻ ƴǵƳΦ /bIπwлмπ[лоπ!мκнлмр 
y de enero a octubre de los números CNH-R01-L03-!оκнлмрΣ /bIπwлмπ[лоπ!тκнлмрΣ /bI-R01-L03-
A11/2015 y /bIπwлмπ[лоπ!нлκнлмс ǎŜ ǊŜƎƛǎǘǊŀǊƻƴ ŀ ǳƴŀ ǘŜƳǇŜǊŀǘǳǊŀ ŘŜ нлϲ/Σ Ŝƴ ƭǳƎŀǊ ŘŜ мрΦрс ϲ/Σ ǇƻǊ ƭƻ 
que la producción registrada en ese sistema fue superior en 5,269.0 barriles de petróleo crudo y 161.0 
barriles de condensado e inferior en 12,243.0 MMbtu a lo informado por PEP. Por estas diferencias se estima 
que los contratistas pagaron de más, como parte de las contraprestaciones cubiertas al Estado, 246.4 miles 
de dólares, equivalentes a 4,636.7 miles de pesos20.  

El 6 de julio de 2018, la CNH proporcionó los informes de ajustes en los volúmenes de producción de los 
cinco contratos mencionados, por diferencias volumétricas por corrección de temperatura. Además, informó 
que la actualización en el FMPED está pendiente hasta que concluya la auditoría que realiza la SHCP. 

¶ 5Ŝƭ ŎƻƴǘǊŀǘƻ ƴǵƳŜǊƻ /bIπwлмπ[лоπ!тκнлмрΣ ǎŜ ǾŜǊƛŦƛŎƽ ǉǳŜ ƭŀ ǇǊƻŘǳŎŎƛƽƴ ǇǊŜǎŜƴǘŀŘŀ Ŝƴ Ŝƭ {Lt!/ ǇŀǊŀ Ŝƭ 
periodo de agosto a noviembre fue inferior por 10,340.9 barriles de petróleo crudo y 36,085.0 MMbtu a lo 
informado por PEP. El 6 de agosto de 2018, la CNH aclaró que la información proporcionada por PEP 
corresponde a la última actualización reportada a la CNH en julio de 2018 que incluye la producción del pozo 
ά/ǳƛŎƘŀǇŀ-момέ ǇƻǊ Ŝǎƻǎ ǾƻƭǵƳŜƴŜǎΣ Ŏǳȅƻ ŀƧǳǎǘŜ Ŝǎǘł ǇŜƴŘƛŜƴǘŜ ǇƻǊ ŜƧŜŎǳǘŀǊ Ŝƴ ƭŀ 5ƛǊŜŎŎƛƽƴ DŜneral de 
Medición de esa comisión. El ajuste consistirá en incluir la producción de ese pozo en el SIPAC y se estima 
que con ello se cubrirían al Estado 383.5 miles de dólares, equivalentes a 7,217.5 miles de pesos1. 

                                                                        

20 Valuadas al tipo de cambio publicado en el Diario Oficial de la Federación del 23 de agosto de 2018. 
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La SHCP y la CNH, en el transcurso de la auditoría y con motivo de la intervención de la Auditoría Superior de la 
Federación, instruyeron las acciones de control necesarias, consistentes en lo siguiente: 

¶ La Unidad de Ingresos sobre Hidrocarburos de la SHCP informó el 12 de septiembre de 2018, que el 31 de 
agosto de 2018, solicitó a la Unidad de Administración Técnica de Asignaciones y Contratos de la CNH y a la 
Coordinación Ejecutiva del FMPED que en el ámbito de sus respectivas atribuciones se actualice la 
información a que haya lugar y con base en ésta se vuelva a efectuar el cálculo de las contraprestaciones de 
los contratos mencionados. 

¶ Por su parte, la Dirección General de lo Contencioso de la Unidad Jurídica de la CNH informó el 6 de 
septiembre de 2018, que la Unidad Técnica de Extracción de la CNH emitió el 28 de agosto de 2018 el 
άtǊƻǘƻŎƻƭƻ ƛƴǘŜǊƴƻ ŀ ǘǊŀǾŞǎ ŘŜƭ Ŏǳŀƭ ǎŜ ŜǎǘŀōƭŜŎŜƴ ƭƻǎ ƳŜŎŀƴƛǎƳƻǎ ŘŜ ŎƻƴǘǊƻƭ ǇŀǊŀ ƭŀ ǊŜǾƛǎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ 
información de producción de hidrocarburos por cuanto hace a los parámetros establecidos en la regulaciónέΣ 
para asegurar que la información de la producción de hidrocarburos se registre de acuerdo con la 
temperatura establecida en los Lineamientos técnicos en materia de medición de los hidrocarburos. 

Asimismo, el 2 de octubre de 2018, la Dirección General de lo Contencioso de la Unidad Jurídica de la CNH 
proporcionó lo siguiente: 

¶ Acta número R01-L03.A7.02/2017 del 24 de septiembre de 2018, suscrita entre la Dirección General de 
!ŘƳƛƴƛǎǘǊŀŎƛƽƴ ¢ŞŎƴƛŎŀ ŘŜ /ƻƴǘǊŀǘƻǎ ŘŜ ƭŀ /bI ȅ Ŝƭ ŎƻƴǘǊŀǘƛǎǘŀ ŘŜƭ ŎƻƴǘǊŀǘƻ ƴǵƳŜǊƻ /bIπwлмπ[лоπ!тκнлмрΣ 
en la que se formalizaron los ajustes a los valores de los volúmenes de producción de hidrocarburos de mayo 
de 2016 a octubre de 2017, y la inclusión de la producción del pozo Cuichapa-131. 

¶ Oficios del 24 de septiembre de 2018, mediante los cuales la Unidad de Administración Técnica de 
Asignaciones y Contratos notificó el acta número R01-L03.A7.02/2017 de ajustes de los valores de los 
volúmenes de producción de hidrocarburos a la SHCP y al FMPED.  

¶ Plantillas del SIPAC con la información actualƛȊŀŘŀ ŘŜ ƭƻǎ ǾƻƭǵƳŜƴŜǎ ŘŜ ƭƻǎ ŎƻƴǘǊŀǘƻǎ ƴǵƳŜǊƻǎ /bIπwлмπ[лоπ
!мκнлмрΣ /bIπwлмπ[лоπ!оκнлмрΣ /bIπwлмπ[лоπ!тκнлмрΣ /bIπwлмπ[лоπ!ммκнлмрΣ /bIπwлмπ[лоπ!нлκнлмс 
ȅ /bIπwлмπ[лоπ!ноκнлмрΦ 

Por lo expuesto, se solventa lo observado. 

¶ 5Ŝƭ ŎƻƴǘǊŀǘƻ ƴǵƳŜǊƻ /bIπwлмπ[лоπ!но/2015 la información registrada en el SIPAC en octubre también se 
presentó a 20°C en lugar de 15.56°C, por lo que la producción reportada fue superior en 21.8 barriles a la 
reportada por PEP. Por esta diferencia se estima que los contratistas pagaron de más 0.9 miles de dólares, 
equivalentes a 16.9 miles de pesos21, en las contraprestaciones a favor del Estado. 

La CNH, en el transcurso de la auditoría y con motivo de la intervención de la Auditoría Superior de la 
Federación, instruyó las acciones de control necesarias, ya que la Unidad de Administración Técnica de 
Asignaciones y Contratos el 26 de septiembre de 2018, remitió al FMPED la información ajustada de los 
volúmenes respecto de octubre de 2017 en la plantilla respectiva del área contractual Tajón, a fin de que se 
lleven a cabo por parte del FMPED las acciones que resulten procedentes relativas al recalculo de las 
contraprestaciones correspondientes, con lo que se solventa lo observado. 

4. Las transferencias de 425,901,589.4 miles de pesos, realizadas en 2017 por FMPED para cubrir el 
Presupuesto de Egresos de la Federación, fueron superiores en 55,972,188.6 miles de pesos a los 
369,929,400.8 miles de pesos estimados en la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 
2017, por lo que después de disminuir las compensaciones previstas en el artículo 93, párrafo tercero, de la 
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria se determinó un excedente por 17,905,900.0 
miles de pesos, con los que se constituyó por primera vez su reserva de ahorro de largo plazo. De esta 
manera, los ingresos obtenidos en 2015, 2016 y 2017 no han superado el 4.7% del PIB, por lo cual no se 
generaron remanentes adicionales para la reserva. 

5. En 2017 se encontraban en proceso cinco auditorías, a través de requerimiento de información de las 
operaciones y registros contables por concepto de cuota contractual para la fase exploratoria de cinco 
contratos bajo la modalidad de licencia, instruidas por la SHCP al SAT y esa dependencia inició tres auditorías 
a través de procedimientos analíticos por solicitud de los contratistas, de las cuales una corresponde a un 
contrato bajo la modalidad de producción compartida, la cual se encontraba en proceso y dos a contratos 
de licencia, de las cuales se notificó al FMPED y al contratista la improcedencia de ajustes al cálculo de las 

                                                                        

21 Valuadas al tipo de cambio publicado en el Diario Oficial de la Federación del 23 de agosto de 2018. 
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contraprestaciones, debido a que la SHCP consideró que las solicitudes carecían de información y evidencia 
documental para poder revisar, valorar y analizar adecuadamente los argumentos. 

6. Como parte de sus funciones de administrar y supervisar, en materia técnica, los contratos para la 
exploración y extracción de hidrocarburos, la CNH desarrolla el Sistema de Integración de Administración de 
Asignaciones y Contratos (SIAAC), para llevar a cabo la administración y supervisión de las asignaciones y 
contratos a partir de la generación de reportes y gráficas; además, del 1 al 19 de diciembre de 2017, en 
conjunto con PEP y el contratista, visitó el área contractual 14-Moloacán, con objeto de cumplir con la 
instrucción de su Órgano de Gobierno de realizar el trámite y sustanciación del procedimiento de 
terminación anticipada de un contrato. Asimismo, del 5 al 8 de diciembre de 2017, efectuó visita de 
verificación extraordinaria a las instalaciones del activo Ku-Maloob-Zaap de PEP para verificar las acciones 
correctivas aprobadas por la CNH para tres asignaciones. 

7. Los ingresos del FMPED se registraron en las cuentas previstas en su catálogo de cuentas y guía 
contabilizadora. Además, se informaron en el Estado de Actividades y en la Cuenta Pública 2017. 

Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinó 1 observación la cual fue solventada por la entidad fiscalizada antes de la integración de este 
informe. 

Dictamen  

El presente dictamen se emite el 18 de octubre de 2018, fecha de conclusión de los trabajos de auditoría, la cual 
se practicó sobre la información proporcionada por las entidades fiscalizadas y de cuya veracidad son 
responsables. Con base en los resultados obtenidos en la auditoría practicada, cuyo objetivo fue fiscalizar la 
gestión financiera para comprobar que la determinación de los elementos que sirvieron de base para calcular los 
ingresos provenientes de la ejecución de los contratos de exploración y extracción de hidrocarburos, así como de 
los demás ingresos recibidos por el fondo; las funciones de administración, verificación y supervisión de esos 
contratos, el registro contable y presentación de los ingresos en los estados financieros y en la Cuenta Pública, se 
efectuaron de conformidad con las disposiciones legales y normativas, y específicamente respecto de la muestra 
revisada que se establece en el apartado relativo al alcance, y específicamente respecto de la muestra revisada 
que se establece en el apartado relativo al alcance, se concluye que, en términos generales, la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público (SHCP), el Banco de México, Pemex Exploración y Producción (PEP) y la Comisión 
Nacional de Hidrocarburos (CNH) cumplieron con las disposiciones legales y normativas que son aplicables en la 
materia, debido a lo siguiente: 

¶ Por vez primera, desde su creación en 2014, el 29 de diciembre de 2017, el Fondo Mexicano del Petróleo 
para la Estabilización y el Desarrollo (FMPED) constituyó 17,905,900.0 miles de pesos como reserva de 
ahorro de largo plazo. Los ingresos obtenidos en 2015, 2016 y 2017 no han superado el 4.7% del Producto 
Interno Bruto, por lo cual no se generaron remanentes adicionales para la reserva. 

¶ Los ingresos del FMPED ascendieron a 443,131,246.1 miles de pesos, de los cuales 437,368,672.7 miles de 
pesos fueron por asignaciones otorgadas a Petróleos Mexicanos, 4,270,939.0 miles de pesos por 
contraprestaciones de los contratos para la exploración y extracción de hidrocarburos, 1,228,932.3 miles de 
pesos por ingresos de comercialización de hidrocarburos y 262,702.1 miles de pesos por otros ingresos. 

¶ Para la administración y supervisión de las asignaciones y contratos, la CNH desarrolló el Sistema de 
Integración de Administración de Asignaciones y Contratos (SIAAC). Además, en conjunto con PEP y el 
contratista, visitó el área contractual 14-Moloacán y efectuó una visita de verificación extraordinaria a las 
instalaciones del activo Ku-Maloob-Zaap de PEP. 

¶ En ejercicio de sus facultades de verificación de las contraprestaciones pagadas al Estado, la SHCP instruyó 
al Servicio de Administración Tributaria para realizar cinco auditorías e inició tres auditorías por cuenta 
propia. 
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Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

Ingresos Excedentes 

Auditoría Cumplimiento Financiero: 2017-0-06100-15-0051-2018 

51-GB 

 

Objetivo 

Fiscalizar la gestión financiera para verificar que la determinación, distribución y aplicación de los ingresos 
excedentes previstos en los artículos 19, fracción I y 93 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, así como su presentación en la Cuenta Pública, se efectuaron de conformidad con las disposiciones 
legales y normativas. 
Alcance 
 

 INGRESOS   
 Miles de Pesos   
Universo Seleccionado 149,508,400.0   
Muestra Auditada 149,508,400.0   
Representatividad de la Muestra 100.0%   

El universo por 149,508,400.0 miles de pesos22/ corresponde a los ingresos excedentes brutos reportados por la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) en los Informes sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas 
y la Deuda Pública del Cuarto Trimestre de 2017 y en la Cuenta Pública de ese año, los cuales se obtienen de 
comparar la recaudación federal obtenida por concepto de impuestos, derechos, productos y aprovechamientos, 
así como los recursos obtenidos por la Tesorería de la Federación con motivo de la transferencia efectuada por el 
Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y Desarrollo, en relación con las cifras estimadas en la Ley de 
Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2017. 

De dichos recursos, 10,502,700.0 miles de pesos fueron destinados a compensar faltantes de ingresos de Petróleos 
Mexicanos; 4,000,000.0 miles de pesos al Fondo de Desastres Naturales (FONDEN); y 23,563,600.0 miles de pesos 
para compensar el incremento en el costo de combustibles para la generación de energía eléctrica de la Comisión 
Federal de Electricidad. 

Además, se transfirieron 17,905,900.0 miles de pesos a la reserva del Fondo Mexicano del Petróleo para la 
Estabilización y el Desarrollo; del monto restante, por 93,536,200.0 miles de pesos; 60,798,500.0 miles de pesos 
(65.0%) se destinaron al Fondo de Estabilización de los Ingresos Presupuestarios; 23,384,100.0 miles de pesos 
(25.0%) al Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas, y 9,353,600.0 miles de pesos 
(10.0%) al Fideicomiso para la Infraestructura en los Estados. 

Antecedentes 

De conformidad con el artículo 31, fracción II, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, corresponde 
a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público proyectar y calcular los ingresos de la Federación. 

El artículo 2, fracción XXX, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria define los ingresos 
excedentes como aquellos recursos que en el ejercicio fiscal se obtienen por encima de los aprobados en la Ley de 
Ingresos de la Federación o, en su caso, respecto de los ingresos propios de las entidades de control indirecto. 

De conformidad con el artículo 19 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, el Ejecutivo 
Federal, por conducto de la SHCP, podrá autorizar erogaciones adicionales a las aprobadas en el Presupuesto de 
Egresos, con cargo a los excedentes que, en su caso, resulten de los ingresos autorizados en la Ley de Ingresos o 
de excedentes de ingresos propios de las entidades, conforme a lo siguiente: 

I. Los excedentes de ingresos que resulten de la Ley de Ingresos, distintos a los previstos en las fracciones II y 
III de ese artículo23/, deberán destinarse en primer término a compensar el incremento en el gasto no 

                                                                        

22/  Para la distribución de los ingresos excedentes la SHCP consideró cifras en millones de pesos, por lo que la variación con 
la cifra de 149,508,401.0 miles de pesos presentada en el resultado núm. 1 se origina por ese criterio. 

23/  La fracción II se refiere a los ingresos que tengan un destino específico por disposición expresa de leyes de carácter 
fiscal, o que conforme a éstas se cuente con autorización de la SHCP para utilizarse en un fin específico. 

La fracción III señala los excedentes de ingresos propios de las entidades. 
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programable respecto del presupuestado, por concepto de participaciones; costo financiero, derivado de 
modificaciones en la tasa de interés o del tipo de cambio; adeudos de ejercicios fiscales anteriores para 
cubrir, en su caso, la diferencia con el monto estimado en la Ley de Ingresos correspondiente; así como a la 
atención de desastres naturales cuando el Fondo de Desastres resulte insuficiente.  

Las erogaciones adicionales necesarias para cubrir los incrementos en los apoyos a tarifas eléctricas, con respecto 
a lo estimado en el Presupuesto de Egresos, procederán como ampliaciones automáticas con cargo a los ingresos 
excedentes. Dichas ampliaciones únicamente aplicarán por el incremento en apoyos que esté asociado a mayores 
costos de combustibles. 

El remanente de los ingresos excedentes a que se refiere la fracción I, se destinará en términos de la fracción IV 
del mismo artículo 19, como sigue: 

IV.     Los ingresos excedentes, una vez realizadas, en su caso, las compensaciones entre rubros de ingresos a las 
que se refiere el artículo 21, fracción I24/, de la misma ley, se destinarán a lo siguiente: 

¶ En un 25.0% al Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas. 

¶ En un 65.0% al Fondo de Estabilización de los Ingresos Presupuestarios.  

¶ En un 10.0% a programas y proyectos de inversión en infraestructura y equipamiento de las entidades 
federativas (Fideicomiso para la Infraestructura en los Estados), recursos que se destinarán a las entidades 
federativas conforme a la estructura porcentual que se derive de la distribución del Fondo General de 
Participaciones reportado en la Cuenta Pública más reciente.  

Por otra parte, con motivo de la reforma en materia de energía, el 20 de diciembre de 2013 se publicó, en el Diario 
Oficial de la Federación, el Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el que se reformó el artículo 28 para establecer la constitución del 
fideicomiso público denominado "Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo" (FMPED), 
con el objeto de recibir, administrar, invertir y distribuir los ingresos derivados de las asignaciones y contratos de 
exploración y extracción de hidrocarburos, con excepción de los impuestos. 

En agosto de 2014, se adicionó en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria el artículo 93, que 
establece el destino de los recursos excedentes que reciba el FMPED, por encima del monto establecido en la Ley 
de Ingresos y hasta por el monto suficiente para cubrir los fines señalados en el artículo 19, fracción I, de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, y las compensaciones entre rubros de ingreso a que se 
refiere el artículo 21, fracción I, de la misma ley, los cuales no podrán ser superiores a la transferencia que realice 
el FMPED a la Tesorería de la Federación, para cubrir erogaciones del Presupuesto de Egresos de la Federación.  

En 2017, se generaron por primera vez los ingresos excedentes previstos en el artículo 93 de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

Esta auditoría está relacionada con las auditorías de la revisión de la Cuenta Pública 2017 núms. 45-D. άCƻƴŘƻǎ 
ŘŜ 9ǎǘŀōƛƭƛȊŀŎƛƽƴέΣ Ŝƴ ƭŀ ǉǳŜ ǎŜ ǊŜǾƛǎƽ Ŝƭ destino de los recursos aportados a los fondos, 34-D. ά!ǎƛƎƴŀŎƛƻƴŜǎ ȅ 
/ƻƴǘǊŀǘƻǎ ŘŜ 9ȄǇƭƻǊŀŎƛƽƴ ȅ 9ȄǘǊŀŎŎƛƽƴ ŘŜ IƛŘǊƻŎŀǊōǳǊƻǎέΣ Ŝƴ ƭŀ ǉǳŜ ǎŜ ǾŜǊƛŦƛŎŀǊƻƴ ƭŀǎ ǘǊŀƴǎŦŜǊŜƴŎƛŀǎ ŜŦŜŎǘǳŀŘŀǎ 
por el Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo a la Tesorería de la Federación, 61-GB  
άwŜŎǳǊǎƻǎ 5ŜǎǘƛƴŀŘƻǎ ǇŀǊŀ ƭŀ !ǘŜƴŎƛƽƴ ŘŜ 5ŜǎŀǎǘǊŜǎ bŀǘǳǊŀƭŜǎέ ȅ 42-D. άChb59bΦ- Recursos Autorizados para la 
!ǘŜƴŎƛƽƴ ŘŜ 5ŜǎŀǎǘǊŜǎ bŀǘǳǊŀƭŜǎ ό{ƛǎƳƻǎ ŘŜƭ т ȅ мф ŘŜ {ŜǇǘƛŜƳōǊŜ ŘŜ нлмтύέ, en las que se revisa el destino de los 
recursos para la atención de desastres naturales, y 531-59 άDŜǎǘƛƽƴ CƛƴŀƴŎƛŜǊŀέΣ Ŝƴ ƭŀ ǉǳŜ ǎŜ ǾŜǊƛŦƛŎŀƴ ƭƻǎ ǊŜŎǳǊǎƻǎ 
entregados a la Comisión Federal de Electricidad. 
  

                                                                        

24/  En caso de que durante el ejercicio fiscal disminuyan los ingresos previstos en la Ley de Ingresos, el Ejecutivo Federal, 
por conducto de la SHCP, podrá aplicar las siguientes normas ŘŜ ŘƛǎŎƛǇƭƛƴŀ ǇǊŜǎǳǇǳŜǎǘŀǊƛŀΥ άLΦ [ŀ ŘƛǎƳƛƴǳŎƛƽƴ ŘŜ ŀƭƎǳƴƻ 
de los rubros de ingresos aprobados en la ley de Ingresos, podrá compensarse con el incremento que, en su caso, 
observen otros rubros de ingresos aprobados en dicha Ley, salvo en el caso en que estos últimos tengan un destino 
específico por disposición expresa de leyes de carácter fiscal o conforme a éstas se cuente con autorización de la 
secretaría para utilizarse en un fin específico, así como tratándose de ingresos propios de las entidades de control 
ŘƛǊŜŎǘƻΦΦΦέ 
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Resultados 

1. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público determinó los ingresos excedentes brutos por 149,508,401.0 
miles de pesos25/, de conformidad con los artículos 19, fracción I, y 93, párrafo tercero, de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, así como con el artículo 12 del reglamento de esa ley. 

2. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público efectuó compensaciones por 38,066,300.0 miles de pesos, por 
concepto de ingresos no obtenidos por PEMEX respecto de lo programado por 10,502,700.0 miles de pesos, 
y para cubrir el incremento en los apoyos a tarifas eléctricas asociado a mayores costos de combustibles de 
la CFE por 23,563,600.0 miles de pesos, en cumplimiento de los artículos 19, fracción I, 21, fracción I, y 93, 
párrafo tercero, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. En contraparte, la 
secretaría no destinó ingresos excedentes para cubrir el gasto no programable, ya que éste no se incrementó 
respecto de lo presupuestado. 

Asimismo, al Fondo de Desastres Naturales destinó 4,000,000.0 miles de pesos, con base en sus facultades 
previstas en los artículos 3, primer párrafo, y 79 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
como parte de las acciones de reconstrucción de la infraestructura dañada por fenómenos naturales. 

3. Al 31 de diciembre de 2017, se obtuvieron ingresos excedentes brutos por 55,972,200.0 miles de pesos, 
provenientes del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo, y se efectuaron 
compensaciones por 38,066,300.0 miles de pesos, los 17,905,900.0 miles de pesos restantes se transfirieron a la 
reserva de ese fondo, de conformidad con el artículo 93, párrafo tercero, de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y la cláusula sexta, fracción IV, del Contrato Constitutivo del Fideicomiso Público del 
Estado Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo. 

4. Del remanente de ingresos excedentes por 93,536,200.0 miles de pesos, el Fondo de Estabilización de 
los Ingresos de las Entidades Federativas recibió la aportación de 23,384,100.0 miles de pesos, el 25.0%; el Fondo 
de Estabilización de los Ingresos Presupuestarios recibió la aportación de 60,798,500.0 miles de pesos, el 65.0%, y 
el 10.0%, por 9,353,600.0 miles de pesos, se transfirió al Fideicomiso de Inversión y Administración número 2061 
άtŀǊŀ ƭŀ LƴŦǊŀŜǎǘǊǳŎǘǳǊŀ Ŝƴ ƭƻǎ 9ǎǘŀŘƻǎέΣ ǇŀǊŀ ŘŜǎǘƛƴŀǊǎŜ ŀ ǇǊƻƎǊŀƳŀǎ ȅ ǇǊƻȅŜŎǘƻǎ ŘŜ ƛƴǾŜǊǎƛƽƴ Ŝƴ ƛƴŦǊŀŜǎǘǊǳŎǘǳǊŀ 
y equipamiento de las entidades federativas, de conformidad con el artículo 19, fracción IV, incisos a, c y d, de la 
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y 12 de su Reglamento. 

5. Los ingresos excedentes previstos en los artículos 19, fracción I, y 93, párrafo tercero, de la Ley Federal 
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, así como su distribución, se presentaron en los informes sobre la 
Situación Económica, las Finanzas Públicas y la Deuda Pública del cuarto trimestre de 2017 y en la Cuenta Pública 
de ese año, como sigue: 
 
  

                                                                        

25/  Para la distribución de los ingresos excedentes la SHCP consideró cifras en millones de pesos, por lo que la variación con 
la cifra de 149,508,400.0 miles de pesos que se presenta en el alcance de este informe se origina por ese criterio.   
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ASIGNACIÓN DE LOS INGRESOS EXCEDENTES EN 2017 
EN CUMPLIMIENTO DE LOS ARTÍCULOS 19, FRACCIONES I y IV, y 93 DE LA LFPRH 

(Miles de pesos)1/ 

Concepto Total  Art. 93 Art. 19, fracción I  

I. Ingresos excedentes brutos   149,508,400.0          55,972,200.0  93,536,200.0 

II. Compensación faltantes otros 
rubros 

    10,502,700.0          10,502,700.0  0.0 

III. Compensaciones     27,563,600.0          27,563,600.0  0.0 

   1- Mayor gasto programable 0.0 0.0 0.0 

   2- Atención a desastres naturales       4,000,000.0            4,000,000.0  0.0 

   3-Incremento en costo de 
combustibles CFE  

    23,563,600.0          23,563,600.0  __________0.0 

IV. Aportaciones a los fondos con los 
ingresos excedentes netos (I - II - III) 

  111,442,100.0          17,905,900.0  93,536,200.0 

FEIP   (65.0%)     60,798,500.0                             0.0   60,798,500.0 

FEIEF (25.0%)     23,384,100.0                               0.0   23,384,100.0 

FIES   (10.0%)       9,353,600.0                               0.0   9,353,600.0 

FMPED  (100.0% del art. 93)     17,905,900.0          17,905,900.0  0.0 

FUENTE: Informes sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la Deuda Pública del cuarto trimestre 
de 2017 y Cuenta Pública de ese año. 

 1/  Las cifras fueron presentadas en millones de pesos por la SHCP. 

LFPRH:  Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.  

FEIP:  Fondo de Estabilización de los Ingresos Presupuestarios.  

FEIEF:  Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas.  

FIES:  Fideicomiso para la Infraestructura en los Estados. 

FMPED:  Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y Desarrollo.  

 

Lo anterior se efectuó de conformidad con los artículos 19, último párrafo, y 107 de la ley Federal de Presupuesto 
y Responsabilidad Hacendaria, así como el artículo 52 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

Dictamen  

El presente dictamen se emite el 16 de octubre de 2018, fecha de conclusión de los trabajos de auditoría, la cual 
se practicó sobre la información proporcionada por la entidad fiscalizada y de cuya veracidad es responsable. Con 
base en los resultados obtenidos en la auditoría practicada, cuyo objetivo fue fiscalizar la gestión financiera para 
verificar que la determinación, distribución y aplicación de los ingresos excedentes previstos en los artículos 19, 
fracción I, y 93 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, así como su presentación en la 
Cuenta Pública, se efectuaron de conformidad con las disposiciones legales y normativas, se concluye que, en 
términos generales, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público cumplió con las disposiciones legales y normativas 
que son aplicables en la materia, debido a que determinó los ingresos excedentes brutos por 149,508,400.0 miles 
de pesos, los cuales se distribuyeron como sigue: 

¶ De los recursos provenientes del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo (FMPED), 
por 55,972,200.0 miles de pesos, el 37.4%, se destinaron 10,502,700.0 miles de pesos para la compensación 
de faltantes de ingresos por venta de bienes y servicios de Petróleos Mexicanos; 4,000,000.0 miles de pesos 
al Fondo de Desastres Naturales; 23,563,600.0 miles de pesos para cubrir el incremento en costos de 
combustibles de la Comisión Federal de Electricidad, y 17,905,900.0 miles de pesos a la reserva del FMPED. 

¶ De los recursos provenientes de impuestos, derechos, productos y aprovechamientos, por 93,536,200.0 
miles de pesos, el 62.6%, se destinaron 60,798,500.0 miles de pesos al Fondo de Estabilización de los Ingresos 
Presupuestarios; 23,384,100.0 miles de pesos al Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades 
Federativas, y 9,353,600.0 miles de pesos al Fideicomiso para la Infraestructura en los Estados. 

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público autorizó la aplicación de los ingresos excedentes al Fondo 
de Desastres Naturales por 4,000,000.0 miles de pesos, conforme a sus facultades, como parte de las acciones de 
reconstrucción de la infraestructura dañada por fenómenos naturales.  
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Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

Ingresos Públicos Presupuestarios y Gastos Fiscales 

Auditoría Cumplimiento Financiero: 2017-0-06100-15-0053-2018 

53-GB 

 

Objetivo 

Revisar en forma agregada los resultados de los ingresos públicos presupuestarios y de los gastos fiscales. 

Alcance 

No se reportan montos de universo y muestra, debido a que la auditoría atiende aspectos agregados y 
cualitativos.26/ 

La auditoría analiza los ingresos presupuestarios del sector público, con el propósito de identificar su origen 
(petroleros, no petroleros, así como tributarios y no tributarios), determinar las causas de las variaciones respecto 
de lo aprobado en la Ley de Ingresos de la Federación (LIF) y en comparación con el año anterior, su participación 
dentro del Producto Interno Bruto (PIB), la recaudación del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios (IEPS) 
a las gasolinas y diésel, la evolución de los ingresos petroleros y las coberturas petroleras del Gobierno Federal 
(GF) y de Petróleos Mexicanos (PEMEX), así como el origen y destino de los ingresos excedentes. Asimismo, analiza 
la variación de los conceptos y montos del Presupuesto de Gastos Fiscales (PGF) 2017 en comparación con el año 
anterior, se identifican los conceptos de aplicación general o particular, los instrumentos legales o normativos que 
los regulan y revisa el gasto fiscal de las donatarias. 

Antecedentes 

Como resultado de la revisión de la Cuenta Pública de 2016, específicamente en la auditoría 52-D. άIngresos 
Públicos Presupuestarios y Gastos FiscalesέΣ ǎŜ ŘŜǘŜŎǘŀǊƻƴ ƭƻǎ ƘŜŎƘƻǎ ǊŜƭŜǾŀƴǘŜǎ ǎƛƎǳƛŜƴǘŜǎΦ 

En 2016 los ingresos ordinarios del Sector Público Presupuestario (SPP) ascendieron a 4,845,530.3 millones de 
pesos, superiores en 16.6% (690,896.9 millones de pesos) a lo aprobado en la LIF 2016 y en 8.6% real respecto de 
2015. Como proporción del PIB representaron 24.8%, superior en 3.2 puntos porcentuales al aprobado en 2016 y 
en 1.4 puntos al obtenido en 2015. 

De 2010 a 2016, los ingresos presupuestarios no fueron suficientes para financiar los gastos; en promedio 
cubrieron 89.4% de los gastos. 

En 2016 se reportó en los ingresos no petroleros y no tributarios la integración del rubro de aprovechamientos, 
clasificados como de tipo corriente y de capital. Por primera vez en la Cuenta Pública se reportó la apertura de los 
aprovechamientos de tipo corriente, otros, otros, y quedó pendiente la información de los aprovechamientos de 
capital, otros, otros. 

En 2015 la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) y en 2016 la Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe (CEPAL), estimaron que la carga fiscal como proporción del PIB en México es una 
de las más reducidas, en comparación con los países miembros de esa organización y de la región, 
respectivamente. Por esta razón, se considera prudente continuar con la implementación de medidas que 
permitan elevar la recaudación de ingresos tributarios para un sano financiamiento del gasto público. 

En 2012 la evasión global de impuestos se estimó en una cuarta parte de la recaudación tributaria potencial, y 
para 2015 la evasión en el Impuesto sobre la Renta (ISR) y el Impuesto al Valor Agregado (IVA) disminuyó, en 2012 
era de 40.2% y 31.2%, respectivamente, y en 2015 se estimó en 25.6% y 19.4%, en ese mismo orden. 

Del 2010 al 2014 los ingresos petroleros mantuvieron una participación superior al 30.0% como proporción de los 
ingresos totales del SPP, sin embargo, la caída de los precios internacionales del petróleo a finales de 2014, 2015 
y 2016, implicó menores ingresos fiscales, mayor deuda pública y recorte del gasto público. En 2015 y 2016, se 
aplicaron reducciones al gasto de 124,265.6 y 164,077.7 millones de pesos, respectivamente. 

                                                                        

26/ Para determinar la materialidad en la planeación y ejecución de la auditoría, se tomaron en cuenta los criterios y las 
guías incluidas en las bƻǊƳŀǎ LƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭŜǎ ŘŜ ƭŀǎ 9ƴǘƛŘŀŘŜǎ CƛǎŎŀƭƛȊŀŘƻǊŀǎ {ǳǇŜǊƛƻǊŜǎ όL{{!Lύ плл άtǊƛƴŎƛǇƛƻǎ 
Fundamentales ŘŜ ƭŀ !ǳŘƛǘƻǊƝŀ ŘŜ /ǳƳǇƭƛƳƛŜƴǘƻέ ȅ ƭŀ L{{!L пллл άbƻǊƳŀ ǇŀǊŀ ƭŀǎ ŀǳŘƛǘƻǊƝŀǎ ŘŜ ŎǳƳǇƭƛƳƛŜƴǘƻέΦ 
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La renta petrolera del GF en el periodo de 2010 a 2014 significó en promedio 4.6% del PIB, en 2015 fue de 2.3% y 
de 1.6% del PIB en 2016. 

El marco normativo que regula las transferencias ordinarias del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización 
y el Desarrollo (FMPED) establece que si no es posible que las transferencias de ingresos petroleros del GF sean 
equivalentes a 4.7% del PIB, en la LIF se podrá prever un monto inferior por este concepto, como ocurrió en 2016 
cuando se aprobó que fueran de 2.5% del PIB. 

La SHCP informó a la Auditoría Superior de la Federación (ASF), a nivel de clave presupuestaria, el destino de 13.2% 
(90,936.4 millones de pesos), de los 690,896.9 millones de pesos de ingresos excedentes que se reportaron en la 
Cuenta Pública 2016. 

De los ingresos excedentes acumulados en el periodo de 2010 a 2016 (1,885,155.5 millones de pesos) sólo 10.3% 
(194,164.1 millones de pesos) fueron susceptibles de distribución (artículo 19, fracción I, bolsa general de la 
LFPRH), y el restante 89.7% (1,690,991.4 millones de pesos) tuvo un destino específico conforme al artículo 19, 
fracciones II y III, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH). 

El PGF 2016 ascendió a un monto total estimado de 670,323.0 millones de pesos, mayor en 20.4% en términos 
reales respecto de 2015 (532,207.0 millones de pesos), y como proporción del PIB representó 3.4%, superior al 
2.9% estimado en 2015. 

De los 103 gastos fiscales, 52 (50.5%) fueron de aplicación general y representaron el 75.7% del monto total 
estimado de los recursos en el PGF 2016, y 51 (49.5%) fueron de aplicación particular, con el 24.3% restante de los 
recursos. 

Debido al número y monto estimado de los gastos fiscales definidos por mandato de ley y que son de aplicación 
general, se recomendó a la SHCP continuar con la evaluación de los resultados alcanzados y revisar si los objetivos 
respectivos se pueden lograr con mayor eficacia y eficiencia mediante otro tipo de instrumentos fiscales. 

Resultados 

En 2017, los ingresos ordinarios del Sector Público Presupuestario (SPP) ascendieron a 4,947,608.3 millones de 
pesos, superiores en 13.5% (586,694.5 millones de pesos) a lo aprobado en la LIF 2017 e inferiores en 3.8% real 
respecto de 2016. 

El aumento de los ingresos del SPP en relación con los aprobados en la LIF resultó de los ingresos no petroleros 
(546,861.9 millones de pesos) y de los petroleros (39,832.7 millones de pesos). 

¶ En los ingresos no petroleros influyó el Remanente de Operación del Banco de México (ROBM) por 321,653.3 
millones de pesos, el ISR (10.5%), el IVA (2.3%) y el Impuesto a las Importaciones (14.2%), que compensaron 
la caída del IEPS a las gasolinas y diésel (-23.9%). 

¶ En los ingresos petroleros, incidió el mayor precio del petróleo en 3.6 dólares por barril (dpb), así como el 
incremento en la producción y el precio del gas natural en 0.9% y 5.3%, respectivamente, comparado con 
2016. 

En el periodo de 2013 a 2017, los ingresos presupuestarios no fueron suficientes para financiar los gastos y 
cubrieron el 90.6%, en promedio anual, durante ese lapso. 

El incremento en el universo de contribuyentes activos registrados, no implica que realicen una actividad 
económica y paguen impuestos. En 2017 el SAT realizó actividades de vigilancia y control al 100.0% de los 
contribuyentes que tuvieron actividad económica y ejecutó 44.1 millones de actos de revisión. No revisó a 12.7 
millones de contribuyentes respecto del universo de contribuyentes activos registrados en 2016 (56.8 millones de 
contribuyentes), ni a 20.6 millones del universo de contribuyentes en 2017 (64.7 millones). 

La ASF considera conveniente identificar en el padrón de contribuyentes activos registrados los que tienen 
actividades económicas y pagan impuestos, y distinguirlos de los que sólo están registrados porque realizaron la 
apertura de una cuenta bancaria u obtuvieron la firma digital, además de precisar los contribuyentes que pagan y 
los que no pagan impuestos. 

La ASF considera necesario que la SHCP evalúe la política de suavización de precios de las gasolinas y diésel, con 
el propósito de que el estímulo del IEPS se otorgue con equidad social, sin afectar las finanzas públicas y sin generar 
posibles efectos inflacionarios, debido a que la SHCP señaló en el estudio Distribución del pago de impuestos y 
recepción del gasto público por deciles de hogares y personas. Resultados para el año de 2016, que dicho estímulo 
está concentrado en los hogares con mayores ingresos, el 58.0% del gasto en estos bienes es ejercido por el 20.0% 
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de la población de mayores ingresos, y menos del 25.0% del gasto lo realiza el 50.0% de la población de menos 
ingresos. 

La OCDE en 2016 y la CEPAL en 2017, estimaron que en México la carga fiscal como proporción del PIB es una de 
las más reducidas, en comparación con los países miembros de esa organización y de la región latinoamericana, 
respectivamente. 

En 2017, los ingresos petroleros del SPP fueron superiores en 5.1% (39,832.7 millones de pesos) respecto de lo 
aprobado en la LIF, e inferiores en 1.3% real en comparación con 2016. La variación respecto de lo programado se 
debió a un mayor precio de la mezcla mexicana del petróleo crudo de exportación, que pasó de 35.6 dpb en 2016 
a 46.7 dpb en 2017, principalmente. 

El marco normativo que regula el FMPED, establece como referente para las transferencias de ingresos petroleros 
al GF el equivalente a 4.7% del PIB y, en caso de que sean menores, en la LIF se podrá prever un monto inferior, 
como ocurrió en 2017 cuando se aprobó que fueran de 1.9% del PIB. 

En 2017, debido a la mejoría en los precios del petróleo, las transferencias del FMPED fueron equivalentes a 2.2% 
del PIB y se obtuvieron ingresos petroleros excedentes por 55,972.7 millones de pesos, que una vez efectuadas 
las compensaciones previstas en los artículos 19, fracción I, y 21, fracción I, de la LFPRH, permitieron destinar 
recursos por 17,905.9 millones de pesos a la reserva del FMPED para el ahorro de largo plazo. 

En el GF, el balance entre las erogaciones realizadas desde 2005 hasta 2018 para la compra de coberturas 
petroleras (166,069.9 millones de pesos) y la recuperación obtenida de su ejecución (225,654.0 millones de pesos) 
en tres años (2009, 2015 y 2016) fue de un superávit de 59,584.1 millones de pesos. 

En el caso de PEMEX, por el programa implementado en 2017 obtuvo ingresos brutos por 205.0 millones de dólares 
(equivalentes a 3,725.3 millones de pesos), por lo que fue superior al costo de la cobertura de 133.5 millones de 
dólares. 

Los ingresos excedentes respecto de lo aprobado en el artículo 1 de la LIF 2017 ascendieron a 586,694.5 millones 
de pesos. Con la información proporcionada por la SHCP, la CFE, el IMSS y el ISSSTE, sobre el origen y destino de 
los ingresos excedentes, quedó pendiente de conocer la aplicación de 0.4% (2,549.2 millones de pesos) del total 
de los ingresos excedentes a nivel agregado. 

En la Cuenta Pública de 2017, se informó sobre el destino, por clave presupuestaria, del 59.1% (346,607.5 millones 
de pesos) de los 586,694.5 millones de pesos de ingresos excedentes y quedó pendiente de informar a nivel de 
clave presupuestaria el 40.9% (240,087.0 millones de pesos). 

De 225,157.3 millones de pesos, que representaron 38.4% de los ingresos excedentes vinculados con el ROBM 
para la amortización de deuda pública, la SHCP señaló que no registró adecuaciones presupuestarias por este 
concepto, por lo que no cuenta con la información a nivel de clave presupuestaria. 

De 12,380.5 millones de pesos de ingresos excedentes netos de los organismos y empresas, éstos se generaron en 
la CFE, IMSS e ISSSTE, por lo que la ASF solicitó el origen y destino de dichos recursos. 

¶ En la CFE, los ingresos excedentes se derivaron de mayores ventas de servicios y se destinaron al gasto 
corriente, en combustibles para la generación de electricidad, principalmente. 

¶ En el IMSS, los ingresos excedentes resultaron de las cuotas obrero patronales y se destinaron a la Reserva 
de Operación para Contingencias y Financiamiento, de conformidad con el artículo 277 C, párrafo segundo, 
de la Ley del Seguro Social. 

¶ En el ISSSTE, los ingresos excedentes se obtuvieron de productos financieros por sus reservas financieras y 
actuariales, los cuales se reinvirtieron en las mismas reservas. 

El PGF 2017 se estimó en 816,039.1 millones de pesos, mayor en 14.7% real que el de 2016 (670,323.0 millones 
de pesos) y, como proporción del PIB, representó 3.7%, proporción superior al 3.3% de 2016. 

En la estimación de los gastos fiscales se considera como área de oportunidad de mejora, determinar la diferencia 
entre la estimación de la renuncia recaudatoria y el resultado observado. 

Por ejemplo, de 2010 a 2016, de un total de 228,131.3 millones de pesos recibidos por los entes receptores de 
donativos deducibles de impuestos, el 27.5% de dicho total (62,825.1 millones de pesos) fue solicitado por los 
contribuyentes como deducciones. La SHCP estimó en el gasto fiscal correspondiente 16,136.9 millones de pesos 
que representaron el 25.7% del monto antes indicado que solicitaron los contribuyentes como deducible. 
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Además, la ASF considera conveniente que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público especifique de manera 
sucinta los objetivos de cada uno de los gastos fiscales y establezca como norma que, cuando sea implementado 
un nuevo gasto fiscal, se indique de manera explícita el fin o resultado que lo justifica. 

En el PGF 2017, la SHCP amplió la información sobre los sectores atendidos y los beneficios estimados del 
Presupuesto de Gastos Fiscales, al incorporar de manera adicional dos cuadros y cinco gráficas que proporcionan 
elementos al respecto. Sin embargo, se recomienda continuar con la evaluación progresiva de los gastos fiscales, 
debido a que en el PGF 2017 de un total de 118 conceptos, presentó información sobre los sectores atendidos y 
los beneficios estimados de 45 gastos (representaron 61.2% del monto total estimado), y de 73 gastos (38.8% del 
monto total estimado), no se publicó esa información. 

Lo anterior, con el fin de identificar y cuantificar los incentivos que genera y el efecto que tienen en las actividades 
económicas y en la recaudación tributaria asociada. Se recomienda revisar si los objetivos respectivos se pueden 
lograr con mayor eficacia y eficiencia mediante otro tipo de instrumentos fiscales, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 25 de la LIF 2016. 

Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinaron 3 observaciones las cuales generaron: 8 Recomendaciones. 

Además, se generó 1 Sugerencia a la Cámara de Diputados. 

Dictamen  

Con base en los resultados de la auditoría practicada, cuyo objetivo fue revisar en forma agregada los resultados 
de los ingresos públicos presupuestarios y de los gastos fiscales, y específicamente respecto del tema que fue 
revisado, en los términos que se establecen en el apartado sobre el alcance, se concluye que, en general, la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) y el Servicio de Administración Tributaria (SAT) cumplieron con 
las disposiciones legales y normativas que son aplicables en la materia, excepto por las áreas de oportunidad de 
mejora que se identificaron, las cuales se detallan en los resultados de la auditoría y se resumen a continuación: 

- Publicar en la Cuenta Pública y en los Informes sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la Deuda 
Pública, la información del universo de contribuyentes activos en la que se precisen los que tienen 
actividades económicas y pueden ser sujetos de impuestos, y los que sólo están inscritos porque tuvieron 
que realizar un trámite, como abrir una cuenta bancaria u obtener la firma digital, a fin de tener una 
valoración objetiva del universo de contribuyentes, y mejorar el control y seguimiento sobre el universo de 
los diferentes tipos de sujetos registrados. 

- Evaluar la política de suavización de precios de las gasolinas y diésel con la que se ha contenido el impacto 
del aumento de los precios de referencia de las gasolinas y el tipo de cambio en el precio de venta a los 
consumidores de las gasolinas, con el propósito de que el estímulo que se otorga mediante el Impuesto 
Especial sobre Producción y Servicios (IEPS) se realice con equidad social, sin afectar las finanzas públicas y 
sin generar posibles efectos inflacionarios, debido a que el estímulo mediante el IEPS está concentrado en 
los hogares con mayores ingresos, el 58.0% del gasto en estos bienes es ejercido por el 20.0% de la población 
de mayores ingresos, y menos del 25.0% del gasto lo realiza el 50.0% de la población de menores ingresos. 

- Publicar en la Cuenta Pública un cuadro estadístico a nivel agregado sobre el total de los ingresos excedentes 
para rendir cuentas en detalle sobre el origen y destino de estos ingresos, y en un anexo específico de la 
Cuenta Pública incluir la información sobre el origen a nivel de concepto específico, ramo o entidad, y el 
destino como gasto público, a nivel de clave presupuestaria, junto con los resultados alcanzados mediante 
su ejercicio medidos con las metas de los indicadores de desempeño, como está previsto en la normativa. 

- Implementar mejoras en la estimación de cada uno de los conceptos de gastos fiscales para que los montos 
presupuestados se aproximen a los resultados observados, con objeto de evaluar su impacto en los ingresos 
y las finanzas públicas. 

- Publicar de manera sucinta en el Presupuesto de Gastos Fiscales el objetivo de cada uno de los gastos fiscales 
y continuar con su evaluación progresiva, a fin identificar y cuantificar los incentivos que genera y el efecto 
que tienen en las actividades económicas y en la recaudación tributaria asociada. 

Los procedimientos de auditoría aplicados, la evidencia objetiva analizada, así como los resultados obtenidos, 
fundamentan las conclusiones anteriores.  

El presente dictamen se emite el 18 de octubre de 2018, fecha de conclusión de los trabajos de auditoría, la cual 
se practicó sobre la información proporcionada por la entidad fiscalizada y de cuya veracidad es responsable. 
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Servidores públicos que intervinieron en la auditoría: 
 
 
 
 

Director de Área Director General 
Lic. Miguel Luis Anaya Mora Lic. Ricardo Miranda Burgos 

 

 

Sugerencias a la Cámara de Diputados 

Para que la H. Cámara de Diputados, por conducto de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, y de la Comisión 
de Presupuesto y Cuenta Pública, considere la pertinencia de reformar el artículo 93 de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, y 1 y 16, fracción II, inciso g, de la Ley del Fondo Mexicano del Petróleo 
para la Estabilización y el Desarrollo. 

El objetivo de la sugerencia es que se considere o incluya alguno de los componentes o cierta proporción de los 
conceptos que integran los ingresos tributarios no petroleros, como de los impuestos sobre la Renta (ISR), al Valor 
Agregado (IVA), Especial sobre Producción y Servicios (IEPS) o a las Importaciones, a fin de que los elementos que 
sean seleccionados de dichos impuestos contribuyan gradual y progresivamente a la constitución y mantenimiento 
del ahorro a largo plazo previsto en los artículos 16, fracción III, de la Ley del Fondo Mexicano del Petróleo para la 
Estabilización y el Desarrollo, y 2, fracción XLVII Bis, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria. 

Este ahorro se necesita para que el Gobierno Federal tenga la capacidad de estabilizar las finanzas públicas, 
federales y locales, mediante recursos complementarios a los del Fondo de Estabilización de los Ingresos 
Presupuestarios (FEIP) y de Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas (FEIEF), cuando disminuyan 
los ingresos previstos en la ley de ingresos correspondiente, y se cuente con recursos suficientes para evitar el 
aumento insostenible del déficit presupuestario y de la deuda pública, además de compensar la caída en los 
ingresos y mantener la ejecución de los programas prioritarios, los proyectos de inversión estratégicos y el 
cumplimiento de las obligaciones legales y contractuales, como el costo financiero de la deuda pública. 

La lógica funcional de este fondo para el ahorro a largo plazo considera reservar recursos durante la etapa de 
expansión del ciclo de crecimiento económico -en que la actividad productiva crece por arriba de su trayectoria 
de largo plazo o del potencial-, y utilizar los excedentes ahorrados para amortiguar los efectos negativos en las 
finanzas públicas por las fluctuaciones de la economía debido a factores internos y externos que ocasionan la caída 
del Producto Interno Bruto, de la inversión, del empleo y del consumo. 

Asimismo, los recursos ahorrados permitirían financiar programas para el bienestar social y el apoyo productivo, 
así como para invertir en proyectos de infraestructura con alto rendimiento e impacto. 

Esta sugerencia se justifica por el hecho de que la normativa vigente incluye una parte de los ingresos petroleros 
para dicho ahorro, pero, debido a la incertidumbre que los caracteriza y a la declinación en la plataforma de 
producción petrolera, es prudente incluir otras fuentes de financiamiento para la integración del ahorro a largo 
plazo mencionado. 
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Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

Proyecciones, Estimaciones y Resultados de los Ingresos Presupuestarios y Excedentes 

Auditoría Cumplimiento Financiero: 2017-0-06100-15-0058-2018 

58-GB 

 

Objetivo 

Revisar en forma global la planeación y programación de los componentes de la Ley de Ingresos de la Federación, 
sus proyecciones, del precio del petróleo y de los ingresos excedentes, así como su impacto en los balances 
presupuestario y primario. 

Alcance 

No se reportan montos de universo y muestra, debido a que la auditoría atiende aspectos agregados y 
cualitativos.27/ 

La auditoría analiza la memoria de cálculo de los principales rubros de ingresos previstos en la Iniciativa de Ley de 
Ingresos de la Federación (ILIF) 2017, con el propósito de valorar y corroborar los elementos y variables utilizados 
para su estimación. En particular se revisan los principales ingresos tributarios, y no tributarios; los ingresos de las 
Empresas Productivas del Estado y de las Entidades de Control Presupuestario Directo; las transferencias del Fondo 
Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo (FMPED) y los ingresos derivados de financiamiento; 
se analiza la metodología para las proyecciones de los ingresos públicos presupuestarios; se revisa la fórmula para 
determinar el precio de la mezcla mexicana del petróleo crudo de exportación establecida en los artículos 31 de 
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH) y 15 de su Reglamento; y se evalúan los 
ingresos excedentes en relación con su papel para mejorar el balance presupuestario y primario en el ejercicio 
fiscal 2017. 

Antecedentes 

El Ejecutivo Federal elabora la Iniciativa de Ley de Ingresos de la Federación (ILIF) que incluye la estimación del 
precio de la mezcla de petróleo mexicano para el ejercicio fiscal que se presupuesta y la remite al Congreso de la 
Unión, a más tardar el 8 de septiembre de cada año.28/ La Ley de Ingresos de la Federación (LIF) es aprobada por 
la Cámara de Diputados a más tardar el 20 de octubre y, por la Cámara de Senadores, a más tardar el 31 de octubre, 
de conformidad con el artículo 42, fracciones III, inciso b), y IV, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria (LFPRH). 

Debido a que la ILIF se estima en los términos del marco normativo de la política fiscal, enseguida se expone la 
interrelación que guarda con otras variables de finanzas públicas en el contexto de la regla fiscal vigente en México. 
Asimismo, se analiza el planteamiento teórico de la regla fiscal del Balance Estructural, con objeto de identificar 
las mejores prácticas. 

9ƴ Ŝƭ tƭŀƴ !ƴǳŀƭ ŘŜ CƛƴŀƴŎƛŀƳƛŜƴǘƻ ŘŜ нлмп ǎŜ ƛƴŘƛŎƽ ǉǳŜΥ άEn el marco de la aprobación de la reforma hacendaria 
y el paquete económico para 2014, el Congreso reformó la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria (LFPRH) para incluir: a) una regla de balance estructural implícita, al incorporar un límite al crecimiento 
del gasto corriente, y; b) un ancla fiscal de mediano plazo, con las metas para los Requerimientos Financieros del 
{ŜŎǘƻǊ tǵōƭƛŎƻ όwC{tύΣ ƭŀ ƳŜŘƛŘŀ Ƴłǎ ŀƳǇƭƛŀ ŘŜƭ ǳǎƻ ŘŜ ǊŜŎǳǊǎƻǎ ŘŜƭ {ŜŎǘƻǊ tǵōƭƛŎƻέΦ 

El Balance Estructural (BE) es un instrumento de política fiscal para lograr la disciplina y sostenibilidad financiera. 
La regla fiscal basada en el BE, se define como el balance presupuestario que se obtendría si la economía se 
encontrara en su nivel de producción potencial (PIB Potencial) y los precios de las materias primas que son 
significativos para las finanzas públicas se ubicaran en su nivel de largo plazo, con el objetivo fundamental de 

                                                                        

27/ Para determinar la materialidad en la planeación y ejecución de la auditoría, se tomaron en cuenta los criterios y las 
guías incluidas en las Normas InternacioƴŀƭŜǎ ŘŜ ƭŀǎ 9ƴǘƛŘŀŘŜǎ CƛǎŎŀƭƛȊŀŘƻǊŀǎ {ǳǇŜǊƛƻǊŜǎ όL{{!Lύ плл άtǊƛƴŎƛǇƛƻǎ 
CǳƴŘŀƳŜƴǘŀƭŜǎ ŘŜ ƭŀ !ǳŘƛǘƻǊƝŀ ŘŜ /ǳƳǇƭƛƳƛŜƴǘƻέ ȅ ƭŀ L{{!L пллл άbƻǊƳŀ ǇŀǊŀ ƭŀǎ !ǳŘƛǘƻǊƝŀǎ ŘŜ /ǳƳǇƭƛƳƛŜƴǘƻέΦ 

28/ Cuando el Ejecutivo Federal inicia su encargo, podrá enviar la ILIF al Congreso de la Unión, a más tardar el 15 de 
noviembre, de conformidad con el artículo 74, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(CPEUM). En razón de que este precepto se reformó, no aplica para la ILIF 2019 que se podrá entregar hasta el 15 de 
diciembre de 2018. 
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generar ahorros en la etapa alta del ciclo económico y desahorros en la parte baja, mediante una política fiscal 
contracíclica. 

Además, el BE adecúa el balance presupuestario (ingresos-egresos) a los ingresos de carácter recurrente, estable 
o estructural, medido en relación con la tendencia de largo plazo del ciclo de crecimiento de la economía. Los 
ingresos excedentes respecto de lo anterior y no recurrentes (generalmente en las fases crecientes de dicho ciclo), 
se acumulan en fondos de ahorro y estabilización, con objeto de amortiguar las fases recesiva o de recuperación 
del ciclo y por debajo de la línea de tendencia de largo plazo, en las que disminuye la actividad productiva y los 
ingresos públicos. 

En la reforma de la LFPRH, aprobada y publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 24 de enero de 2014, 
no se definió una regla fiscal basada en el BE. La regla fiscal establecida en la LFPRH mantiene el principio de 
equilibrio presupuestario y el gasto neto contribuye a ese equilibrio cuando el balance presupuestario permite 
cumplir con el techo de endeudamiento aprobado en la LIF. Adicionalmente, establece una meta anual de los RFSP 
que se determina por la capacidad de financiamiento del Sector Público Federal. Además, se incluye el concepto 
de Gasto Corriente Estructural (GCE) con un límite máximo, que se aplica desde 2015, y el Saldo Histórico de los 
RFSP como proporción del PIB que se debe mantener constante o decreciente en el mediano plazo.29/ 

Las variables fundamentales para la estimación del BE implícito y también la meta anual de los RFSP, incluyen el 
PIB potencial, la brecha del producto,30/ la elasticidad de los ingresos no petroleros respecto del ciclo de la 
economía, cuyo cálculo no está definido en alguna disposición normativa y la SHCP no publica las metodologías ni 
los procedimientos para efectuar dichos cálculos con mecanismos públicos conforme a las mejores prácticas 
internacionales. 

El cálculo del precio de referencia de la mezcla mexicana de petróleo crudo de exportación, constituye una variable 
importante en la estimación de la ILIF, con base en lo previsto en el artículo 31 de la LFPRH y 15 de su Reglamento. 
El artículo considera elementos del ciclo petrolero, tales como la tendencia histórica (diez años anteriores) y la 
prospectiva de mediano plazo del precio de la mezcla mexicana; información prospectiva de mediano plazo sobre 
los contratos futuros del crudo WTI de cuando menos tres años; la expectativa de corto plazo de la cotización de 
la mezcla mexicana de petróleo; referencias del precio futuro estimado por expertos; y un factor de control como 
criterio de prudencia adicional, que ajusta por el diferencial de la mezcla mexicana de petróleo respecto del crudo 
WTI, todo en relación con el año que se presupuesta. 

Resultados 

Estimación de la Iniciativa de Ley de Ingresos de la Federación 2017 

El último párrafo del artículo 27 de la LIF 2016 estableció que: ά[ŀ LƴƛŎƛŀǘƛǾŀ ŘŜ [Ŝȅ ŘŜ LƴƎǊŜǎƻǎ ŘŜ ƭŀ CŜŘŜǊŀŎƛƽƴ 
para el Ejercicio Fiscal de 2017 deberá especificar la memoria de cálculo de cada uno de los rubros de ingresos 
previstos en la misma, así como las proyecciones de estos ingresos para los próximos cinco años. Se deberá 
entender por memoria de cálculo los procedimientos descritos en forma detallada de cómo se realizaron los 
cálculos, con el fin de que puedan ser revisados por la Cámara de DiputŀŘƻǎέΦ 

La ASF revisó la ILIF 2017 y observó que la memoria de cálculo describe de manera general el proceso de estimación 
y no publica los procedimientos de forma detallada como lo establece el artículo 27, último párrafo, de la LIF 2016. 
Se le requirió a la SHCP proporcionar los modelos matemáticos, estadísticos o econométricos con los que fueron 
estimados los ingresos de la ILIF 2017, con el propósito de ser revisados y reproducidos por la ASF. 

Respecto de los principales ingresos tributarios (ISR, IVA, IEPS, ISAN y Accesorios), se proporcionaron las bases 
estadísticas y se indicaron los modelos y el software SAS (Statistical Analysis Software) Base en su versión 9.4, con 
que fueron estimados, sin embargo, no fue posible revisar los cálculos porque la ASF no posee el software 
específico, por tal motivo, se solicitó información para realizar el ejercicio con otro software. La SHCP señaló que 
no poseía la información solicitada por la ASF porque el mencionado software (SAS) define los parámetros, las 
restricciones, los valores iniciales y sus ecuaciones, analiza la serie de datos y calcula el mejor pronóstico basado 
en la serie de tiempo dada. En cuanto a la evaluación de la capacidad predictiva del modelo, indicó que no cuenta 
con esa información y, en relación con los alcances y limitaciones de cada uno de los modelos, tampoco fueron 
proporcionados y refirió a la literatura en materia de econometría. 

                                                                        

29/  Al respecto, consultar: LFPRH, artículos 16 y 17, y Reglamento de la LFPRH, artículos del 11 al 11D. 

30/  La brecha del producto significa la diferencia entre el PIB potencial estimado y el PIB real observado en un tiempo 
específico, y se utiliza para proyectar los ingresos públicos, entre otras aplicaciones.  
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En la revisión de la memoria de cálculo de la ILIF 2017, no se encontró evidencia sobre algunos elementos 
relevantes del marco de referencia para la planeación de los ingresos tributarios, tales como la base gravable o 
tributaria, la recaudación potencial y observada, así como la evaluación de los factores asociados con los gastos 
fiscales y la evasión y elusión fƛǎŎŀƭΦ !ƭ ǊŜǎǇŜŎǘƻΣ ƭŀ !{C ǊŜǾƛǎƽ Ŝƭ ŜǎǘǳŘƛƻ ŘŜ ά9Ǿŀǎƛƽƴ Dƭƻōŀƭ нлмтέ ŜƭŀōƻǊŀŘƻ ǇƻǊ ƭŀ 
Universidad de las Américas Puebla, el cual consideró los factores antes señalados para estimar la recaudación 
potencial del IVA y se observaron diferencias significativas (345,056.3 y 409,310.6 millones de pesos) entre las 
cifras del mencionado estudio y las estimaciones de la ILIF de 2015 y 2016, respectivamente. 

En razón de las diferencias señaladas, la SHCP podría considerar dentro de la memoria de cálculo prevista en la 
normativa sobre los conceptos de ingresos y sus proyecciones, incluir la base gravable o tributaria, los gastos 
fiscales y la evasión y elusión fiscal, así como la evaluación de la recaudación potencial respecto de la observada. 

En los ingresos no tributarios (Derechos, Productos y Aprovechamientos), la información proporcionada permitió 
a la ASF revisar y verificar los cálculos para estimar la ILIF 2017, sin embargo, destaca en la estimación de los 
aprovechamientos, otros, otros, que la SHCP cuenta con la integración de esa información, pero no la publica en 
la ILIF ni en la LIF. 

La ASF, desde la Cuenta Pública 2012, solicitó que se especificaran los montos y conceptos que integran los 
aprovechamientos, otros, otros. En atención de esas recomendaciones, en el artículo 1, penúltimo párrafo, de la 
LIF 2017, se estableció que la SHCP deberá reportar en los Informes trimestrales sobre la Situación Económica, las 
Finanzas Públicas y la Deuda Pública el origen y destino de los aprovechamientos de tipo corriente, otros, otros, y 
quedó pendiente normar la publicación de los aprovechamientos de capital, otros, otros. 

En la revisión de la estimación de los Derechos de la SRE, se encontró que el monto de la ILIF 2017 no incluyó 
15.0% porque el último párrafo del artículo 20 de la Ley Federal de Derechos (LFD), señala que le corresponde a la 
SRE para mejorar los servicios y operación de las delegaciones. Lo anterior refleja una subestimación de la ILIF que 
se debe revelar y transparentar. 

La información proporcionada directamente por PEMEX, la CFE, el IMSS31/ y el ISSSTE, permitió a la ASF revisar la 
estimación de los ingresos para la ILIF 2017. Del conjunto de estas cuatro entidades destaca el ISSSTE porque no 
tiene establecido en su Ley la facultad para formular la estimación de los ingresos que se integran a la iniciativa de 
LIF y que éstos sean aprobados por la Junta Directiva. Sin embargo, fue la única entidad que proporcionó de 
manera integrada la metodología y la memoria de cálculo (hojas de Excel con fórmulas), con la que estimó los 
ingresos de la ILIF 2017. 

La información proporcionada para revisar la estimación de las transferencias del FMPED no incluyó los 
procedimientos descritos de forma detallada con los que realizaron los cálculos, aunque se proporcionaron las 
hojas de cálculo (Excel) con las fórmulas. 

En los ingresos derivados de financiamientos, el artículo 27, último párrafo, de la LIF 2016, estableció que la ILIF 
para el ejercicio fiscal de 2017 deberá describir de manera detallada la memoria de cálculo de cada uno de los 
rubros de ingresos previstos en la misma y sus proyecciones. Al respecto, la ILIF 2017 no presentó la memoria de 
cálculo para la estimación y para las proyecciones de los ingresos derivados de financiamientos. 

La SHCP no presentó en la Cuenta Pública la información sobre los resultados alcanzados con los ingresos derivados 
de financiamientos contratados conforme al esquema que se aprobó en la LIF de 2017 y en las páginas de la Cuenta 
Pública en las que indicó que fue publicada esa información, no fue posible establecer la relación, vínculo o 
trazabilidad entre las cifras aprobadas y los resultados alcanzados en materia de financiamiento. Lo anterior, no 
permitió evaluar los resultados obtenidos y es necesario mejorar la transparencia y la rendición de cuentas. 

Proyecciones de los Ingresos Presupuestarios para la ILIF 2017 

Las proyecciones de ingresos públicos presupuestarios para el periodo de 2018 a 2022, que presentó la SHCP en 
la ILIF, tuvieron una trayectoria estable y se prevé que se incrementen 0.4 puntos del PIB en el periodo señalado. 

                                                                        

31/ El artículo 5, de la LFPRH, establece la autonomía presupuestaria otorgada a los ejecutores de gasto a través de la 
CPEUM o de sus leyes de creación, como es el caso de PEMEX, CFE e IMSS. El artículo 100, primer párrafo, de la Ley de 
PEMEX indica que: άtŜǘǊƽƭŜƻǎ aŜȄƛŎŀƴƻǎ ȅ ǎǳǎ ŜƳǇǊŜǎŀǎ ǇǊƻŘǳŎǘƛǾŀǎ ǎǳōǎƛŘƛŀǊƛŀǎ ŎǳŜƴǘŀƴ Ŏƻƴ ŀǳǘƻƴƻƳƝŀ 
ǇǊŜǎǳǇǳŜǎǘŀǊƛŀΦΦΦέ El artículo 102, primer párrafo, de la Ley de la CFE establece que: ά[ŀ /ƻƳƛǎƛƽƴ CŜŘŜǊŀƭ ŘŜ 9ƭŜŎǘǊƛŎƛŘŀŘ 
ȅ ǎǳǎ ŜƳǇǊŜǎŀǎ ǇǊƻŘǳŎǘƛǾŀǎ ǎǳōǎƛŘƛŀǊƛŀǎ ŎǳŜƴǘŀƴ Ŏƻƴ ŀǳǘƻƴƻƳƝŀ ǇǊŜǎǳǇǳŜǎǘŀǊƛŀΦΦΦέ ȅ Ŝƭ artículo 270 de la Ley del IMSS 
ƛƴŘƛŎŀΥ άEl Instituto, en su carácter de organismo fiscal autónomo, se sujetará al régimen establecido en esta Ley, 
ejerciendo las atribuciones que la misma le confiere de manera ejecutiva, con autonomía de gestión y técnica, en los 
łƳōƛǘƻǎ ǊŜƎǳƭŀŘƻǎ Ŝƴ ƭŀ ǇǊŜǎŜƴǘŜ [ŜȅΦέ 
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Sin embargo, de acuerdo con los cálculos de sensibilidad ante riesgos fiscales efectuados por la SHCP, por cada 
medio punto de crecimiento económico en términos reales, los ingresos tributarios podrían variar 13,365.7 
millones de pesos (0.07% del PIB). Por lo anterior, al estimar de 2018 a 2022 un crecimiento real de 3.8% del PIB, 
los ingresos tributarios aumentarían en 0.49% del PIB, en lugar de los 0.2% del PIB que estimó la SHCP.32/ 

Las variaciones poco significativas de las proyecciones de ingresos pueden estar relacionadas con una inercia en 
su pronóstico, ya que la evidencia empírica de los datos proyectados y observados para algunos impuestos 
tributarios y para los no tributarios, muestra que la mayoría superó el pronóstico en 2017. En razón de lo anterior, 
sería conveniente que la SHCP publique cómo considera variables relevantes como el efecto del incremento del 
PIB, la inflación y el tipo de cambio esperado, en las proyecciones a cinco años de los ingresos presupuestarios. 

Estimación del Precio de la Mezcla Mexicana del Petróleo Crudo de Exportación 

El precio de la mezcla mexicana del petróleo crudo de exportación es una variable importante en la estimación de 
la ILIF y se determina con base en lo establecido en el artículo 31 de la LFPRH y 15 de su Reglamento. La revisión 
de la ASF de la fórmula del precio del petróleo permite señalar que incorpora elementos relevantes para estimar 
de manera razonable el precio a mediano plazo de la mezcla mexicana del crudo de exportación, tales como la 
tendencia histórica y la prospectiva de mediano plazo del precio de la mezcla mexicana (considera los diez años 
anteriores); incluye información prospectiva de mediano plazo de los contratos futuros del crudo WTI de cuando 
menos tres años; la expectativa de corto plazo de la cotización de la mezcla mexicana de petróleo; referencias del 
precio futuro estimado por expertos; y un factor de control como criterio de prudencia adicional al ajuste por el 
diferencial de la mezcla mexicana de petróleo con respecto al crudo WTI, todo respecto del año que se 
presupuesta. 

En razón de que el precio de la mezcla mexicana de petróleo de exportación se determina en el mercado 
respectivo, esta situación afectó en los años recientes a las finanzas públicas por la caída de los precios 
internacionales del petróleo, lo que se compensó con los recursos recuperados de las coberturas petroleras 
(107,512.4 millones de pesos en 2015 y 53,737.6 millones de pesos en 2016), así como por reducciones al gasto 
público de 124,265.6 y 164,077.7 millones de pesos, respectivamente.33/ 

9ƭ CƻƴŘƻ aƻƴŜǘŀǊƛƻ LƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭ ǎŜƷŀƭƽ ǉǳŜΥ ά[ŀ ǊŜŎƛŜƴǘŜ ŎŀƝŘŀ ŘŜ ƭƻǎ ǇǊŜŎƛƻǎ ŘŜ ƳŀǘŜǊƛŀǎ ǇǊƛƳŀǎ Ƙŀ ǇǳŜǎǘƻ ŘŜ 
manifiesto su volatilidad, imprevisibilidad y su riesgo de exposición a shocks prolongados. Asimismo, significa que 
los exportadores de materias primas deben adaptarse a un periodo, posiblemente largo, de menores ingresos 
ŦƛǎŎŀƭŜǎ ȅ ŜȄǇƻǊǘŀŎƛƻƴŜǎΦέ34/ 

Al considerar la volatilidad de los ingresos petroleros bajo el enfoque de un balance estructural, sería conveniente 
analizar la posibilidad de disminuir de manera gradual su importancia en el total de los ingresos ordinarios 
comprometidos con el ejercicio de gasto programable y no programable, asimismo, continuar con la compra de 
las coberturas petroleras y con las mejoras en las reglas fiscales, con el propósito de que una parte de esos ingresos 
se destinen a crear las reservas suficientes para enfrentar la caída en los ingresos petroleros. 

La regla de balance estructural permite que en época de bonanza los incrementos en ingresos por materias primas 
como el petróleo, no se traduzcan en mayor gasto regularizable y, en cambio, se fortalezca la posición fiscal y 
aumenten los recursos disponibles para ahorro, pago de deuda e inversión productiva. 

La experiencia de Chile en relación con el Comité Consultivo del Precio de Referencia del Cobre, representa una 
buena práctica que sería conveniente analizar y valorar que se establezca una institución similar para el caso de 
México, como Institución Fiscal Independiente que apoye a los poderes Legislativo y Ejecutivo en la estimación y 
proyección de indicadores macroeconómicos y financieros que sirvan como referente básico para la definición de 
la política fiscal y deuda pública, en un marco de sostenibilidad a mediano y largo plazos. 
  

                                                                        

32/ 9ƴ ƻŎǘǳōǊŜ ŘŜ нлмуΣ Ŝƭ CaL ǇǳōƭƛŎƽ Ŝƭ ŘƻŎǳƳŜƴǘƻ ŘŜƴƻƳƛƴŀŘƻ άaŞȄƛŎƻΣ 9ǾŀƭǳŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ ¢ǊŀƴǎǇŀǊŜƴŎƛŀ CƛǎŎŀƭέΣ Ŝƴ Ŝƭ 
ǉǳŜ ƛƴŘƛŎŀ ǉǳŜ άΧ 9ȄƛǎǘŜ ǳƴŀ ǘŜƴŘŜƴŎƛŀ ŀ ǉǳŜ ƭƻǎ ǇǊƻƴƽǎǘƛŎƻǎ ǇǳōƭƛŎŀŘƻǎ ǎƻōǊŜŜǎǘƛƳŜƴ Ŝƭ ŎǊŜŎƛƳƛŜƴǘƻ ŘŜƭ tL. όŘŜǎŘŜ 
нлмоύ ȅ ƭŀ ƛƴŦƭŀŎƛƽƴΣ ȅ ǎǳōŜǎǘƛƳŜƴ Ŝƭ ŎǊŜŎƛƳƛŜƴǘƻ ŘŜ ƭƻǎ ƛƴƎǊŜǎƻǎ ȅ ƎŀǎǘƻǎΧέ /ƻǳƴǘǊȅ wŜǇƻǊǘ bƻΦ муκнуфΣ άaŜȄƛŎƻΣ CƛǎŎŀƭ 
¢ǊŀƴǎǇŀǊŜƴŎȅ 9ǾŀƭǳŀǘƛƻƴέΣ ǇłƎΦ снΦ 

33/ De conformidad con los comunicados de prensa de la SHCP, números 020/2016 del 17 de febrero de 2016 y 084/2016 
del 24 de junio de 2016. 

34/ IMF, Fiscal Monitor. The Commodities Roller Coaster, A Fiscal Framework for Uncertain Times, October 2015, p. iii. 

http://www.imf.org/external/pubs/ft/fm/2015/02/pdf/fm1502.pdf/.  
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Ingresos Excedentes en la Planeación Hacendaria 

La SHCP señaló que en 2017 los ingresos excedentes que contribuyeron a mejorar el balance presupuestario y 
primario fueron los considerados en el artículo 19 Bis de la LFPRH. 35/ Este artículo fue incorporado a la LFPRH el 
18 de noviembre de 2015 para establecer un mecanismo adicional en el manejo de los ingresos excedentes 
provenientes del Remanente de Operación del Banco de México (ROBM).  

En 2017, de los 321,653.3 millones de pesos del ROBM, el 70.0% (225,157.3 millones de pesos), se destinó a la 
recompra de valores gubernamentales (139,189.4 millones de pesos) y 85,967.8 millones de pesos para la 
reducción de colocación de la deuda interna y externa (reducción del déficit público). 

El ROBM enterado en 2017 fue equivalente a 1.5% del PIB y contribuyó para que el déficit presupuestario se 
redujera en 1.3 puntos porcentuales del PIB; sin esos recursos, el déficit habría sido de 553,416.1 millones de 
pesos, equivalente a 2.5% del PIB, superior en 0.1 puntos porcentuales a la meta (2.4% del PIB). Asimismo, el 
balance primario por primera vez desde 2008 fue superavitario en 1.4% del PIB, sin considerar el ROBM hubiera 
quedado por debajo de la meta en 0.1% del PIB. 

No obstante que la SHCP señaló que no conoce de una estimación global de ingresos excedentes, existen indicios 
sobre una planeación de ingresos excedentes por concepto de derechos con destino específico en las 
dependencias del Ejecutivo Federal, en las que se contabilizó que no incluyeron en la estimación de la ILIF de 2017 
un monto global de 17,157.0 millones de pesos, de manera específica se puede citar el caso de la SRE, en los 
Derechos por la expedición de pasaportes nacionales, disminuyó el 15.0% (536.7 millones de pesos) de su 
estimación para la ILIF 2017, y la Secretaría de la Función Pública, en los Derechos por el servicio de vigilancia, 
inspección y control de los contratos de obra pública, estimó 1,211.3 millones de pesos que no se incluyeron en la 
ILIF 2017. 

Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinaron 4 observaciones las cuales generaron: 9 Recomendaciones. 

Además, se generaron 2 Sugerencias a la Cámara de Diputados. 

Dictamen  

Con base en los resultados de la auditoría practicada, cuyo objetivo fue revisar de forma global la planeación y 
programación de los componentes de la Ley de Ingresos de la Federación, así como sus proyecciones, del precio 
de petróleo y de los ingresos excedentes, así como su impacto en los balances presupuestario y primario, y 
específicamente respecto del tema que fue revisado, en los términos que se establecen en el apartado sobre el 
alcance, se concluye que, en general, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) cumplió con las 
disposiciones legales y normativas que son aplicables en la materia, excepto por las áreas de oportunidad de 
mejora que se identificaron, las cuales se detallan en los resultados de la auditoría y se resumen a continuación: 

- Publicar en un apartado o anexo específico de la Iniciativa de Ley de Ingresos de la Federación (ILIF) la 
memoria de cálculo de cada uno de los rubros y conceptos que la integran, con una descripción detallada 
sobre las estimaciones y las proyecciones correspondientes, de conformidad con el artículo 27, último 
párrafo, de la Ley de Ingresos de la Federación (LIF) para el Ejercicio Fiscal 2016. 

- Presentar en un anexo o apartado específico de la ILIF la metodología para elaborar el pronóstico de los 
principales ingresos tributarios (Impuesto sobre la Renta, Impuesto al Valor Agregado, Impuesto Especial 
sobre Producción y Servicios, Impuesto sobre Automóviles Nuevos y Accesorios), con las ecuaciones 
utilizadas, las restricciones de cada parámetro del modelo, los alcances y limitaciones de cada modelo, 
razones y pruebas realizadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público que permitieron seleccionar el 
modelo de predicción, con el fin de que puedan ser revisados y valorados por la Cámara de Diputados y las 
instancias de fiscalización y técnicas correspondientes. 

- Incluir dentro de la memoria de cálculo de la ILIF la base gravable o tributaria de cada uno de los impuestos, 
la estimación de la recaudación potencial comparada con la real, además de las variables que la afectan 

                                                                        

35/ El Ejecutivo Federal, por conducto de la SHCP, deberá destinar los ingresos del ROBM a: I. Cuando menos el 70.0% a la 
amortización de la deuda pública del Gobierno Federal contratada en ejercicios fiscales anteriores o a la reducción del 
monto de financiamiento necesario para cubrir el déficit presupuestario que, en su caso, haya sido aprobado para el 
ejercicio fiscal en que se entere el remanente, o bien, una combinación de ambos conceptos, y II. El monto restante, a 
fortalecer el Fondo de Estabilización de los Ingresos Presupuestarios o al incremento de activos que fortalezcan la 
posición financiera del Gobierno Federal. 
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(como los gastos fiscales, la evasión y la elusión fiscal), a fin de coadyuvar a su evaluación y mejorar la 
planeación de los ingresos de la Federación y la eficiencia recaudatoria. 

- Incluir los conceptos y montos del rubro de aprovechamientos, otros, otros, en la ILIF y en la LIF, a fin de 
mejorar la planeación y aplicación, así como la transparencia y la rendición de cuentas de esos recursos. 

- Elaborar y publicar la memoria de cálculo de los ingresos derivados de financiamientos, de conformidad con 
el último párrafo del artículo 27 de la LIF para el ejercicio fiscal de 2016, y del inciso g), fracción III, del artículo 
40 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

- Presentar en la Cuenta Pública los resultados alcanzados en materia de ingresos derivados de 
financiamientos, conforme al esquema aprobado en el artículo 1, numeral 10, de la LIF para el ejercicio fiscal 
de 2017, para corroborar la trazabilidad de los resultados obtenidos. 

- Implementar mejoras en la proyección a mediano plazo de los ingresos presupuestarios, debido a que las 
proyecciones de 2018 a 2022 muestran una trayectoria estable e inercial, en la que se prevé que los ingresos 
tributarios aumenten 0.2% del PIB (de 13.5% a 13.7% del PIB). Sin embargo, de acuerdo con los cálculos de 
sensibilidad ante riesgos fiscales, por cada medio punto de crecimiento real económico, los ingresos 
tributarios podrían variar 13,365.7 millones de pesos (0.07% del PIB), por lo anterior, al estimar un 
crecimiento promedio anual real de 3.8% del PIB, los ingresos tributarios tendrían que aumentar en ese 
periodo en 0.49% del PIB en lugar del 0.2% del PIB que proyectó la secretaría. 

- Promover una iniciativa de ley para establecer en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, o bien en la normativa que se considere procedente y adecuada, la constitución de una 
Institución Fiscal Independiente que apoye a los poderes Legislativo y Ejecutivo en la estimación y proyección 
de indicadores macroeconómicos y financieros, que sirvan como referente básico para la sostenibilidad de 
la política fiscal y deuda pública. 

- Incluir en la Iniciativa y en la LIF los montos de ingresos que por disposiciones específicas de la Ley Federal 
de Derechos le corresponden a las dependencias que los generan, como los Derechos por la expedición de 
pasaportes nacionales (536.7 millones de pesos) a cargo de la Secretaría de Relaciones Exteriores, y los 
Derechos por el servicio de vigilancia, inspección y control de los contratos de obra pública (1,211.3 millones 
de pesos) a cargo de la Secretaría de la Función Pública, entre otros, con el fin de mejorar la planeación y 
aplicación de esos recursos. 

Los procedimientos de auditoría aplicados, la evidencia objetiva analizada, así como los resultados obtenidos, 
fundamentan las conclusiones anteriores.  

El presente dictamen se emite el 18 de octubre de 2018, fecha de conclusión de los trabajos de auditoría, la cual 
se practicó sobre la información proporcionada por la entidad fiscalizada y de cuya veracidad es responsable. 

Sugerencias a la Cámara de Diputados 

2017-0-01100-15-0058-13-001 

Para que la Cámara de Diputados, por conducto de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, y de la Comisión de 
Presupuesto y Cuenta Pública, considere la pertinencia de adicionar un nuevo inciso en la fracción I, del artículo 
40, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, con objeto de establecer que, como parte de 
la Iniciativa de Ley de Ingresos de la Federación, se publique la memoria de cálculo de cada uno de los rubros y 
conceptos de ingresos previstos en la misma, así como de sus proyecciones para los próximos cinco años. 

Al respecto, la memoria de cálculo deberá incluir y precisar las variables y los procedimientos utilizados en forma 
detallada acerca de cómo se realizaron los cálculos, con el fin de que puedan ser revisados por la Cámara de 
Senadores y la Cámara de Diputados, además de las instancias técnicas que las apoyan y la Auditoría Superior de 
la Federación. 

La necesidad de establecer lo anterior en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, se debe a 
que actualmente la Ley de Ingresos de la Federación que tiene vigencia anual establece la norma a observar, pero, 
en la revisión realizada por la Auditoría Superior de la Federación a la memoria de cálculo de la Iniciativa de Ley 
de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 2017, se observó que no describe de manera detallada las 
variables y los procedimientos para estimar cada uno de los rubros y conceptos que la integran, y no incluyó la 
memoria de cálculo de los ingresos derivados de financiamientos, ni tampoco de las proyecciones 
correspondientes. [Resultado 1]  
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2017-0-01100-15-0058-13-002 

Para que la Cámara de Diputados, por conducto de las comisiones de Hacienda y Crédito Público, y de Presupuesto 
y Cuenta Pública, en el ámbito de su competencia, examine la conveniencia de reformar el artículo 49, numeral 
tres, y adicionar un nuevo Título, a la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, con el 
objetivo de establecer una institución fiscal independiente u Órgano Técnico de las Finanzas Públicas del Poder 
Legislativo Federal, que lo apoye para: 

a) Estimar y proyectar indicadores macroeconómicos y financieros que sirvan como referente básico para la 
definición de la política fiscal y deuda pública, en un marco de sostenibilidad a mediano y largo plazos; 

b) Diseñar y evaluar escenarios prospectivos y los riesgos fiscales; calcular indicadores y referentes apropiados 
para estimar los balances presupuestario y primario; los ingresos y el gasto; los requerimientos financieros 
del sector público y su saldo histórico; la capacidad de financiamiento y el techo de endeudamiento anual; 

c) Medir los costos de nuevas leyes o programas y las adecuaciones a las vigentes y sus posibles fuentes de 
financiamiento, y 

d) Realizar otras funciones complementarias que fortalezcan el desarrollo institucional en la materia, conforme 
a las mejores prácticas y las necesidades y el potencial de desarrollo del país. 

Adicionalmente, para incluir un artículo 39 Bis en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, en 
el que se definan las funciones anteriores que realizará la Institución Fiscal Independiente u Órgano Técnico de las 
Finanzas Públicas del Poder Legislativo, en un marco de coordinación con el Poder Ejecutivo Federal, mediante la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Lo anterior se considera conveniente, debido a que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y los órganos 
técnicos de apoyo de las cámaras de Senadores y Diputados, realizan dichas funciones, pero se pueden mejorar. 

Por esta razón, sería apropiado establecer una institución independiente como la descrita, o un órgano de apoyo 
técnico, para asegurar la sostenibilidad de las finanzas y de la deuda pública federal a mediano y largo plazos. 
[Resultado 3]  

 

  



Grupo Funcional Gobierno 
 

 
79  

Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, S.N.C. 

Participación en el Otorgamiento de Apoyos a los Damnificados por los Sismos del 7 y 19 de Septiembre de 2017 

Auditoría de Desempeño: 2017-2-06HJO-07-1681-2018 

1681-GB 

 

Objetivo 

Fiscalizar el desempeño de BANSEFI en el otorgamiento de apoyos a los damnificados por los sismos del 7 y 19 de 
septiembre de 2017. 

Alcance 

La auditoría comprendió la fiscalización del Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros S.N.C (BANSEFI) en 
términos del diseño normativo, programático, presupuestal y organizacional con el que operó en 2017 para 
determinar su idoneidad como dispersadora masiva de recursos del FONDEN, así como la gestión de los apoyos 
proporcionados a los damnificados por los sismos de septiembre de 2017, mediante una muestra estratificada, 
relativos a la recepción, procesamiento y control de la información de los censos y padrones remitidos por la 
SEDATU al interior del banco; el costo beneficio de la producción de medios de pagos con banda magnética o con 
chip y los riesgos que se asumen dada la emergencia; la entrega de tarjetas y conformación de expedientes de 
acuerdo con el tipo de daño de la vivienda; la ministración y distribución de los recursos, a fin de contribuir a la 
asignación de recursos eficiente, oportuna y completa y procurar la reconstrucción de viviendas afectadas. 
Asimismo, se auditó la rendición de cuentas del BANSEFI en 2017, respecto de su participación en la dispersión de 
recursos del FONDEN. 

La auditoría se realizó de conformidad con la normativa aplicable a la fiscalización superior de la Cuenta Pública 
para asegurar el logro del objetivo y el alcance establecidos. Los datos proporcionados por el BANSEFI, no en todos 
los casos, fueron los suficientes, de calidad, confiables y consistentes para aplicar todos los procedimientos 
establecidos y para sustentar los hallazgos y la opinión de la ASF, lo cual se expresa en el dictamen del presente 
informe. 

Antecedentes 

La protección civil se basa en la articulación de las acciones de los tres órdenes de gobierno y la sociedad civil en 
torno a un Sistema Nacional de Protección Civil, a fin de fortalecer la capacidad operativa del gobierno en la 
previsión y prevención de los efectos destructivos de los fenómenos perturbadores, la atención a la población ante 
las emergencias; así como la reconstrucción y vuelta a la normalidad. La reconstrucción del entorno se refiere a la 
acción transitoria orientada a alcanzar la normalidad social y económica que prevalecía entre la población antes 
de sufrir los efectos producidos por un fenómeno perturbador en un espacio determinado.  

De acuerdo con los diagnósticos de la planeación nacional, México es un país vulnerable ante diversos fenómenos 
naturales, debido a factores relacionados con su situación geográfica, su orografía y a la distribución y 
características de sus asentamientos humanos. En materia de sismos, una de cada tres personas vive en zonas de 
peligro, ya que el territorio forma parte del Cinturón de Fuego del Pacífico, donde se registra la mayor actividad 
símica del mundo.  

Por lo anterior, en materia de reconstrucción, en el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2013-2018 se estableció el 
ƻōƧŜǘƛǾƻ мΦс ά{ŀƭǾŀƎǳŀǊŘŀǊ ŀ ƭŀ ǇƻōƭŀŎƛƽƴΣ ŀ ǎǳǎ ōƛŜƴŜǎ ȅ ŀ ǎǳ ŜƴǘƻǊƴƻ ŀƴǘŜ ǳƴ ŘŜǎŀǎǘǊŜ ŘŜ ƻǊƛƎŜƴ ƴŀǘǳǊŀƭ ƻ 
ƘǳƳŀƴƻέΣ Ŏƻƴ ƭŀ ŜǎǘǊŀǘŜƎƛŀ мΦсΦнΦ άDŜǎǘƛƽƴ ŘŜ ŜƳŜǊƎŜƴŎƛŀǎ ȅ ŀǘŜƴŎƛƽƴ ŜŦƛŎŀȊ ŘŜ ŘŜǎŀǎǘǊŜǎέΦ !ǎƛƳƛǎƳƻΣ Ŝƴ Ŝƭ 
Programa Nacional de Protección Civil (PNPC) 2014-2018 se definió el objetivo 6 άCƻƳŜƴǘŀǊ ƭŀ ŜŦƛŎƛŜƴŎƛŀ Ŝƴ ƭŀ 
ŀǎƛƎƴŀŎƛƽƴ ȅ ŘƛǎǘǊƛōǳŎƛƽƴ ŘŜ ǊŜŎǳǊǎƻǎ ŘŜ ƭƻǎ ƛƴǎǘǊǳƳŜƴǘƻǎ ŦƛƴŀƴŎƛŜǊƻǎ ŘŜ ƭŀ ƎŜǎǘƛƽƴ ŘŜ ǊƛŜǎƎƻǎέΣ Ŏƻƴ ƭŀ Ŝstrategia 
сΦо άEficientar la asignación de recursos para atender las emergencias y desastres, a efecto de garantizar apoyo a 
ƭŀ ǇƻōƭŀŎƛƽƴ Ŝ ƛƴŦǊŀŜǎǘǊǳŎǘǳǊŀ ŀŦŜŎǘŀŘŀέΦ 

De acuerdo con el Centro Nacional de Prevención de Desastres, el 7 de septiembre de 2017 se registró un sismo 
de 8.2 grados que expuso a daños a 1,005,229 viviendas, 12 días después, el 19 de septiembre se presentó otro 
de magnitud 7.1 grados con riesgos de afectaciones para 8,605,724 viviendas, que afectaron a los estados de 
Oaxaca, Chiapas, Ciudad de México, Estado de México, Guerrero, Morelos, Puebla y Veracruz. En materia de 
reconstrucción de vivienda, el Gobierno Federal instruyó la puesta en marcha de un mecanismo para otorgar 
apoyos monetarios por vivienda a disposición de las personas afectadas en los estados de Chiapas, Ciudad de 
México, Guerrero, Estado de México, Morelos, Oaxaca, Puebla y Veracruz, por lo que se apoyaría la reconstrucción 
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de las casas de los damnificados con recursos del FONDEN, mediante la entrega de tarjetas de débito por tipo de 
daño: parcial (una tarjeta para disposición en efectivo con 15.0 miles de pesos) y total (dos tarjetas, una para 
disposición en efectivo y otra para la adquisición de herramienta para reconstrucción por un monto total de 120.0 
miles de pesos). 

Los principales hitos históricos derivados de los sismos de septiembre de 2017 se muestran a continuación: 

 

PRINCIPALES HITOS HISTÓRICOS DE LOS SISMOS OCURRIDOS EN MÉXICO EN SEPTIEMBRE DE 2017 
Etapa Referencia 

Sismos del 7 y 19 de 
septiembre de 2017 

De acuerdo con el Centro Nacional de Prevención de Desastres, el 7 de septiembre de 2017 se registró un sismo de 
8.2 grados en la escala de Richter, el de mayor magnitud en la historia de México, que provocó más de 90 
fallecimientos y miles de viviendas dañadas o destruidas en su totalidad en los estados de Chiapas, Oaxaca y 
Veracruz. 
Días después, el 19 de septiembre se registró otro sismo de 7.1 grados que dejó más de 300 pérdidas humanas, 
edificios y viviendas dañadas en los estados de Ciudad de México, Estado de México, Guerrero, Morelos, Puebla, 
Tlaxcala, Veracruz y nuevamente Oaxaca. Por lo anterior, el Presidente de la República instruyó la puesta en marcha 
de un mecanismo para otorgar apoyos monetarios por vivienda a disposición de los damnificados en los estados 
afectados. El cálculo de todo el daño económico asociado a ambos sismos ascendió a 48.0 millones de pesos. 

Mecanismos de coordinación 
12 septiembre de 2017 

{Ŝ ǇǳōƭƛŎƽ Ŝƴ Ŝƭ 5ƛŀǊƛƻ hŦƛŎƛŀƭ ŘŜ ƭŀ CŜŘŜǊŀŎƛƽƴ ό5hCύ Ŝƭ ά!ŎǳŜǊŘƻ ǇƻǊ Ŝƭ ǉǳŜ ǎŜ ƛƴǎǘǊǳȅŜƴ ŘƛǾŜǊǎŀǎ acciones a las 
Dependencias y Entidades de la Administración Pública Federal y a las empresas productivas del Estado, para 
ŀǘŜƴŘŜǊ ƭŀǎ Ȋƻƴŀǎ ŀŦŜŎǘŀŘŀǎ ǇƻǊ Ŝƭ ǎƛǎƳƻ ƻŎǳǊǊƛŘƻ Ŝƭ т ŘŜ ǎŜǇǘƛŜƳōǊŜ ŘŜ нлмтέΣ ƳŜŘƛŀƴǘŜ Ŝƭ Ŏǳŀƭ Ŝƭ 9ƧŜŎǳǘƛǾƻ ƛƴǎǘǊǳȅƽ 
a la Administración Pública Federal (APF) para que, en el ámbito de sus respectivas competencias, generaran 
mecanismos de coordinación interinstitucionales ágiles y eficientes que permitan la atención prioritaria en las zonas 
afectadas, así como la restauración de los daños ocasionados por el sismo en el menor tiempo posible. 

Estados con declaratoria de 
desastre natural  

Después de los sismos ocurridos el 7 y 19 de septiembre de 2017, las entidades federativas de Chiapas, Oaxaca, 
Veracruz, Ciudad de México, Estado de México, Morelos, Guerrero, Puebla y Tlaxcala solicitaron a la Secretaría de 
Gobernación (SEGOB) la declaratoria de desastre, a efecto de poder acceder a los recursos de reconstrucción del 
FONDEN.  
Aun con declaratoria de emergencia por el sismo del 19 de septiembre en Tlaxcala, dicho estado no formó parte del 
censo ni padrón de beneficiarios de la SEDATU, en razón de que las afectaciones a los edificios y vías públicas 
tuvieron apoyo de otros programas e instituciones gubernamentales. 

Responsabilidades en 
materia de reconstrucción 
21-22 de septiembre de 2017 

En una reunión de gabinete, el Gobierno Federal determinó que la ayuda consistiría en generar un servicio especial 
inédito de dispersión individual de apoyo por vivienda que iniciaría el 27 de septiembre de 2017. Para ello, la 
SEDATU fue la responsable de coordinar la elaboración de los censos en cada una de las entidades federativas y 
municipios afectados, incluyendo la clasificación de daño total y parcial. En esa misma reunión se comunicó que el 
apoyo se realizaría conforme a depósitos en cuentas bancarias de cada uno de los beneficiarios, con su respectiva 
apertura, firma de contrato y entrega de tarjetas de debido asociadas a una cuenta bancaria. 
Para las viviendas de los damnificados clasificadas como daño parcial les correspondería 15.0 miles de pesos, para 
las catalogadas como daño total se determinó un monto de 120.0 miles de pesos dispersados en 6 exhibiciones. 

El 21 de septiembre la SEDATU y el BANSEFI firman el primer convenio de colaboración para la entrega de apoyos 
por la ocurrencia de los sismos del 7 y 19 de septiembre. Fundado en el convenio, el 22 de septiembre de 2017, la 
secretaría instruyó al banco la producción de los medios de pago, bajo las especificaciones para cada uno de los 
beneficiarios por daño parcial: una tarjeta de libre disposición (FONDEN monetario) que permita a los usuarios 
disponer de recursos en cajeros automáticos y en cualquier establecimiento comercial con terminales punto de 
venta, y para los de daño total, la tarjeta FONDEN monetaria y otra restringida a comercios y empresas relacionados 
con el giro de la construcción, denominada FONDEN Vivienda. 

Modificación al marco legal 
27 septiembre de 2017 

{Ŝ ǇǳōƭƛŎƽ Ŝƴ Ŝƭ 5hC Ŝƭ ά!ŎǳŜǊŘƻ ǇƻǊ Ŝƭ ǉǳŜ ǎŜ ƳƻŘƛŦƛŎŀƴ ƭƻǎ [ƛƴŜŀƳƛentos de Operación Específicos del Fondo de 
5ŜǎŀǎǘǊŜǎ bŀǘǳǊŀƭŜǎέΣ Ŝƴ Ŝƭ ǉǳŜ ǎŜ ŜǎǘŀōƭŜŎŜ ǉǳŜ Ŝƴ ƭƻǎ Ŏŀǎƻǎ Ŝƴ ƭƻǎ ǉǳŜ ƭŀ ƛƴǎǘŀƴŎƛŀ ŜƧŜŎǳǘƻǊŀ ƛƴǎǘǊǳƳŜƴǘŜ 
mecanismos para que, mediante alguna Institución de Banca de Desarrollo, se lleven a cabo el ejercicio de los 
recursos, por lo que deberá convenir que, por su cuenta y orden, dichos recursos sean transferidos a la institución 
de Banca de Desarrollo de que se trate. 

Operativo de distribución 
2 octubre de 2017 

El operativo de la distribución de apoyos mediante tarjetas bancarias inició 2 de octubre de 2017, al cierre del 
presente informe se concluyó el proceso de validación entre la SEDATU y el BANSEFI. 

FUENTE:  Elaborado por la ASF con base en el Acuerdo por el que se instruyen diversa acciones a las Dependencias y Entidades 
de la Administración Pública Federal y a las empresas productivas del Estado, para atender las zonas afectadas por el 
sismo ocurrido el 7 de septiembre de 2017.; el Acuerdo por el que se modifican los Lineamientos de Operación 
EspeŎƝŦƛŎƻǎ ŘŜƭ CƻƴŘƻ ŘŜ 5ŜǎŀǎǘǊŜǎ bŀǘǳǊŀƭŜǎέΣ ŘŜƭ нт ŘŜ ǎŜǇǘƛŜƳōǊŜ ŘŜ нлмтΤ Ŝƭ !ŎǳŜǊŘƻ ǇƻǊ Ŝƭ ǉǳŜ ǎŜ ǊŜŦƻǊƳŀ Ŝƭ 
diverso por el que se emiten las Reglas Generales del Fondo de Desastres Naturales publicados en el DOF el 12 y 27 de 
septiembre de 2017, respectivamente, así como los Convenios BANSEFI-SEDATU y los calendarios de programación de 
distribución de apoyos para las entidades afectadas, establecidos en coordinación entre el BANSEFI y la SEDATU en cada 
uno de los estados afectados.  
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Posterior a la ocurrencia de los sismos, se identificó como problema público de la intervención gubernamental que 
los damnificados de los sismos del 7 y 19 de septiembre de 2017 no accedieron de forma eficiente, oportuna y 
completa a los recursos del FONDEN destinados para reconstruir los daños parciales o totales causados a sus 
viviendas por parte del BANSEFI, debido a la ausencia de disposiciones normativas para regular el servicio de 
dispersión de recursos en caso de emergencias ocurridas por desastres naturales; a la falta de supervisión de las 
operaciones realizadas por el BANSEFI; a la ausencia de medidas de seguridad para garantizar la integridad de la 
información proporcionada por la SEDATU; a la omisión de las disposiciones de seguridad interbancaria, y a los 
deficientes controles en la integración de expedientes de los beneficiarios. 

La CNBV, como instancia reguladora y supervisora de las entidades de la Banca de Desarrollo, y derivado de la 
investigación y reportajes de sociedades civiles y medios de comunicación; así como de las irregularidades 
detectadas en revisiones pasadas, notificó al BANSEFI una orden de visita de investigación, del 21 de noviembre al 
8 de diciembre de 2017, por posibles faltas a las disposiciones bancarias aplicables en la fabricación y distribución 
de las tarjetas para la reconstrucción de viviendas.  

Dado que, a la fecha de ocurrencia de los sismos, el BANSEFI carecía de una norma o un producto bancario que 
regulara exprofeso la entrega de apoyos por parte de instituciones bancarias en caso de desastres naturales, utilizó 
de forma supletoria las Reglas de Operación de la Dispersión Electrónica para Programas Gubernamentales; sin 
embargo, debido a que el proceso realizado fue inédito, emitió, en el mismo mes de la fecha de ocurrencia de los 
ǎƛǎƳƻǎΣ ƳŜŘƛŀƴǘŜ Ŝƭ /ƻƳƛǘŞ ŘŜ hǇŜǊŀŎƛƽƴΣ ƭŀ άDǳƝŀ ŘŜ tǊƻŎŜǎƻ Chb59bέΣ ƭŀ Ŏǳal tuvo como objetivo proporcionar 
la información necesaria al personal involucrado en el proceso de generación y entrega de tarjetas bancarias del 
FONDEN; además, tenía como función servir de referente para la operación de la dispersión de forma paralela con 
la normativa que el banco ya tenía para la entrega de los apoyos por programas sociales. 

Con motivo de la revisión de la Cuenta Pública 2016, la ASF realizó la auditoría de desempeño núm. 100-GB 
άLƴŎƭǳǎƛƽƴ CƛƴŀƴŎƛŜǊŀέΣ ŀ ŜŦŜŎǘƻ ŘŜ ŦƛǎŎŀƭƛȊŀǊ Ŝƭ ŦƻƳŜƴǘƻ del ahorro, la inclusión y educación financiera para facilitar 
el acceso a los servicios bancarios a las personas físicas y morales del segmento de bajos ingresos; sin embargo, la 
participación del banco en la entrega de apoyos del FONDEN fue inédita, por lo que no se tienen precedentes de 
fiscalización en dicha materia. 

Con motivo de la fiscalización de la Cuenta Pública 2017, la ASF realizó, mediante la Auditoría Especial de 
Desempeño, 5 auditorías: la 1678-D. ά/Ŝƴǎƻ ŘŜ 5ŀƷƻǎ tǊƻǾƻŎŀŘƻǎ ǇƻǊ ƭƻǎ {ƛǎƳƻǎέΣ a la SEDATU; la 1679-GB 
ά!ǘŜƴŎƛƽƴ ŀ ƭŀ tƻōƭŀŎƛƽƴ !ŦŜŎǘŀŘŀ ǇƻǊ ƭƻǎ {ƛǎƳƻǎέ ȅ мр-GB "Subsidios y Apoyos para Desastres Naturales", ambas 
a cargo de la SEGOB; la 1680-D. άwŜƎǳƭŀŎƛƽƴ ȅ {ǳǇŜǊǾƛǎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ tŀǊǘƛŎƛǇŀŎƛƽƴ ŘŜ .!b{9CL Ŝƴ Ŝƭ hǘƻǊƎŀƳƛŜƴǘƻ ŘŜ 
Apoyos a lƻǎ 5ŀƳƴƛŦƛŎŀŘƻǎ ǇƻǊ ƭƻǎ {ƛǎƳƻǎ ŘŜƭ т ȅ мф ŘŜ {ŜǇǘƛŜƳōǊŜ ŘŜ нлмтέΣ ŀ ƭŀ /b.±Σ ȅ ƭŀ мсум-D. άtŀǊǘƛŎƛǇŀŎƛƽƴ 
Ŝƴ Ŝƭ hǘƻǊƎŀƳƛŜƴǘƻ ŘŜ !Ǉƻȅƻǎ ŀ ƭƻǎ 5ŀƳƴƛŦƛŎŀŘƻǎ ǇƻǊ ƭƻǎ {ƛǎƳƻǎ ŘŜƭ т ȅ мф ŘŜ {ŜǇǘƛŜƳōǊŜ ŘŜ нлмтέΣ ŀƭ .!b{9CLΣ 
a fin de dar un mensaje integral respecto de la atención de los afectados por los sismos de septiembre de 2017. 

Resultados 

En 2017, previo a la ocurrencia de los sismos, existía una desarticulación de los objetivos, estrategias y líneas de 
acción de la protección civil, respecto de la operación sustantiva de las instituciones de la Banca de Desarrollo, ya 
que no se tenía considerada su participación, en específico del BANSEFI, para el otorgamiento de apoyos en caso 
de desastres naturales; no obstante que el banco contaba con experiencia en la dispersión masiva de apoyos 
derivado de programas sociales, así como con la capacidad para abrir cuentas y proporcionar recursos en 
localidades de alta y muy alta marginación. 

Respecto de la recepción, procesamiento y control de la información, al 31 de diciembre de 2017, con los cambios 
instruidos, los censos y padrones contenían 171,507 damnificados, de los cuales 59,897 (34.9%) correspondieron 
a viviendas con daño total y 111,610 (65.1%) a viviendas con daño parcial. Para la recolección, compilación y 
mantenimiento del control de dichos registros, se contrató un modelo administrativo,36/ del que la ASF comprobó, 
mediante dos muestras estadísticas,37/ que hubo 4 identificadores de beneficiarios (ID) que no se encontraron en 
el sistema, 1 de daño total y 3 de parcial; que los requisitos con mayor cantidad de incumplimientos, para ambos 

                                                                        

36/  El modelo administrativo convenido debía contener información del beneficiario, tal como identificación oficial; 
comprobante de domicilio; contrato bancario; evidencia fotográfica del beneficiario y de la vivienda, y datos 
demográficos y de georreferenciación del sitio en el cual se realizó la entrega de las tarjetas. 

37/   De un universo de 59,897 damnificados por daño total, la ASF seleccionó una muestra de 385 expedientes, estratificada 
por entidad federativa afectada, con un nivel de confianza del 95.0% y un margen de error del 5.0%. Asimismo, de un 
universo de 111,610 beneficiarios de daño parcial, la ASF seleccionó una muestra de 387 expedientes, estratificada por 
entidad federativa afectada, con un nivel de confianza del 95.0% y un margen de error del 5.0%. 
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tipos de daño fueron los relacionados con la evidencia fotográfica, toda vez que de 384 ID revisados para daño 
total, el 50.8% (195) incumplió con la foto de la vivienda, y el 42.4% (163) careció de la imagen del beneficiario; 
mientras que, para daño parcial, de los 384 ID revisados, el 58.3% (224) no contó con la foto de la vivienda, y el 
42.4% (163) incumplió con la del beneficiario, aunado a que las ministraciones señaladas en el sistema no se 
encontraron actualizadas. 

Asimismo, se detectó una coordinación irregular entre el BANSEFI y la SEDATU para el manejo y conciliación de la 
información, así como débiles mecanismos de control que propiciaron fallas en la actualización de los convenios y 
sus entregables. 

En cuanto a la fabricación de tarjetas, en 2017, el BANSEFI dispuso de 341,794 tarjetas como medio de distribución 
de los recursos del programa FONDEN, cuyo costo de fabricación fue de 10,484.1 miles de pesos. El 30.2% 
(103,262) de las tarjetas fueron con chip, por un costo total de 2,543.3 miles de pesos (24.3%), y el 69.8% (238,532) 
con banda magnética, por un costo total de 7,940.7 miles de pesos (75.7%). En relación con las tarjetas de banda 
magnética, su elaboración tarda 5 días, respecto de los 41 días de las de circuito integrado, pero las primeras 
representan un mayor riesgo en la operación, lo cual se evidenció debido a que el banco recibió 500 solicitudes de 
aclaraciones por cargos no reconocidos, por un monto de 3,726.4 miles de pesos, los cuales reintegrados por el 
banco a las cuentas de los beneficiarios en ese año.  

Por lo que respecta a la entrega de los medios de pago, mediante 2 muestras estadísticas, 38/ se constató que, de 
los 387 expedientes bancarios de los beneficiarios revisados por daño parcial, el 93.3% (361) cumplió con todos 
los requisitos,39/ y el 6.7% (26) no fueron integrados por el banco debido a siniestros o extravíos. Asimismo, de los 
385 expedientes de daño total, se constató que el 95.1% (366) de los expedientes cumplió con todos los 
requisitos,40/ y el 4.9% (19) no se elaboró debido a siniestros, con lo que se determinó que el BANSEFI no contó 
con los mecanismos de control para integrar la totalidad de los expedientes de los beneficiarios. 

En cuanto al proceso de ministración de recursos, en 2017, el BANSEFI suscribió con la SEDATU 12 convenios de 
colaboración con el objeto de que el banco prestara el servicio de apoyos federales en favor de los damnificados 
por los sismos; sin embargo, de los convenios suscritos, 10 (83.3%) establecieron los montos que debía depositar 
la SEDATU para la dispersión de los recursos y en 2 (16.7%) no se especificaron; asimismo, se observó que, a pesar 
de que se cuantificó el número de beneficiarios por atender por cada convenio, no se identificó en los mismos la 
clasificación de los beneficiarios por daño parcial o total, por lo que no fue posible identificar si los recursos 
convenidos eran los que debían destinarse para cubrir el total de beneficiarios por tipo; además, se establecieron 
calendarios de entrega de las tarjetas, pero no contaron con fechas perentorias. 

Del monto convenido (3,810,346.5 miles de pesos), el 46.8% (1,785,135.0 miles de pesos) correspondió a Chiapas 
y Oaxaca; el 19.2% (732,420.0 miles de pesos) a Puebla; el 14.8% (562,410.0 miles de pesos) a Morelos; el 7.3% 
(278,806.5 miles de pesos) al Estado de México; el 6.6% (252,090.0 miles de pesos) a la Ciudad de México; el 5.2% 
(199,230.0 miles de pesos) a Guerrero y el 0.1% (255.0 miles de pesos) a Veracruz.  

Con la revisión de los registros de las cuentas concentradoras aperturadas por el BANSEFI para la recepción de los 
recursos convenidos, se constató que, al 30 de noviembre de 2017, el banco recibió abonos por 6,405,031.5 miles 
de pesos, 41/ de los que, al 31 de diciembre de 2017, había dispersado el 92.4% (5,917,815.0 miles de pesos) del 
monto en 238,311 tarjetas FONDEN monetario y de Vivienda, sin que significara que éste monto y tarjetas hubiera 
sido otorgado al beneficiario, ya que las tarjetas estaban activas y con recursos disponibles antes de su entrega. 
Del total de tarjetas, el 95.5% (227,469) se encontraron con un estatus vigente y el 4.5% (10,842) canceladas, éstas 
últimas, a dicha fecha de corte, registraron abonos por 189,535.0 miles de pesos, de los cuales el 34.9% (66,235.0 
miles de pesos) no había sido reintegrado a sus cuentas concentradoras.  

                                                                        

38/   Ídem. 

39/  Los requisitos para la integración de los expedientes de daño parcial son: identificación, fotografías del beneficiario y 
de la vivienda, comprobante de domicilio, contrato FONDEN, así como los datos demográficos y de georreferencia. 

40/  Los requisitos para la integración de los expedientes de daño total son: identificación, fotografías del beneficiario y de 
la vivienda, comprobante de domicilio, contrato FONDEN, contrato FONDEN Vivienda, así como los datos demográficos 
y de georreferencia. 

41/   El monto incluye 2,594,685.0 miles pesos para Apoyos Parciales Inmediatos, los cuales no fueron establecidos en los 
convenios suscritos, debido a que se instruyó como fecha inicial de entrega el 27 de septiembre de 2017 y éstos no 
cubrían acciones cuyo periodo de ejecución fuera mayor a treinta días naturales. 
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Al 31 de diciembre de 2017, no se tenía una seguridad respecto del total de damnificados, ya que el BANSEFI 
proporcionó un registro inicial de damnificados de 178,578 contabilizados por la SEDATU a septiembre de ese año, 
y contó con un registro de 171,507 damnificados al cierre del ejercicio fiscal, cifra que difiere de los 178,123 
damnificados registrados en la base de datos de las cuentas de dispersión, proporcionado por el banco a dicho 
corte, ni contó con un registro del número de beneficiarios a esa fecha. 

Para corroborar el intervalo de tiempo en el que se entregaron las tarjetas, de la revisión de 387 expedientes de 
daño parcial, 42/ mediante los cuales se determinó que al 63.6% (246) de los beneficiarios recibieron sus tarjetas 
en un rango de 0 a 10 días; el 9.6% (37) en un rango de 11 a 20 días; el 8.0% (31) de 21 a 30 días y el 6.2% (24) en 
un rango mayor a 30 días. Asimismo, en 42 casos, 10.8%, no se contó con fecha en los acuses de recibo de las 
tarjetas, y para el 1.8% (7) no se establecieron fechas de inicio de las ministraciones.  

En el mismo sentido, del tamaño de la muestra de daño total, 43/de 385 expedientes se identificó que el 72.5% 
(279) de los beneficiarios recibieron la tarjeta FONDEN en un rango de 0 a 10 días y el 66.2% (255) recibieron la 
tarjeta VIVIENDA en el mismo rango; en un plazo de 11 a 20 días el 5.5% (21) la tarjeta FONDEN y el 7.0% (27) la 
tarjeta VIVIENDA; de 21 a 30 días, el 1.8% (7) recibió la FONDEN y el 3.1% (12) la de VIVIENDA y más de 30 días 
posterior a la fecha de inicio del operativo de entrega, el 15.1% (58) la FONDEN y el 18.4% (71) la de VIVIENDA. 
Asimismo, los acuses de recibo de las tarjetas carecieron de fecha en el 4.9% (19) FONDEN y el 4.9% (19) FONDEN 
VIVIENDA, y para el 0.2% (1) de FONDEN y el 0.2% (1) FONDEN VIVIENDA el banco no estableció fechas de inicio 
para las ministraciones, por lo que para estos casos no se pudo medir la oportunidad. 

En los meses de septiembre y octubre de 2018, el banco realizó la conciliación de la información con la SEDATU, y 
registró un total de 170,871 damnificados y que se le había ministrado en las cuentas concentradoras un monto 
de 8,959,062.4 miles de pesos, de los cuales, a octubre de ese año, dispersó el 91.0%, (8,153,740.0 miles de pesos) 
a un total de 166,887 beneficiarios, de los cuales, el 91.8% (153,161 beneficiarios) recibió el monto total que le 
correspondía, conforme al tipo de daño registrado por la SEDATU, y el 8.2% (13,726 beneficiarios) recibieron 
montos por debajo de la cifra correspondiente. Asimismo, el 2.3% (3,984) de damnificados no contaron con 
ninguna ministración; no obstante, debe advertirse que la información de los censos y padrones de damnificados, 
levantados por la SEDATU, registraron imprecisiones desde su origen. 44/  

Consecuencias Sociales 

Las deficiencias de la información proporcionada por la SEDATU al BANSEFI, respecto de los registros de 
damnificados en los denominados censos y padrones, [1]/ aunado a la falta de un marco normativo específico para 
regular la operación del banco en la entrega de recursos del FONDEN, limitó disponer de un número definitivo de 
damnificados por los sismos del 7 y 19 de septiembre de 2017, así como programar y priorizar los apoyos para la 
reconstrucción de las viviendas afectadas, que ocasionaron que los damnificados no accedieran de una forma 
eficiente, oportuna y completa a los recursos del FONDEN, ya que al 31 de diciembre, el BANSEFI había dispersado 
el 92.4% (5,917,815.0 miles de pesos) del monto en 238,311 tarjetas FONDEN monetario y de Vivienda, sin que 
ello significara que el monto y las tarjetas hubieran sido entregados al beneficiario. Asimismo, a un año de los 
sucesos, aún se encuentra pendiente de ministrar la totalidad de recursos al 8.2% (13,726) de los 166,887 
beneficiarios y al 2.3% (3,984) de los 170,871 damnificados, registrados a septiembre de 2018, aun no se les ha 
otorgado el apoyo. 

Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinaron 5 observaciones, las cuales 4 fueron solventadas por la entidad fiscalizada antes de la integración 
de este informe.La 1 restante generó: 1 Recomendación al Desempeño. 

                                                                        

42/  Se utilizaron las muestras del resultado núm. 3 de este informe con los parámetros siguientes: de un universo de 59,897 
damnificados por daño total, la ASF seleccionó una muestra de 385 expedientes, estratificada por entidad federativa 
afectada, con un nivel de confianza del 95.0% y un margen de error del 5.0%. Asimismo, de un universo de 111,610 
beneficiarios de daño parcial, la ASF seleccionó una muestra de 387 expedientes, estratificada por entidad federativa 
afectada, con un nivel de confianza del 95.0% y un margen de error del 5.0%. 

43/  Ídem. 

44/  Véase el informe de la auditoría núm. 1678-59 ά/Ŝƴǎƻ ȅ tŀŘǊƽƴ ŘŜ .ŜƴŜŦƛŎƛŀǊƛƻǎ ŘŜ ƭƻǎ 5ŀƷƻǎ tǊƻǾƻŎŀŘƻǎ ǇƻǊ ƭƻǎ {ƛǎƳƻǎ 
ŘŜ {ŜǇǘƛŜƳōǊŜ ŘŜ нлмтέ a la SEDATU. 

[1]/    Véase el dictamen de la auditoría núm. 1678-DE Censo y Padrón de Beneficiarios de los Daños Provocados por los Sismos 
de Septiembre de 2017. 

 



Informe Individual del Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 2017 
 

84 

Dictamen  

En opinión de la ASF, en 2017, existieron fallas en los mecanismos de control del BANSEFI, debido a que no otorgó 
una seguridad razonable de la correcta programación y entrega de los 6,405,031.5 miles de pesos del FONDEN, 
entregados al banco y que serían destinados a la reconstrucción de las viviendas de los 171,507 damnificados por 
los sismos de septiembre de 2017, de los cuales 59,897 (34.9%) correspondieron a viviendas con daño total y 
111,610 (65.1%), y que derivaron en riesgos de que los apoyos no fueran recibidos de manera eficiente, oportuna 
y completa por los beneficiarios al 31 de diciembre de ese año, ya que si bien se había ministrado el 92.4% 
(5,917,815.0 miles de pesos) del monto en 238,311 tarjetas FONDEN monetario y de Vivienda, esto no significó 
que el monto y las tarjetas hubieran sido otorgados al beneficiario, debido a que las tarjetas estaban activas y con 
recursos disponibles antes de su entrega; el banco no disponía de normativa que le facultara y regulara su 
participación en la entrega de apoyos del FONDEN, lo que ocasionó irregularidades en la coordinación con la 
SEDATU; la falta de mecanismos de control para garantizar la totalidad de los cambios instruidos por la entidad 
contratante a los censos y padrones de beneficiarios; deficiencias en el modelo administrativo contratado por el 
banco para el control de la información de los beneficiarios; la falta de documentación y control en la integración 
de expedientes bancarios; las fallas en el cumplimiento de los 12 convenios con la institución contratante, respecto 
de la vigencia, número de acciones y monto por dispersar, así como falta de oportunidad en la entrega, ya que de 
los 387 expedientes revisados por daño parcial, 45/ el 8.0% (31) recibieron sus tarjetas en un rango de 21 a 30 días 
y el 6.2% (24) en más de 30 días, contados a partir de la fecha inicial de los operativos, en el caso de los beneficiarios 
clasificados con daño total, de la revisión de 385 expedientes, 46/ se identificó que el 1.8% (7) recibió la tarjeta 
FONDEN y el 3.1% (12) la de FONDEN VIVIENDA en un rango de 21 a 30 días, y el 15.1% (58) la FONDEN y el 18.4% 
(71) la de VIVIENDA, en un plazo mayor a 30 días posteriores al inicio del operativo de entrega. Lo anterior 
evidenció que no se contó con un censo y un padrón suficiente y confiable para programar y priorizar los apoyos 
y que sirviera de herramienta al banco para otorgar una seguridad razonable en la entrega de recursos a los 
damnificados, de manera eficiente, oportuna y completa. 

La auditoría aporta elementos para verificar la implementación de mejoras en los procedimientos ejecutados por 
el BANSEFI para cumplir con los compromisos establecidos por el Ejecutivo Federal para la reconstrucción de 
viviendas. La atención de las observaciones identificadas durante la auditoría, permitió que la institución bancaria 
promoviera la revisión, modificación, actualización y creación de normas específicas para brindar atención en 
futuras situaciones de emergencia; fortaleciera sus procedimientos relacionados con el resguardo y la seguridad 
de la información; definiera mejoras en la herramienta de control para disponer de la totalidad de los datos de los 
beneficiarios; determinara procedimientos para garantizar la integración de sus expedientes bancarios, y para 
documentar la totalidad de cambios instruidos por la entidad contratante en lo que refiere a modalidades, montos 
por dispersar y fechas de inicio y conclusión, en los convenios que el banco suscriba, con lo que se espera que 
genere mecanismos de coordinación ágiles, eficientes, oportunos y transparentes, que permitan la atención 
prioritaria en las zonas afectadas por desastres naturales. 

 

  

                                                                        

45/  Se utilizaron las muestras del resultado núm. 3 de este informe con los parámetros siguientes: de un universo de 59,897 
damnificados por daño total, la ASF seleccionó una muestra de 385 expedientes, estratificada por entidad federativa 
afectada, con un nivel de confianza del 95.0% y un margen de error del 5.0%. Asimismo, de un universo de 111,610 
beneficiarios de daño parcial, la ASF seleccionó una muestra de 387 expedientes, estratificada por entidad federativa 
afectada, con un nivel de confianza del 95.0% y un margen de error del 5.0%. 

46/  Ídem. 
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Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C. 

Auditoría de TIC 

Auditoría Cumplimiento Financiero: 2017-2-06G1C-15-0092-2018 

92-GB 

 

Objetivo 

Fiscalizar la gestión financiera de las TIC, su adecuado uso, operación, administración de riesgos y 
aprovechamiento, así como evaluar la eficacia y eficiencia de los recursos asignados en procesos y funciones. 
Asimismo, verificar que las erogaciones, los procesos de adjudicación, contratación, servicios, recepción, pago, 
distribución, registro presupuestal y contable, entre otros, se realizaron conforme a las disposiciones jurídicas y 
normativas aplicables. 

 
Alcance 
 

 EGRESOS   
 Miles de Pesos   
Universo Seleccionado 403,428.1   
Muestra Auditada 87,587.3   
Representatividad de la Muestra 21.7%   

 

El universo seleccionado por 403,428.1 miles de pesos corresponde al total de recursos ejercidos en materia de 
Tecnologías de la Información y Comunicaciones (TIC) en el ejercicio fiscal de 2017; la muestra auditada se integra 
de tres contratos relacionados con servicios para el derecho de uso del sistema base en la modalidad de software 
como servicio (SaaS) y el soporte al aplicativo para la continuidad operativa del SIBA; de aseguramiento de la 
calidad para la implementación del Sistema Integral Bancario y Administrativo (SIBA); y de continuidad operativa 
del sistema integral bancario y administrativo SIBA con pagos ejercidos por 87,587.3 miles de pesos, que 
representan el 21.7% del universo seleccionado. 

Antecedentes 

El Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C. (BANOBRAS) es una institución de banca de desarrollo con 
participación estatal mayoritaria, cuenta con personalidad jurídica y patrimonio propios. Tiene como objeto 
financiar o refinanciar proyectos relacionados directa o indirectamente con inversión pública o privada en 
infraestructura y servicios públicos, así como coadyuvar al fortalecimiento institucional de los gobiernos federales, 
estatales y municipales, con el propósito de contribuir al desarrollo sustentable del país. 

Entre el 2013 al 2017, se han invertido 1,423,979.0 miles de pesos en Tecnologías de la Información y 
Comunicaciones (TIC), relacionados con el capítulo 3000, específicamente a los servicios generales. 

 
Recursos Invertidos en Materia de TIC 

(Miles de Pesos) 

PERIODO DE  INVERSIÓN 2013 2014 2015 2016 2017 TOTALES 

MONTO POR AÑO 112,565.7 252,367.7 321,431.7 334,185.8 403,428.1 1,423,979.0 

Fuente: Elaborado con base en la información definitiva proporcionada por BANOBRAS. 

Nota:  No incluye el gasto relacionado con servicios personales (capítulo 1000). 

 

Resultados 

¶ Del contrato número DAGA/097/2017 (para prestar los servicios de continuidad operativa del Sistema 
Integral Bancario y Administrativo [SIBA]), celebrado con la empresa SAP MÉXICO, S.A. DE C.V.: 
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o Se carece de la documentación que acredite la cantidad de horas prestadas por el personal asignado al 
proveedor, su perfil, así como el costo por hora; a fin de verificar que éstas corresponden a lo estimado en 
la cotización del proveedor, así como a las actividades ejecutadas por su personal para brindar el servicio. 

o No se cuenta con la documentación que permita verificar el seguimiento y atención de las vulnerabilidades 
identificadas con relación a la implementación del módulo PLD/FT. 

o No se cuenta con la documentación que permita verificar el seguimiento y atención de las vulnerabilidades 
identificadas con relación a la implementación del módulo PLD/FT. 

o Se carece de un procedimiento de administración de usuarios (altas, bajas y cambios) que contemple a los 
recursos del proveedor que participaron en el proyecto. 

o No se llevó a cabo el monitoreo de las bitácoras del aplicativo y bases de datos del SIBA. 

¶ No se ejecutó por parte de la DGTIC la validaron de que el personal del proveedor contara con el perfil y 
certificaciones requeridas para el desempeño de sus funciones. 

¶ No se cuenta con la documentación que acredite las actividades de monitoreo por parte de los 
administradores de contratos de la Dirección General de Tecnologías de la Información y Comunicaciones 
(DGTIC), a fin de garantizar el cumplimiento de los compromisos establecidos en los contratos 
DAGA/003/2017  (para prestar los servicios para el derecho de uso del sistema base en la modalidad de 
software como servicio y el soporte aplicativo para la continuidad operativa del Sistema Integral Bancario 
Administrativo (SIBA)), DAGA/097/2017 (servicios de continuidad operativa del Sistema Integral Bancario 
Administrativo (SIBA)) y DAGA/084/2016 (prestación del servicio de aseguramiento de la calidad para la 
implementación del Sistema Integral Bancario Administrativo (SIBA)). 

¶ Se identificaron áreas de oportunidad en la administración y operación de los controles de Ciberseguridad 
para el Sistema de Pagos Electrónicos Interbancarios (SPEI) implementados en el Banco.  

Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinaron 5 observaciones las cuales generaron: 7 Recomendaciones. 

Dictamen  

Con base en los resultados de la auditoría practicada, cuyo objetivo consistió en fiscalizar la gestión financiera de 
las TIC, su adecuado uso, operación, administración de riesgos y aprovechamiento, así como evaluar la eficacia y 
eficiencia de los recursos asignados en procesos y funciones. Asimismo, verificar que las erogaciones, los procesos 
de adjudicación, contratación, servicios, recepción, pago, distribución, registro presupuestal y contable, entre 
otros, se realizaron conforme a las disposiciones jurídicas y normativas aplicables, y específicamente respecto de 
la muestra revisada por 87,587.3 miles de pesos; se concluye que, en términos generales, el Banco Nacional de 
Obras y Servicios Públicos, S.N.C. cumplió con las disposiciones legales y normativas que son aplicables en la 
materia, excepto por los aspectos observados siguientes: 

¶ Del contrato número DAGA/097/2017 (para prestar los servicios de continuidad operativa del Sistema 
Integral Bancario y Administrativo [SIBA]), celebrado con la empresa SAP MÉXICO, S.A. DE C.V.; se determinó 
lo siguiente: 

o No fue posible identificar la validación realizada, por personal del Banco, para determinar la cantidad de 
horas prestadas por el personal asignado por el proveedor, su perfil, así como el costo por hora; a fin de 
verificar que éstas corresponden a lo estimado en la cotización presentada por el proveedor, así como a los 
servicios efectuados. 

o {Ŝ ŎŀǊŜŎŜ ŘŜ ƭŀ ŘŜŦƛƴƛŎƛƽƴ ȅ ŜǾŀƭǳŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭƻǎ !ŎǳŜǊŘƻǎ ŘŜ ƻǇŜǊŀŎƛƽƴ όh[!Ωǎύ ƳŜŘƛŀƴǘŜ ƭƻǎ ŎǳŀƭŜǎ ǎŜ ǊŜŀƭƛȊŀǊƝŀ 
la medición de la disponibilidad del módulo de prevención contra el lavado de dinero y el financiamiento al 
terrorismo (PLD/FT); no se verificó el cumplimiento del nivel de disponibilidad del 99.5% del SIBA. 

o No se ejecutó un análisis de vulnerabilidades antes de la liberación del módulo PLD/FT en el ambiente de 
producción; por lo que existe el riesgo de que no se puedan detectar deficiencias en la seguridad de la 
información que pudieran ocasionar una afectación a la operación del SIBA. 
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¶ Se identificaron deficiencias en el proceso de supervisión por parte de los administradores de los contratos 
en revisión, debido a que no se identificó la documentación soporte que confirme las actividades de 
monitoreo realizadas por la Dirección General de Tecnologías de la Información y Comunicaciones (DGTIC). 

¶ No se verificó los recursos del proveedor que participaron en la ejecución de los servicios contratados 
contaran con la experiencia, conocimientos y certificaciones requeridas para llevar a cabo las actividades. 

¶ Se identificaron áreas de oportunidad en la administración y operación de los controles de Ciberseguridad 
para el Sistema de Pagos Electrónicos Interbancarios (SPEI) implementados en el Banco, las cuales fueron 
dadas a conocer a BANOBRAS para su remediación y robustecer las acciones llevadas a cabo en esta materia.  

Los procedimientos de auditoría aplicados, la evidencia objetiva analizada, así como los resultados obtenidos, 
fundamentan las conclusiones anteriores.  

El presente dictamen se emite el 15 de octubre de 2018, fecha de conclusión de los trabajos de auditoría 
correspondientes a la Cuenta Pública 2017, la cual se practicó sobre la información proporcionada por la entidad 
fiscalizada y de cuya veracidad es responsable. 
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Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C. 

Gestión Financiera de los Créditos Subordinados 

Auditoría Cumplimiento Financiero: 2017-2-06G1C-15-0094-2018 

94-GB 

 

Objetivo 

Fiscalizar la gestión financiera de los créditos subordinados, para verificar que se solicitaron, autorizaron, 
transfirieron, aplicaron y recuperaron, conforme a las disposiciones legales y normativas. 

 
Alcance 
 

 CUENTAS DE BALANCE   
 Miles de Pesos   
Universo Seleccionado 19,381,146.2   
Muestra Auditada 3,960,410.8   
Representatividad de la Muestra 20.4%   

 

El universo de 19,381,146.2 miles pesos, corresponde al saldo de los préstamos directos y prendarios otorgados 
por el Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C. (BANOBRAS), como fiduciario del Fondo Nacional de 
Infraestructura (FONADIN), al 31 de diciembre de 2017, para diversos proyectos de infraestructura carretera, 
considerados como apoyos recuperables en la modalidad de créditos subordinados para 13 proyectos, y la 
muestra, por 3,960,410.8 miles de pesos, corresponde al saldo de 4 proyectos, que representó el 20.4%, integrados 
como se muestra a continuación:  

 
INTEGRACIÓN DE LA MUESTRA 

Miles de pesos 

Proyecto Importe 

Carretera Mitla-Entronque Tehuantepec 1,232,216.4 
Autopista Toluca-Naucalpan 1,275,000.0 
Autopista Urbana Norte  1,290,506.8 

Libramiento de Hermosillo 162,687.6 

 Suma 3,960,410.8 

FUENTE: Estados Financieros Dictaminados al 31 de 
diciembre de 2017 y auxiliares contables. 

 

Adicionalmente, se revisaron 1,828,897.5 miles de pesos, correspondientes a los créditos subordinados para los 
proyectos de la Autopista Puerto Escondido, Tramo Barranca Larga ς Ventanilla y la Autopista Salamanca-León, 
por 1,328,897.5 y 500,000.0 miles de pesos, respectivamente, cuyos importes no están considerados en el saldo 
reportado al cierre del ejercicio, en virtud de que el primero se canceló en 2017 y el segundo se autorizó, pero no 
se ha ejercido. 

Antecedentes 

Entre los objetivos del FONADIN se encuentra otorgar créditos subordinados a entidades del sector privado que 
reciban alguna concesión, permiso u otros contratos que permitan asociaciones público-privadas, por parte del 
gobierno federal, estatal o municipal, para construir, operar, explotar, conservar o mantener proyectos de 
infraestructura. 

Los créditos están dirigidos a operaciones que consideren esquemas de deuda subordinada que permitan mejorar 
los flujos disponibles y la cobertura de la deuda bancaria o bursátil que será contratada para financiar el proyecto 
de infraestructura.  

Por su parte, el BANOBRAS, como institución de banca de desarrollo, participa en forma conjunta con los bancos 
del sector privado en el financiamiento de proyectos de infraestructura. 
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El apoyo financiero que otorga el FONADIN impulsa el crecimiento de las obras de infraestructura federales y 
estatales, que adicionalmente, cuentan con el financiamiento de instituciones de banca múltiple. 

Al 31 de diciembre de 2017, los Estados Financieros Dictaminados del FONADIN reportaron 19,381,146.2 miles de 
pesos, de apoyos recuperables en la modalidad de créditos subordinados, destinados a proyectos de 
infraestructura carretera. 

Resultados 

¶ En los expedientes de cuatro proyectos se carece de las evaluaciones socio - económicas y en dos de ellos, 
del comprobante de registro en la cartera de la Unidad de Inversiones de la SHCP. 

¶ Falta de control en la integración de los apoyos recuperables, lo que dificultó el seguimiento de los recursos 
y la fiscalización. 

Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinaron 3 observaciones, de la cual fue 1 solventada por la entidad fiscalizada antes de la integración de 
este informe. Las 2 restantes generaron: 2 Recomendaciones. 

Dictamen  

El presente se emite el 18 de septiembre de 2018, fecha de conclusión de los trabajos de auditoría, la cual se 
practicó sobre la información proporcionada por la entidad fiscalizada y de cuya veracidad es responsable. Con 
base en los resultados obtenidos en la auditoría practicada, cuyo objetivo fue fiscalizar la gestión financiera de los 
créditos subordinados, para verificar que se solicitaron, autorizaron, transfirieron, aplicaron y recuperaron, 
conforme a las disposiciones legales y normativas, y específicamente respecto de la muestra revisada que se 
establece en el apartado relativo al alcance, se concluye que, en términos generales, el Banco Nacional de Obras 
y Servicios Públicos, S.N.C., cumplió con las disposiciones legales y normativas que son aplicables en la materia. 
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Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C. 

Solicitud, Otorgamiento, Administración y Ejercicio de Apoyos No Recuperables 

Auditoría Cumplimiento Financiero: 2017-2-06G1C-15-0099-2018 

99-GB 

 

Objetivo 

Fiscalizar la gestión financiera de los apoyos no recuperables, para verificar que se solicitaron, autorizaron, 
transfirieron, administraron y se ejercieron conforme a las disposiciones legales y normativas. 

 
Alcance 
 

 EGRESOS   
 Miles de Pesos   
Universo Seleccionado 5,361,982.6   
Muestra Auditada 1,367,501.6   
Representatividad de la Muestra 25.5%   

 

El universo se conformó por 5,361,982.6 miles de pesos de apoyos no recuperables, otorgados al 31 de diciembre 
de 2017, por el Fondo Nacional de Infraestructura (FONADIN) y la muestra, por 1,367,501.6 miles de pesos, 
corresponde al proyecto para el desarrollo de las Zonas Económicas Especiales, que representa el 25.5 %. 

Antecedentes 

El Fondo Nacional de Infraestructura (FONADIN) es un fideicomiso instituido en el Banco Nacional de Obras y 
Servicios Públicos, S.N.C., (BANOBRAS), que tiene por objeto fungir como un vehículo de coordinación de la 
Administración Pública Federal para la inversión en infraestructura. 

Para cumplir con lo anterior, en 2017 otorgó apoyos no recuperables a entidades del sector público, entre los que 
destaca el proyecto para el desarrollo de las Zonas Económicas Especiales (ZEE), en el que intervienen la Autoridad 
Federal para el Desarrollo de las Zonas Económicas Especiales (AFDZEE), como promotor, encargado de la 
definición de los polígonos que conformarían las ZEE y del seguimiento del proceso de aplicación del apoyo y el 
establecimiento de las ZEE; y el Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales (INDAABIN), es el 
encargado de la valuación y adquisición de los inmuebles que formarán parte de las ZEE. 

Es preciso señalar que la AFDZEE es el órgano administrativo desconcentrado de la SHCP, con autonomía técnica, 
operativa y de gestión, encargado de la planeación, promoción, regulación, supervisión y verificación en materia 
de ZEE, cuya estructura orgánica, facultades y atribuciones están establecidas en su reglamento interior.  

Resultados 

¶ Falta de actualización de manuales de BANOBRAS, con los cambios de denominación de las unidades 
administrativas, y la estructura organizacional. 

¶ Falta de claridad en la autorización, distribución de recursos e importes pendientes de asignar, señalados en 
los acuerdos del Comité Técnico del FONADIN, las fichas técnicas, los convenios de apoyo financiero y sus 
modificatorios. 

¶ Carencia de normativa interna del INDAABIN para la designación de notarios públicos, la formalización de 
instrumentos jurídicos que regulen la prestación de los servicios, así como las consideraciones para 
determinar los honorarios por pagar. 

¶ Solicitud de recursos del FONADIN, sin contar previamente con la documentación comprobatoria y 
justificativa del gasto. 

Recuperaciones Operadas 

En el transcurso de la revisión se recuperaron recursos por 64,770.00 pesos, con motivo de la intervención de la 
ASF. 
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Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinaron 6 observaciones, las cuales 2 fueron solventadas por la entidad fiscalizada antes de la integración 
de este informe. Las 4 restantes generaron: 4 Recomendaciones. 

Dictamen  

El presente se emite el 5 de octubre de 2018, fecha de conclusión de los trabajos de auditoría, la cual se practicó 
sobre la información proporcionada por la entidad fiscalizada y de cuya veracidad es responsable. Con base en los 
resultados obtenidos en la auditoría practicada, cuyo objetivo fue fiscalizar la gestión financiera de los apoyos no 
recuperables, para verificar que se solicitaron, autorizaron, transfirieron, administraron y se ejercieron conforme 
a las disposiciones legales y normativas, y específicamente respecto de la muestra revisada, que se establece en 
el apartado relativo al alcance, se concluye que, en términos generales, el Banco Nacional de Obras y Servicios 
Públicos, S.N.C., y la Autoridad Federal para el Desarrollo de las Zonas Económicas Especiales cumplieron con las 
disposiciones legales y normativas que son aplicables en la materia. 
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Comisión Nacional Bancaria y de Valores 

Regulación y Supervisión de la Participación de BANSEFI en el Otorgamiento de Apoyos a los Damnificados por 
los Sismos del 7 y 19 de Septiembre de 2017 

Auditoría de Desempeño: 2017-5-06B00-07-1680-2018 

1680-GB 

 

Objetivo 

Fiscalizar el desempeño de la CNBV en la regulación y supervisión de la participación de BANSEFI en el 
otorgamiento de apoyos a los damnificados por los sismos del 7 y 19 de septiembre de 2017. 

Alcance 

La auditoría comprendió la implementación, los resultados y los mecanismos de rendición de cuentas de la 
regulación y supervisión realizada por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV) al Banco del Ahorro 
Nacional y Servicios Financieros, S.N.C. (BANSEFI), respecto de su participación en el otorgamiento de apoyos a los 
damnificados por los sismos del 7 y 19 de septiembre de 2017, considerando las prioridades del Plan Nacional de 
Desarrollo (PND) 2013-2018, así como la intervención gubernamental para la atención de los daños en materia de 
vivienda ocasionados por los sismos.  

Respecto de la regulación, se verificó que la comisión promoviera al BANSEFI que, derivado de su intervención en 
la entrega de recursos del Fondo de Desastres Naturales, realizara modificaciones a su marco normativo para 
regular su participación en la dispersión de dichos recursos y fomentara el análisis de la normativa de las 
instituciones de la Banca de Desarrollo como medida preventiva para fortalecer las facultades de las entidades, en 
caso de su posible participación en la dispersión de recursos en situaciones de desastres naturales.  

En cuanto a la supervisión, se analizaron los resultados de las visitas de inspección ordinarias al BANSEFI en el 
periodo 2013-2017 como referente de la operación sustantiva del banco, respecto de su participación en la 
dispersión de los recursos del FONDEN en 2017. Se analizó la visita de investigación realizada por la CNBV en 
noviembre de ese año, en la que revisó el proceso de elaboración y entrega de tarjetas y la dispersión de los 
recursos a las personas incluidas en el censo y padrón de damnificados realizado por la Secretaría de Desarrollo 
Agrario, Territorial y Urbano (SEDATU), así como las medidas y acciones correctivas derivadas de dicha visita, a fin 
de verificar la contribución de la instancia reguladora y supervisora en la mejora del proceso y participación del 
banco en la emisión de tarjetas y dispersión de recursos para la reconstrucción de viviendas afectadas. Asimismo, 
se comprobó si la comisión rindió cuentas respecto de la investigación realizada al BANSEFI en 2017.  

La auditoría se realizó de conformidad con la normativa aplicable a la fiscalización superior de la Cuenta Pública 
2017, para asegurar el logro del objetivo y el alcance establecidos. Los datos proporcionados por la CNBV fueron, 
en lo general, suficientes, de calidad, confiables y consistentes para aplicar todos los procedimientos establecidos 
y para sustentar los hallazgos y la opinión de la ASF. 

Antecedentes 

De acuerdo con el diagnóstico del Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2013-2018 y los de protección civil, México 
es un país sensible ante diversos fenómenos naturales, debido a factores relacionados con su situación geográfica, 
su orografía y a la distribución y características de sus asentamientos humanos, ya que forma parte del Cinturón 
de Fuego del Pacífico, donde se registra la mayor actividad sísmica del mundo. 

Según información del Centro Nacional de Prevención de Desastres (CENAPRED), el 7 de septiembre de 2017, se 
registró un sismo de 8.2 grados que expuso a daños a 1,005,229 viviendas; 12 días después, el 19 de septiembre 
se presentó otro de magnitud de 7.1 grados con riesgos de afectaciones para 8,605,724 hogares. Las entidades 
federativas que presentaron daños fueron Oaxaca, Chiapas, Ciudad de México, Estado de México, Guerrero, 
Morelos, Puebla y Veracruz.  

aŜŘƛŀƴǘŜ Ŝƭ ά!ŎǳŜǊŘƻ ǇƻǊ Ŝƭ ǉǳŜ ǎŜ ƛƴǎǘǊǳȅŜƴ ŘƛǾŜǊǎŀǎ ŀŎŎƛƻƴŜǎ ŀ ƭŀǎ 5ŜǇŜƴŘŜƴŎƛŀǎ ȅ 9ƴǘƛŘŀŘŜǎ ŘŜ ƭŀ 
Administración Pública Federal (APF) y a las empresas productivas del Estado, para atender las zonas afectadas 
ǇƻǊ Ŝƭ ǎƛǎƳƻ ƻŎǳǊǊƛŘƻ Ŝƭ т ŘŜ ǎŜǇǘƛŜƳōǊŜ ŘŜ нлмтέΣ ǇǳōƭƛŎŀŘƻ Ŝƴ Ŝƭ 5ƛŀǊƛƻ hŦƛŎƛŀƭ ŘŜ ƭŀ CŜŘŜǊŀŎƛƽƴ ό5hCύ Ŝƭ мн ŘŜ 
septiembre de 2017, el Ejecutivo instruyó que se generaran mecanismos de coordinación interinstitucionales que 
permitieran la atención prioritaria en las zonas afectadas, así como la restauración de los daños ocasionados por 
los sismos en el menor tiempo posible. 
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Ante tal situación, el Gobierno Federal mandató a la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 
(SEDATU) validar los daños e integrar un censo y padrón de beneficiarios, y al BANSEFI, la entrega y la ministración 
de los recursos del Fondo de Desastres Naturales (FONDEN) a los damnificados, a fin de programar y priorizar los 
apoyos para la reconstrucción de las viviendas. 

Asimismo, para normar la participación del BANSEFI en la distribución de los apoyos gubernamentales, la 
Secretaría de Gobernación en apoyo de la Coordinación General de Protección Civil, modificó los Lineamientos de 
Operación Específicos del FONDEN, los cuales fueron publicados en el DOF el 27 de septiembre de 2017, a fin de 
facultar los casos en los que la instancia ejecutora instrumente mecanismos para que, mediante alguna institución 
de la Banca de Desarrollo, se llevara a cabo el ejercicio de los recursos.  

De acuerdo con la Tercera Comisión de Trabajo de la Comisión Permanente del H. Congreso de la Unión, Hacienda 
y Crédito Público, Agricultura y Fomento, Comunicaciones y Obras Públicas y los documentos de opinión pública, 
difundidos a mediados de noviembre, se identificó como problema específico de la intervención gubernamental 
que los damnificados de los sismos del 7 y 19 de septiembre de 2017 no accedieron de forma eficiente, oportuna 
y completa a los recursos del FONDEN destinados para reconstruir los daños parciales o totales causados a sus 
viviendas por parte del BANSEFI, debido a la ausencia de disposiciones normativas para regular el servicio de 
dispersión de recursos; a la falta de supervisión de las operaciones realizadas por el banco; a la ausencia de 
medidas de seguridad para garantizar la integridad de la información y de sus productos; a la omisión de las 
disposiciones de seguridad interbancaria, y a los deficientes controles en la integración de expedientes de 
beneficiarios. 

La Ley de Instituciones de Crédito y la de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores facultan a la CNBV para regular 
y supervisar a las entidades que integran la Banca de Desarrollo, entre ellas el BANSEFI.  

Resultados 

En materia de regulación, como respuesta a la emergencia por los sismos de septiembre, la CNBV emitió 3 
autorizaciones a la Asociación de Bancos de México (ABM), vinculadas con criterios contables especiales en 
beneficio de los clientes de la Banca de Desarrollo que resultaron afectados por dichos siniestros y de la estabilidad 
del sistema financiero, la primera, 8 días naturales después del sismo del 7 de septiembre, la segunda, 28 días 
naturales posteriores al sismo del 19 de septiembre; y la tercera, en 2018, 179 días naturales pasado el sismo del 
19 de septiembre. Asimismo, la comisión instruyó al BANSEFI una serie de modificaciones a su marco normativo 
para fortalecerlo y regular su intervención en la dispersión de recursos del FONDEN. 

La CNBV, a mediados de noviembre, no había identificado indicios de contravenciones a la normativa bancaria por 
parte del BANSEFI; no obstante, a partir de los acontecimientos publicados en los documentos de opinión pública, 
identificó presuntas infracciones de las Disposiciones de Carácter General Aplicables a las Instituciones de Crédito 
(CUB), en lo que se refiere al control interno, gobierno corporativo y administración del riesgo operacional y 
tecnológico, en la emisión de tarjetas sin circuito integrado mediante las cuales estaban siendo dispersados los 
apoyos del Programa FONDEN Vivienda, por lo que la CNBV realizó una visita de investigación al banco, 63 días 
naturales después del sismo del 19 de septiembre de 2017 y 50 posteriores al inicio de la distribución de los apoyos 
gubernamentales (2 de octubre de 2017).  

En materia de supervisión, antes de los sismos de septiembre de 2017, mediante sus visitas de inspección a la 
operación sustantiva, la comisión identificó deficiencias vinculadas a los procedimientos del BANSEFI para la 
verificación del destino de los recursos que entrega el banco a sus usuarios; ausencia de documentos necesarios 
para la integración de los expedientes y la falta de metodología aprobada para identificar, medir, vigilar, limitar, 
controlar, informar y revelar el riesgo de negocio a que se encuentra expuesto el banco, las cuales ya se habían 
reportado de manera recurrente en el periodo de 2013 a septiembre de 2017 y que habían motivado la emisión 
de 95 observaciones y 33 recomendaciones, de las cuales resultaron 101 acciones correctivas y se atendieron 83, 
el 82.2%, a 2017.  

Bajo el antecedente con el que contó la CNBV antes de los sismos de septiembre de 2017, en las visitas ordinarias 
y especiales al BANSEFI, se identificó la presencia de riesgos y deficiencias en su operación, las cuales se desconoce 
si fueron consideradas al momento de designar al banco como la institución idónea para garantizar el control de 
la dispersión de los recursos del FONDEN. 

Posterior a la ocurrencia de los sismos, el 16 de noviembre, la CNBV notificó al BANSEFI la orden para una visita 
de investigación del 21 de noviembre al 8 de diciembre de 2017, cuando ya habían transcurrido al menos 45 días 
desde que se habilitó a las instituciones de la Banca de Desarrollo para llevar a cabo el ejercicio de los recursos del 
FONDEN, con el objeto de evaluar el cumplimiento de las CUB, así como a la Ley de Instituciones de Crédito, como 
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resultado de la investigación la comisión emitió 20 observaciones y 4 recomendaciones, las primeras como 
consecuencia de la falta de medidas de seguridad en el manejo de la información, irregularidades en la entrega de 
tarjetas, deficiencias en el alta de cuentas y producción de las tarjetas, reclamaciones y deficiencias en los procesos 
de aclaraciones de los usuarios, diferencias en el reporte de detalle de entregas de kits por municipio a sucursales, 
errores en la dispersión de recursos, así como por fallas en la recepción del padrón de beneficiarios de la SEDATU. 
En tanto que las 4 recomendaciones se vincularon con oportunidades de mejora relativas al establecimiento de 
mecanismos que permitan determinar el detalle de la información necesaria para la dispersión de recursos para 
los beneficiarios que se estipulen; así como para la automatización de los procesos de aclaraciones por 
reclamaciones de los clientes, y el uso generalizado de tarjetas de chip.  

La CNBV las notificó el 20 de diciembre de 2017 para que en un plazo de 20 días hábiles el banco remitiera la 
documentación e información que estimara conveniente, a fin de atender las mismas; por lo que al 31 de diciembre 
2017, la comisión no había emitido un pronunciamiento respecto de las observaciones y recomendaciones 
emitidas  

Asimismo, se identificó que en 2017, la CNBV detectó posibles deficiencias en entidades federativas distintas a las 
definidas para su investigación (Oaxaca y Chiapas), sin que en ese año la comisión ampliara o modificara el alcance 
de su revisión. Además, en el proceso de la investigación realizada por la CNBV se identificaron deficiencias en los 
mecanismos para documentar las evidencias que respaldaron las observaciones emitidas al banco, relativas a la 
revisión de los sistemas informáticos.  

Como hechos posteriores al ejercicio fiscalizado, la comisión al instruirle al BANSEFI las modificaciones normativas 
pertinentes para regular su participación en la dispersión del recursos del FONDEN, el banco le remitió las Reglas 
del Servicio de Dispersión de Apoyos para la Atención de Desastres Naturales, el 17 de abril de 2018, en las cuales 
se incluyeron procedimientos relativos a la apertura masiva de cuentas y las actividades de bloqueo y desbloqueo 
de las tarjetas correspondientes a la dispersión de apoyos, mediante el programa FONDEN; no obstante que éstas 
fueron emitidas 192 días naturales posteriores al inicio de la dispersión de recursos por parte del banco y 130 días 
naturales después de la intervención de la CNBV, lo que representó un riesgo en la falta de oportunidad en la 
entrega de dichos apoyos.  

La comisión acreditó que, durante el periodo de aclaración, en los meses de febrero, mayo y junio de 2018, el 
BANSEFI proporcionó información con la que solventó 3 de las observaciones, y quedaron 17 pendientes; en tanto 
que de las 4 recomendaciones no obtuvo ningún pronunciamiento, por lo que, el 13 de julio de 2018, remitió al 
banco un total de 21 acciones y medidas correctivas, derivadas de las observaciones y recomendaciones 
pendientes, las cuales, a la fecha de cierre de este informe, se encontraban en proceso de atención.  

Consecuencias Sociales 

En 2017, previo a los sismos del 7 y 19 de septiembre de 2017 no existía normativa que regulara la atribución de 
la Banca de Desarrollo para la dispersión de recursos ante fenómenos naturales; sin embargo, posterior a la 
ocurrencia de esos fenómenos naturales, la CNBV emitió 3 criterios contables, los días 15 de septiembre, 17 de 
octubre, ambos de 2017 y el 5 de marzo de 2018, en beneficio de los clientes de la Banca de Desarrollo que 
resultaron afectados por los siniestros, y promovió ante el BANSEFI la revisión de su marco normativo, que dio 
como resultado la emisión y modificación de las Reglas del Servicio de Dispersión de Apoyos para la Atención de 
Desastres Naturales para reforzar el proceso de apertura masiva de cuentas y actividades de bloqueo y desbloqueo 
de tarjetas, con el fin de regular la participación del banco en la distribución de los apoyos gubernamentales. 
Asimismo, la modificación a las reglas fue presentada hasta el 2018, 192 días naturales posteriores al inicio de la 
dispersión de recursos por parte del banco (2 de octubre de 2017) y 130 días naturales después de la intervención 
de la comisión (21 de noviembre del mismo año), por lo que dichas modificaciones no fueron oportunas para 
atender esa situación. Respecto de la supervisión, la comisión realizó una visita de investigación al banco 55 días 
después de la habilitación de la Banca de Desarrollo para la distribución de los apoyos del FONDEN (27 de 
septiembre de 2017) y 50 días naturales posteriores al inicio de la distribución de los apoyos gubernamentales, lo 
que representó un riesgo en el proceso de dispersión de recursos, debido a que dicha investigación se llevó a cabo 
cuando ya se habían presentado deficiencias en la entrega de tarjetas con recursos del programa. 

Resumen de Observaciones y Acciones 

Se determinaron 2 observaciones, de las  cuales 2 fueron solventadas por la entidad fiscalizada antes de la 
integración de este informe. 

Se generó 1 Sugerencia a la Cámara de Diputados. 
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Dictamen  

En opinión de la ASF, en 2017, la regulación y supervisión de la CNBV al BANSEFI acerca del proceso de entrega y 
ministración de apoyos del FONDEN para la reconstrucción, presentó problemas de oportunidad, ya que previo a 
los sismos del 7 y 19 de septiembre de 2017 no existía normativa que regulara la atribución de la Banca de 
Desarrollo para la distribución de apoyos ante fenómenos naturales. Si bien la CNBV realizó una investigación al 
BANSEFI por presuntas infracciones de la normativa bancaria en la dispersión de recursos del FONDEN a los 
damnificados por los sismos de septiembre de ese año, no instruyó al banco de manera oportuna las 
modificaciones a su marco normativo para regular su actuación, ya que se emitieron 192 días naturales posteriores 
al 2 de octubre, fecha en la que éste inició la ministración de recursos, y 130 días naturales después de su 
investigación. Aun cuando los resultados de sus visitas de inspección ordinarias al BANSEFI, durante el periodo de 
2013 a septiembre de 2017, mostraron indicios de sus deficiencias en la verificación del destino de los recursos 
que entrega a sus usuarios; en la integración de los expedientes y la falta de metodología aprobada para identificar, 
medir, vigilar, limitar, controlar, informar y revelar el riesgo de negocio a que se encuentra expuesto, la comisión 
no actuó oportunamente ya que la investigación comenzó una vez que se identificaron irregularidades en el 
proceso de ministración de recursos del FONDEN y que motivaron que el 20 de diciembre de 2017, la CNBV 
emitiera 20 observaciones y 4 recomendaciones, las cuales al cierre de dicho ejercicio fiscal se encontraban en 
proceso.  

La auditoría aportará elementos para dar certeza sobre la regulación y supervisión realizada por la CNBV al 
BANSEFI, en la entrega de apoyos a los damnificados de los sismos del 7 y 19 de septiembre de 2017, así como 
para la implementación de mejoras a los procedimientos ejecutados por el banco para cumplir con los 
compromisos establecidos por el Ejecutivo Federal, relativos a generar mecanismos de coordinación 
interinstitucionales ágiles, eficientes y oportunos que permitan la atención prioritaria en las zonas afectadas, así 
como la reconstrucción de las viviendas dañadas por los sismos.  

La atención de las recomendaciones emitidas por la ASF, permitió que la CNBV promoviera a las instancias de la 
Banca de Desarrollo que en su sistema de control interno integre aquellas actividades no recurrentes tales como 
la dispersión de recursos del FONDEN ante eventualidades por desastres naturales; programara labores de 
supervisión extra situ una vez que se concluya la entrega de apoyos del FONDEN por parte del BANSEFI en todos 
los estados afectados por los sismos del 7 y 19 de septiembre de 2017, que consistirán en la revisión y análisis del 
padrón definitivo de beneficiarios del Programa FONDEN, así como de la base de datos con la totalidad de las 
tarjetas emitidas en todos los estados atendidos, y las transacciones correspondientes; documentara las 
evidencias de las reuniones, entrevistas o verificación en sitio de cualquier procedimiento, que por su naturaleza 
impida o dificulte obtener información, e integrara un registro sobre la evidencia de las situaciones e indicios que 
motiven las visitas. 

Sugerencias a la Cámara de Diputados 

2017-0-01100-07-1680-13-001 

Para que la H. Cámara de Diputados, por conducto de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, analice la 
pertinencia de modificar el artículo 5 bis 2 de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, a efecto de 
facultar a la comisión para divulgar las sanciones con carácter firme, así como los informes de sus visitas de 
investigación en sus versiones completas, o las partes de éstos, de las que derivaron las sanciones, a fin de 
transparentar su participación y contribución en la mejora del ambiente de control bajo el cual deben operar las 
instituciones que integran la Banca de Desarrollo respecto de su participación en la dispersión de recursos del 
FONDEN en caso de desastres naturales. [Resultado 4]  

 

 

  




















































































































































